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DE LA INTRnDICCIOX JUDICIAL. 

SECCION l.-Principios genel'ales. 

246. La interdicción es legal ó judicial. «Cualquiera, dice 
el código penal de 1810, que Ilaya sitio condenado a la pe­
na de trabajos forzauos, arresto ó prisión, estará además 
por todo el tiempo de su pena, en estado de interdicción 
legal; se le nombrará un tutor y un subrogadó tutor para 
manejar y administrar sus bienes en la~ formas pl'tlscritas 
para los nombramientos de los tutores y subrogados tuto­
re, de los incapacitados (art. 29).» El código penal belga 
no mantiene esta interdicción general; pronuncia única 
mente la interdicción de ciertos derechos civiles y po­
Ilticos; de suerte que no hay lugar á tutela. Remito 
acerca de este punto al torno primero de mis Principios 
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~núm_ 404;_ Conforme al nerecho belga, no hay más que 
una sola interdicción, la ¡'le se llama jwlieial, pol'(loe la 
pronuncian los tribunales, Gomo J:¡ palabra lo dice, la in­
tel'llicción tiene por objeto vedar al hombre 11'Ie se halla 
fln estado de d'Hllen,~ia el ejercicÍCl de sos dereehos, y colo­
carlo, por comigni", '~', en el número de los incapaces asi· 
milándolo al menor. Según los lérminos del arl. 509, el 
incapacitado se asimila al menor por su persona y por sos 
biene<, 

247, ¿Por 'loé permite la ley 'Iue se priva del ejprL'icio 
de sus derer-h"s al hombre mayor que ell raZÓn de su edarl 
g.za de la plenitod de sus rlerechosY Ella lo ha"e por in· 
teré, rle arloél que In sido rle,'larado incapaz y por el inte 

. rés de l. soeierlad I La ('on,!ición del llOml,re cuyas facul· 
tarles iole!edu,des S" hallan alterarlas es peor que :a de los 
menore~; éstos no li,'nen todavía el u"o íntegro de su razón, 
pero su inteligenda se desenvuelve ioces,utR<l1ente, su in. 
capacidad natural disminu~ e diariamente hasta que llega 
la edad en 'lue han adquirido la 1,leuitud de sus facultades 
inteleetuales y moralps, mientras que las personas que están 
atacadas de e0:-1gena1'ión lllPlltall'dras Vf~e~s l'ecoLran el uso 
de la razón que han perdido: 1:1 Ir,l', diee la Exposición tle 
mnlivos, les debe allIleuol' la misma protección y los mismos 
cuidados que á los nlenore; (11. 

Púuria creerse que e.,a I'l'Oteeeión es inútil, en el sentido 
de que 1"s enag',nad(¡s, siendo in",,\,al:es de vulrllltad, son 
por eso mismo incap"c~" de eons"utir al't,)s (loe pudieran sel' 
les p"rjudiciales; ¿privándolos la naturaleza del oso de sus 
derechos, por qué le, ley interviene para f'ronon~iar su in· 
tcrdicl,ión? Lo que prueila que no rs absuintamente illllis· 
pensable, es f¡Ue no existía en el derecho romano. Esto ¡lO 

impedía que los enagenadus estuviesen protegil'os por la 
1 Emmery, Expo:sieióll de motivos, nÚUl. ;J. (Lol'Jré, t. :r, p. 471). 
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incapacidad natural de que estaban afectados; en efecto, los 
aclos qUé ellos celebraban erdll nulos como derivados de 
personas (Jue no padlan consentir; del mismo n,odo, según 
el código Napoleón, lt,s actos .:eleLrados por el in¡:apacitado 
son nulos. ¿Por qué pI legislador moderllo ha juzgado neo 
cesario hacer constar esta imapacidad J la nulidad que de 
elladHiva por una dcclarat'ión sGlemne de interdicción? 
Es por interés de los enagellados. Si éstos quedaron l'ajo 
el imperio del derecho común, podrian, en verdad, pedir 
la anulación de los actos que hieieren en su perjuicio, pero 
con la condición de proba¡' que estaLa n privados de su ra­
zón en el momento mismo en que el arlo se celebró. 
Esta prueLa es excesivamente dil'icil; de modo que podría 
suceder que los actos fuesen mantenidos, á falta de prueba 
suficiente. Además, haLría que renovar esta prueLa cüp 
motivo de todos los actos emanados de las persona~ e03ge· 
nadas, lo que multiplicaría tus litigios. La interdicción les 
da una protección más efi"3z. Desde el momento en que 
se pronuncia, el incapaz (juetia declarado incapacitado; to· 
do acto qué hace e~ nulo, y para oLtener su anulación, le 
basta probar que se ha celebrado posteriortuente á la inter· 

dicción. 
El sistema del código también garantiza mejor los inte 

reses de los terceros, y por consiguiellte, el illterés general. 
Si los enagenados no estuviesen incapacitat'!os, los terceros 
que se hallan en el caso de tratar' con ellos ignorarían á 
menudo la eufermedad de que estátl afectados, porque la 
~nagenación mental no se manifiesta siempre por signos 
exteriores, y muy á 1l1eoutio es dificil comproLarla; los 
terceros podrían, pues, ser inducidos en error. Mientras 
que la interdicción es notoria, la instrucción púuliea 'Iue 
precede al fallo la da á conocer, y además, el fallo debe 
hacerse público. En este sentido, la sociedad está interesa-
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da en que los enagenaclns queden declarados incapaces. La 
sociedad tiCllO aÚll otros intereses. Deu" protección ú los 
incaflaces :¡ no hay incapacidad Illás dulorosa r¡ue la del de· 
mente, ¡¡fedado de una euf8rll1edad que lo priva de la ra­
ZÚ;¡ ~in la cual un lWt1lLl'o ~'a DO es un hornbre. Esta ell­

fennedad uxio'u p;(rtil~Lllares a~dnci(lIle~, urJa secuestración 
[lJns Ó rIlf::I,O's ¡aré;a, Eu e.stl) hay un riesgo para el uerecho 
wits prcci",o del ÍLll1ure, la liLertad. ¿Si el0stado montal 
del eU8genadu no e~tl]vil~.3U comprouado pOi' una instruc,· 
CiÓd jod¡eial, flP p',dl'iu. a!Jus¡1t'S!~ di~ la éufel'medad de una 
perSOlJél para secue;tr~'rl;¡ C"1l p] pretextu lh demencia, 6 
para HJ~lilLenl'r b s¡~eüe:-\trac.ión :-tU;l de.-.;puéb l!tl eurada la 
enfr,'Tmed<.Hl'! 1./1 eX¡)(~t'it'.ll~l\·i;L uruelJ 1 dt"s~['ada,farn(mte que 

, I l-, 

tl.L·S tetn"l'es I1U son Vi1ílOS. ILly, adcIlIa::'!, otro illtt~ré:; so­

ela! en ~tJ.us(!. Cuaudo el en:l!)' t1ildIJ !'S UU loco furioso, 

rUL'dt~ 1:(Jrur~romchr la St'g'lrj"d,td, y aun la 'v'ida ÜiJ bs per­
Sullas ('ull qui:"me.-; \'¡Y~', l'LlI--!d,_~ turlJar la tranquilidacJ puLlica. 
¿Di~ (lUI'~ ,llO.Lj ;se pUCLII)11 prt;y"uÍl' l de:; eXI~eSl)s'? No h':lY de­
lilo, sUl1uesto que ti dcn¡;)I¡tl~ lj(¡ es ('al~;¡z de (~Ifmet~l' deli· 
tu:.:; Sll le de1J8 POlli'!' e-il Ull lllilIÜl',¡I11!O ~: 110 ca una cúrcel. 

¿Qui¡'re Llt~L~ir cslo qn¡~ lo:.; (:l~meille.s lId puudL:¡¡ ser 
eolocadp::--; en Utl h~ ':-,pitJ.l Ú Gil U[l,t (~a~a de s:dud, sino 
ell Vil tu:i de Ull rallO l.¡lIU prouullcie L ¡nLurdicciún? Bajo 
el imp,-~ri(J dd código civil, así eri!, En este ~entiJ,) es co­
m, el ~I'l. 4SQ d',e1ara un túnuill"" irllperativos, que el 
ll,al'0l' ,!UU "0 :¡alla el! un esta,lo habitu,,J de imbecilidad, 
de ,j"lllt:ncia Ó de furor debe sel' declal'ado incapaz. 
El! Fr<llwia, Ulla ley tI" :30 d,) ,] uniu de 1838 ha au­
toriz:ulo h ~:olo,_'D.~iú[l dd lo,) ünagi]lla.Jos en uua casa de 
salud, ":d 'ltW ,1"lJ" l'I:1~lIfri,s() Ú j"s f"rmalidades dilatadas 
y disj,eudios;¡s de ¡a interdicdun y sin (lile se hag" púlJlica 
una enfermedad que las familias trillan de oenltal'. El¡ Bél-

P. Je D. TOMO v.-4:} 
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gica, hay uua ley anál0ga, de 18 de .Jlmio Ii" 18;;0. EBtas 
leyes casi han hectln inütil la in'e¡'ii,'ciÓl. e 'mn S"" c,nl 
cernientes tí la capacidl1.tl dn los 8n;]go~1:ldo:3, ex~)~\!!:h',~:no5 

sus principios, á continlli\¡',iún ,hl Litillo 'JUI1 Hl ,'Ó ligO con 
sagra á las personas 8u,;gen:ula:;, Ú l'Js t)o!¡;'üS d;~ ~:j¡iÍl'itu)' 

á los pródigos. 
248. La interdici,ión rs de Ql',len ]lliiJ:i,'o, IIO¡' m l.' de un 

titulo. Ella priva del cjer<lidl) d" sns ,101'"",[1', al tlllj"c¡r á 

quien la le::, declara eil¡>IIZ :1" t'I!lO, L,s aet 1; ,1, 1 \ vida ei· 
vil, y permite al mismü tiempo ['r¡v,l,.\" d, su lilullal!. 
Esto equivale tí dedl' qnl~ :n. itltcr:lil~l:ió:l n·) Pll91e snr oh 
jeto de una convención, do una tl'ansCl",.iÓ:l ,'u;'¡ju¡OI'i1. ¡Se 
ha hallado un hombee qUG ¡'()C<lIl'li~ié111 'S,) inCUll. ¡j'l a 1-

ministL'ar sus hienes dedaró 'TU8 ,,'ella esta aimin'stración 
á su mujer, ag¡'cglln,\c¡ que la cesión equivalía ;1 una ve,'­
dadera interdicción jUilieial, y 'lile 1;11 eO:1SiI 'thmeia, se s''· 
melia á lahomologaci,"o ,id t!'iLU'l ,1. Y ImllO ni1 tl'ilmnal 
que homologó esto singular CdnV"ilio. l\I"l'iLI .Id proveyó 
8n casación por interés d e la lo '/, Y la "<1l't,l ,'aSi\ 01 fallo de 
homo~ogación, como que violaba el arto 6 d·¡ ",)digo Na· 
poleón, que prohihe d"rogar por e,nlve,)r,io¡¡,'s ¡Iu,ticula"ll:l 

las leyes que interesan al Ol'den l"illJj"Il. ¿A'~lls,) te! estado 
de los particulares, diell Mfll'lin, depefll!o dd su v,Jllnlarl'¡ 
¿Está en el poder de una I'cr601¡a ¡¡¡"Fr, (¡Ud ¡.;;¡za d" tod )5 

sus derechos, renunciar á su eapaci:ln.d y decir: quierq ::,8I' 

incapaz? Nó: el estarlo y la capaeila'! ,je los cinu"l,mlls no 
están sometidos sino Ú la ley; elh sob pu,d" privlll'los de 
ellos, ella sola puellfJ d'ltlll'minar las rcanstB 'fue ¡"S han 
hecho incurrir en la priv:ieión, y l:'St:t~ e;lUS~lS (rU¡el'(~ ella 
que los jueces las veri!i¡uen c'lln t'nta I'xlctitlld corno S,)­

lemnidad; antes de usa,' del t!'miIJle dIJI'",:1¡ l '1118 ella lJS 
confiere» (1). ¿Debú inferirse, como jlerllll lo [I:lee, 'Iue 

1 Sentencia do c,t::-adó:¡, 'i ... ) 7 lh~ Sv,ptü',wJr::. tlU 1~d3 (D.lluz, en 
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nadie pnedc pedir su I'rnpia inlerlliceión? J\[ás adelante 
ex:'miUi1I'PnJos C:'sta l'\H'stióll ! nÚIll. 2;-)9,1. 

lld I'riu"i¡lio de t¡nl1 la i"tr·t·dic,'ióll f).' de orden público, 
S2 <iglH~ fjtW r1l) p~ledu h;thul' P!: e~st.a Illat+:!ria ni consenti·· 
mif'llto ni d(~~i~ti\Ilit~Ltn. L:t Ivrsor18. Cll\Cl illterdicción se 
di;ig(![]cia \'LJ;i::Ú'!,t;.~ f'Il Pi [dIo y Sr' dt~si~tD t!u la apelación 
qu" h"llÍ:t illlt·rl,ll,,,t,,. Eol',s ul"s oelrl uulos; eu erecto, 
hal'f'll jotel'yc';il' 13. voit::,L\(i deJ ltOtl1hn~ Pll una materia en 
que I'S ÍllO¡iI,¡,;\::tl', f'S[;J:l:!O rfl,L;'¡')(!:; ~:l ~'.3tado y la eapaci,dad 
[lUr h lt~~' } ::!l IlnI' la yn!U!ltad (!u lnsindividuos. En vaoose 
ol'i"t" 'ilW ''s 1"'m,j,il,I"", (jlJl'I I'U)':)' Ílllenlieciúll se ha 
pl'O<:Ulll'i,,¡J,), UD hnllu!at' Dl'e!:h,i,jn, y lfn8 si puede con· 
sentir liicil':IllCIlli', <l,·h: tatll!,iúll llol'mitirsule el consonti-• 
rnif'l!lO (·':xnn':'o v (;] dp."i:-3tirnü-'¡¡to diJ la l1eL~ión. La corte de , , 
D¡'U:li l'OIltt':..:ta qun L'llalld:l b. pC!'S(;:la i(jl'~lpacitada no in ... 
terpOI'" "¡,,,]a,·j'·)[I, el 1'0'10 ':criv~~ Sil l'nerz:', no del asenti­
mi!~llt¡) tikito dd í:~I·arq(·itil,l(), sino d¡~ la potestad do la ley 
que ~lOI' e(i!l~id,'r;JI'i(Jn do inten:' . .; general, imprime el earúc· 
ter dt~ ('o:~a jl.lzi-\,ada j' h pru:-il111L'iúIl de verdad á las uecisio­
neo judi"jale, de-'i,u,js .Id la cs¡,ira"ióll de los plazos que 
ella C()Il{'f)de paya il!a·'<lrllJs. Otra cos~ son el cunscntirnien­
tó formal y el d,,,i,tilll;"¡llc. de 1" 1l¡'Ciación, que imponen 
uoa reJlllil"i" al dere"!101"8 rl in""I'"jJ,itad.) ticue ue hacer 
refill'mar el fallo. _\'I"i dd,,) "1'!;""]["" el principio de que 
siendo 01 f'st:lIh t!u las 1"'r',O!l::s de "",Ien púLlico, no [me· 
de ser cLjetlJ de UI'a rcnnllcia I ualr¡uina (1). 

b l¡,~~,\lq:~ ',rd', el",'I, n;'¡:::. ::1 :1. :\~\. " ni ¡)(}",'c'ri··'. \:1 l:l ,l,;tl:dl;,:t 
},/"I"li,'/fJ, ,!". , r. :":-.-'. :., .-,7 . ..:\.." \:.. . p:-, d.· U]',II'" /./jI)i!I'(), YC<I. 

,:-\¡' 4'\ r i : t:!", ~ , t' ( :' ~ : 1: ¡ , '1: . : : ;; " .. :-);;. 

1 ; )111,. :. ~; 1: ji (',' ',;". :\' l ;:;-:, ': ,j". ,'.. J ,:j!) :!, 101). \'i~ ¡f;t~ ('IL 
(.] p,i·, 1:<\ ~,,!,' ;do ",;',I\", \. ~~ "', ~ ~" . ;-:: 1 y nl)ta 11; C:lill\\Ta'l foiO­

lJ:"~ (';,; :'i, /,' .".' 1 1 .' 1" ";,11' • ,,:::¡[: !!: :1 tI). t'(W~,t¡,j!! ;;01:'; f/uata 
y ;;,::;11):,. \ ('111·(' ('11 'IHlj,I!, "":I:r:li¡", ',,'111('111\::1'; lit' Bllnleu:-;l (10 

:; (~e Jnlill d, lS:.!!l (J);¡j:uz. 111 la ll:da))l':l ,it:.)I .• ~t¡l/I.il:i¡{o, uúm 15), y do 
Lieji.l, ue :!O de Enero Üé 1851 (l'a8icriúü, lSfJl, 2, 51). 
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Por las mismas razones debe decidirse que el actor 
no puede desistirsc de su accióu. Como dijo la corte de 
Nancy, la demanda de interdicción interesa eSéncialmen­
te al ordeu púhlico; no se 'n lenta únic,mente por el 
interés del demarlllado, sino también por ioteré, de a1uél 
cuya inter.li,~eión se tramita; por lo tanto el ']oredlO y el 
deber de los rnagistrado~ es veri!ir'ar h situación '¡lJe 
se les ha sometido para arregladl eonforme ft los diversos 
iutereses que ella suscita ll). Sin do"irlo so comprende 
que el aclor puede volv,'" :.\ promovrlr la instan oh ti 

pesar de su desistimient0 ('¿), Pero nos ¡r:ll'!'r"" difHl que 
la corte siga conociendo, después quo S8 ha desistid" el 
actor. El desistimiento vale por lo merlO" tánto r'oolO 
la renuncia al prncerlimiento, y por lo tanto 1" "IJ' L') deia 
de conocer; ella proceded", pues, (le, olicio y sin qn·, haya 
demanriante en la can~a. La llulidall del d"s¡~LLni.""t.1 nc¡ 
puede tener pOlo efeeLo dejal' al ,,,,tor 811l!','il:\,lu á n 1'8"11' 
en ellitigi r), Sin embargo, la cOI'te de c1:n\~ión ha l:!'onuu· 
ciado lIua sentenci" en est" sentido. Un 1'<\110 p~'o"'"H,ió ,,1 
desembargo de un:). intel'dil~ción, c,)l/\cando al illt~d¡laeilado 
bajo cnns{~jo jurlicia!. El tutor formó "posici6n y en "~gui­
da se desisti/J de la oposieión pot' aeta notariada; el tuto'l' 
fué destituido, y el pl"it" continuó. Una senténda d,) la 
corte de París mantuvo la int'lrdi,,,,ión, A nueva dmnanlla 
la corté de casación decidió I¡oe el cons'JIltimient,) del tutor 
era nulo, y no podía impedir la investigación del juez (3). 

SECCION Il.-De las Ca1¿sas de la interdicción, 

249. Según los términos riel art. 489, «el mayor que 
se halla en un estado habitual de imbecilidad, demencia ó 

1 Nallny, 15 (h~ .Junio ÜO 18G;w, ;D:llloz, 1F65,:!, 14~). 
2 Lyou, 14 dt\ Julio 11u 18;;.:~ 1,l),!l)¡¡Z, 185-~. ~,:U). 
3 Ser.tellcia de lll'lwgaüa apebJióB, tle 1..1 110 .raBio de 18·12 (l)a_ 

lloz, en la palabra. inte~diccióJl, núm. 24:1, 1~), 
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furor, de he ser dee.lararlo inDapn, aun mando dicho es" 

tHdo presento inlp!'valus lúddos.)) 111 Ol",,<lO:" rld Tribunado 
ha. dadn la duE[Ji¡~ió¡¡ Ur} e:-;tos divej'~ds gradu3 I.k e:l:tg:m 1-

C:tÍll montal. ceLa imb".-ili.l:lIl, di,,-) T"crible, es una debi­
lirhol dc espil'itu eaus:\l1a I,or la aUSClle¡.l Ó pi olvi,lo paula 
tillO de la~, ideas. La delll 'n(~ia (O" una enagl3nadón que 
quila al a,~,,;delll:liln re! uso dil SIl r:lzriu. El fu!'''!' no es más 
ql1:~ Dilil, detntlrJcia J!l~V,HIa (l [lito gl'ad!), fJue impulsa al fu­
r¡o~,o Ú rni)vim:(~!lt ',s r\(~Jig]'o.;;()..; par:t d j.' para los dC!DriS)) (1). 
Sn 11a :~l'itkado ns!a (~ia .. ¡{i(~;vi,'¡¡1 por no estar en arrnonía 
LÜt1 b cicucía médíel ,~2~. E:¡ la clle.sli")Il (!U~ por el Ino­

rnf'nll) esL!¡no . ., examill;1';ILJ, las distilll_'ion8:'\ que hace la 
rn;'ILI~illa no tie\H~n Ilill '.'111] ~ j'np,H'trlet:1. Que lnya tres Ó 

ru;¡tr,) gé1lHrnS do hl~lll'a, qtW su 1;,s tbn los uonlllr(~s oc 
a¡ueill,{,~iún, do rnania, do n1ofu,¡na¡li:l, PO\~o impOl'til; d 
prÍII"ip;o asenlad" !,nr el al't. 4t:m !lO Sil m():liti,~a por 

los Ilro:.rrC~()S du la eil~nl'i;t E~tD 1)['i[)L~it)io (~:; ([ue la pnaJ!I~· 
I '-' • ,J 

no,:'ión [lj(~ntal PS h cau~a p'lr la enal :.-.n prnnlH1l'ia la inter-
d: '.<UIl. De:,dc d !!Jument') "11 (IllC tw.y ürljJgena\~ió[l men­
td .)' (-m que tal e~tD.d,) Coi lwl¡iturtl, el e¡¡agena ~u debe ser 
d( .. :~I:lra.t:1 i!l:'ap:lz. ¿en,lrJ.lo hay PLll.,:;ell;!e!Óli mental! En 
cct" !:Ulltu "s indudable que 1 ·s l!'iblwales '¡"bcn escuchar 
1í la m~dil~jna. l\I 18 ;¡dcLntl~ direlllos que nl{:didas prescri­
be la lpy para a:;egllrarsf~ de (fnt~ la ¡¡cl'SI)na ruY,l inferdic .. 
CiéJll se tramit;¡, ()stá re:<1'"e::t" "I",dada ,h Ull<!,clll'enneuad 
mniltal. La di[i 'nll<l'l es :i :rwnudo muy S"ande, sobre to­
do eua,,,I,, se trilta de la jrnlw."ilidacl. L·\ del,iliJad de es­
píritu tirellO infillilos grados; ¿('Uúlldo Il":;l Ilasta la imbeci· 
lidad? Esla es una cuestión de [l8dlO, SI) dieo. Sin dnda 
que si, pero la [e,y represaala tambien un papel en el de­
bate. Ella quiere, antes que to·lo, '1ue Ilaya enagenación 

1 T:\rr¡uh~, di,';c:lr:.;o_,"" nÚill.'Í: (L/)~~r(\ t. ;Y" p. JSG). 
2 Demulolllue, t. 8°, p. 306, uúm. J:!O. 



DE LAS PER!ONAf 

mental, es decir un estado de enferlnedad que afecte la 
inteligencia y que no permita al enfermo golJernar su persuoa 
y sus bienes. Hay en esto un gran riesgo, y es '1 ne vayan 
á confundirse los defectos de índole con la alteracióu ó la 
ausencia de facultades intelectudles. La, decisiones jndicia. 
les, en esta materia, no pueden invocarse como precancin. 
nes, dependiendo todo de los caráeteres partkulares de la 
enfermedad en cada O1SO. 

Citaremos un caso en el cual du(hmos que los trilJunales 
hayan htcho ulla aplicación justa de la ley. Un hombre que 
gozaba de una fortuna considerable fué sucesivamente de­
clarado incapaz, en seguido. puesto bajo con cjo judicial, y 
después incapacitado de nuevo. La corte de Rcnnes, que 
pronunció la interdiceión defini tiva, invocó los hec·hos si­
guientes para motivar esta grave decisión. El deman,iado, 
dijo ella, está afectado de una debilidad oe espíritu tal, que 
lo hace incafl1lz de voluntad libre 'lue le sea propia, y de 
gobernarse á sí mismo. E,tE es perfectamente el carácter 
que debe tener la enfermedad mental para que motive la iu­
terdicción. ¿Pero las pruebas que la corte alega son tan de­
cisivas como la conclusión que deduce de ellas? «El deman 
dado se deja absoluta y ciegamente dominar por las perso· 
nas que viven con él; está á discreción de sus criados, de 
quienes no salJe hacerse respetar; ordinariamente no bus· 
ca para su servicio más que muchachas corrompidas en sus 
costumbres; casi no tiene autorid~d en el castillo que ha· 
bita; sus facultades intelectuales están dé tal manera ener· 
vadas que no es accesible á ningún selJtimiento honorable.» 
Estos son signos ,le llna degradación moral más que de una 
debilidad intelectual. Se sacó á. luz la correspondencia del 
demandado, que atestiguaba que este hombre tan decaído 
moralmente comprendía perfectamente sus intereses. ¿Pue-
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dA llamarse e,tA envilecimiento un I1starl" de imbecili,lad? 
No lo I'repmns ¡1!. 

E~to !lO flllit1re dilrir fIJ"j ¡,:ha rxi gir~w que la irnherili­
(Lrd llegue hasta el idiotismo para qlle la interrli~l,ion pueda 
proliunciarse. L:t CUl'ts ,le G:rnt,; ha fallado que el illrlivi· 
duo <,uyo e,piritu ," halla ll"lritualmente en tal estarlo de 
dei,ilida,l que, sin Lal¡pl" penl"lo por completo la razón, no 
pur,de dirigir su rcrsnna ni SIlS Llienes, nehe S81' ,leclar"do 
incapaz, como que se halla "11 un estadr) habitual de irnbe· 
cilirla,1 (2:. Esh rt'soluc:ón <,sJú 1m arllloni~ eon las ensa­
ünoz;:¡s do la ciencia. ES(lllirol d;~tingll(~ ;í los idiotas y ú 

los imbé,'i1es. La ol'ganización ,le lo, idiotas es itwoml'lpta, 
sus sentirlos e,titn n penas hos'p18jarloo, b sensil,ilid,,,!, la 
memoria, la ate'.Dción S(ln 'lulas ú casi nulas. Mientras que 
los imiJé"iles tienen facultarles, si,,,It.m, piensan, pero per· 
nlanecen SiAtn)lre Iliüns; si no e~tún dirigidos en la gestión 

de sus llegocios son vktimas de su incapacida,1. Esta es 
precisatlle¡,te la ra~rin pr,r la ,"¡ut) ha.y (jue discernirles un 
tutor como si fUE'sen nif'i'>s (~3t 

¡,Los sordo nl11dos P.",túu e()mpr¡~nrlidos en la categoría 

dc los iml,écil"s? E-la "5 \lila "uesliúrt de hedlO que los 
tribuoalfJs (:eIH~r;úJ n~.;o! ver, en rada l'LtSO, según las cir­
cunstancias do la cansa. Se h,¡ f"lhrlo que un sordo-mudo, 
aunquo onalfaLóticr¡, !lO dehía ser irwapaeitado, porque 
siemlrre hal,Íc\ dado pruehas de iuteiigencia; el inforlunado 
pidió él mismo, ú diligencias de interdicción dirigidas en 
su contra, que le nomhrasell un cousejo judicial; la corte 

1 S¡-·lltt·Il(',i¡¡ 11,1 ~~(·il:H'.c.;. ;;,' ;"; (:~ •. \~·(i<U d(: l,s;n, :lJ,~Jtt(,lIid;1 {lDI' 

Hll,~ :-::'lllt-¡;\:ia dt, (~(·::t·:',:l:l > ;,j.~< :j~ll, dt~ GIL· Dic¡I_'.nu:'u (1\\ l~;a 
(U .. ¡l\,Z, {'n la p;t!;li,r,¡ jll,'e!',.'!:""()!', jI'''I,,\. ~7. 1)'-'1 

:! (;;¡:'~(', ~'i <I(~ 1:\'ÍJj'('I'lJ ¡:', :~:.-;~j \/',:-;"i'I.'.;i,L ¡'S.J,~,~. ~H) . 
• ) E~lji¡\,:·,.I, ni' 111'; ('I:(,'f'IIt:''¡II,/('~ IIU'I,tdk~. t. :!", ('aj!. 11. Ve'IS.', eH (,1 

Jlli:, ,:\() H':;! idq HI¡;l :-.:,' ¡¡(l'llcia de .D1'l1.~v)¡¡~. do . ..:: de !JH,;icmul'c ¡le 
18-18 ([>((;Sié'¡"Ú;/((, ltliO, :!, (1)l. ' 
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admitió la demanda (1). Merced á la admirable educacióu 
que se les da, los sordo-mudos muy presto !la formaráu 
ya una clase separada en la sociedad, y se les aplicarán los 
principios de derecho común. 

Se ha preguntado si la embriaguez, cuando se ha vuelto 
habitual, es una causa de int"rdicuión. La corte de Rouen 
ha fallado perfectamente bien que por tI,do el tiempo que 

el borracho conserve el uso de su razOn, cuaud" no se ha· 
lla en estado de embiíaguez, no hay motivos para ircapa· 
citarlo; la e.nbriaguez puede condu"ir á la locura, [wro no 
es una locura. Esto no imf'edil'á al horracho que pida la nn· 
lidad de los actos 'lue hoya celeurado en e.itado de eml,riu­
guez; pero deuArá prolJar, por apliuación del del'eclJO co­
mún, qoe llevó á cauo el acto cuando estaba borracho, y 
que era talla embriaguez, que lo privaba del uso de la ra­
zón (2), 

La demencia propiamente dieha está más caracteriz'¡da que 
la pobreza de las facul.tades int,'iectilales; hay "nt()n,~es desa­
rreglo, alteracióll de la inteligtmeia. Apellas es ne',es~ri() de 
cir que dicha alteración delJe existir ell 81 momento en que 
se promueve la interdicción. No lo diríamos si no se hol,ie 
se llevado la cuestión ante los tl·il'umc!es. ¿Qué imp"rta que 
una persona haya estaao e[jagenada, si ya no lo e,ta? La lo 
cura puede cnrarSB, y con la curación la misma iutBrdicdón 
cesaría si se hnuiese pronunciado; con major razón no hay 
lugar á pronuuciarla cuando ha desaparecido la enfermedad 
mental (3). 

21)0. No basta que haya enagenación, se necesita que 
este estado sea habitual. El oradol· Jel gubierno va á ue· 
cimas lo que debe entendérse por ésto. «A nadie se le 

1 L,vOll, 14 de Enero tl\~ J81:] (D .. dloz, eH la palabra i/l/aúicc;r;w 
núm. 26), y d(1 l{ouen. 18 do Jla,Yo d(~ ]~-l-2, (D.I.uz, ibid). 

2 HOllell, 18 ele Eneru do lH6¡\ (D¡tlloz, 186':',2,226). 
3 Bl"llsQlas, 28 (le Diciembre <le 1826 (Pasicrisia, 18~6, p. 339. 
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orurrirá nnri,lir por arto, "isiarlns '11lP- un homhre ha pero 
dido pI seldido y b razón: e, tal h trist" condición de la 
humanidad, que el má, ('ucnlo no está exento de errores. 
Pero cuando la razón ya no es má, 'lue un ar:,:idente en la 
vida del hombre, mando no se deja n"tar sino de cuando 
en ruando, mientraS que las palabras I las acciones cuoti­
<lianas SO!l lns de un insensato, puede decirse que tal esta· 
do es hallitual de demencia, y entonces es llegado el caso 
de la imterdicción.» Así es fine puedR hlber demencia sin 
que haIa lugar á interdicción. Esto e'¡uivale {¡ decir que exis· 
te una rlelllenl'Ía legal, diferente de la demencia de h6cho. 
Uni"amente la demencia legal es la que el legislador too 
rna en cuenta f'n el título de la interdicción. Mas adelan· 
te veremos Ulla consecuencia Je este p,i ndpio, pero impor­
ta hacerlo constar. Uu' persona experimenta una conmoción 
cerebral que la priva por completo del us\ de sus fa~ulta· 

des intelectuales; esta ellfel'flled;:d dura algunas semanas. 
¿E, é,te el e,ta,lo IHbitual de dWlwllcia rrnc el código ci· 
vil exigA para que bd'j'(l lugar á inl+-'!'dil'eión? Nó; una én· 
fel'flIf'.dad de tres me.ws nn es una ,'ausa de iutnl'di~dón, di· 
ce·· uy Idell la curt" de P"u \1 •. 

¿S~ 1I'>I"'5it" t¡Uf' ,,[ Ldl, de,·lar'> 11Uil "quél cuya inter­
d'l'j'ió!l ~e tI;1 1'1',,; UIl-'j·¡,i"t s!~ jlrtlh en UI] estado hflhítual 
.le ;, be,·di.¡:rd, 01" d .. [Jl··I,,·ia r'I de [ur ·r? La ¡-U,stlóll se h:¡ 
llrf's!~!Jt:;do d()~ Ve'~t'S ;Hite la l~dl'te de ¡'aséleió-l. Ella ha re~ 
bu··lt.) irJIpii:'it"m"lIte '1"liJ el IwdlO riel estado /\abitltal 
dl~ l~nag>'n,1dólI del)!:! r'c,lIltal' d~l ¡nido, perol qlle 110 se 
rH>~(;sita¡la ded-¡r;l,l·iÓ ¡ I'X,dBsa;\ pst'-1 re~pe,~to, '1U¡~ hastaba 

que e,tu resulta'" ·U '-UilJLluto de la decisióll. Como la 

1 P¡IlI, 1:{ tk !':I:: "., d.· iS:_):; \D;l':;):~. en b p,ll:lhr:1 ¡nfadj('ción, 
I!Íldl. :!'j, :t'~). C".'11I'1 " ~ '¡'lill'II',:.! pi'.ldi;I!. :lfl .. Xll[ (D,lilul, ¡bid, 
lIÚlll. ü5, l'.'),;y Ik::'i\lil,;¡('lI , -± pluvius._!, ,¡üu Xll1 (D:dloz, ¡bid, llÍlUH'_ 

ro :!4, 4'.'). 
P. de D. TOMO v.-44 
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enagen~ción por sí sola no es una cansa .. lA inl.erllicción, 
como hay una enagena¡'ión l .. gol, f1atul'alll¡e"tl1 '" "e'"sila 
que el fallo haga constar qlle exi,te di,'!la f'lIag,J(la'\1I11l 
mental. Pero como la lej' no exige uoa IIlt'.rll~iÓII f~X.'¡·t~..:a, 

la aplicación del principio se vnelvlJ Ulla 'Jlw,ti, '11 dLJ al're' 
ciación, En uno de los casos jnzg,lIl"s pOI' la "orle, no ha­
bla la menor duda: la resolucil)n decía que el em Ulcipadn, 
aunque no en un estado constante de enag,'na ,ió", 1""' lo 
menos habl:tualmente era v¡'ctima de desórdenes intelec, 
tuales, que no le dejaban el lil,,'e é íntegrd LB\} de Sil razóll 
y aún lo arrastraban en dertas ocasi ,nes y 1m "iertos illtel" 
valos, a vehemencias que llegaban hasta la vi"lewia y el 
furor (1), El otfO caso era mús du,loso, E,taha comprohado 
en la sentencia atacada que el illcapadtaolo se 11alla!ul1lllln 
estado de demellllia que 1" hada incapaz pal'a gob"rnal' "1 

persona y sus bienes; d~ aquí, di,'e la I\orté de cas,,'ióIl, re 
sulta virtual y necesariamente flile h ,l'lInencia era el esb,lo 
habitual de la persona illcapa"itaola ,2 i, 

El art. 489 agrega que si la enagü',ació" es un e,ta'¡o 
habitual, el enagena,lo debe ser illcapa"it",¡", aun cuando 
dicho estado presente intervalos lúeidos, D"caurl'oy dke 
muy bien que preiÍsamente cuando hay illtm'val,,; lúcidos 
es cuando la interdicción S8 bace necesaria :3: CU:1'i';O la , ' 

enagenación es continua, sin intermitellL'Ía, se ha,'c pOI' es, 
to mismo notoria; desde ese llloment" es irnf1osil,Je 'lile el 
enagenado ejecute actos que le dilf¡I!n; ahora biell, ",te es el 
principal objeto de la intel'lJiccióll: sierlllo clal'a la irlC31',,,,idall 
del enagellado en todos los instantes de su viola, I:udi" tl'a­
tarácon él, y si ejercitase algún acto jurídico, se lÍa muy filoJil 

1 Sll!ltl~,¡¡:)i:\ de l1eIwgatL¡, ,ll)(:l!,ICióll, dt1 :> dLJ .\;.;o~tiJ ele 1,-;6-1: (l);]_ 
lloz, 1,fi5, 1, 8i) 

2 S,mtt>ncia. lh~ ll(·,Ilt'gad'l tlpulallhSII, tle:..n (1u XO\'i(~~nh¡:e de lS4S 
(Dalloz, 1848, 1, 2:!ü), ' 

3 Ducaurroy, Comentario, t. 1°, p. filO, núm. 712. Dnr"i.Hton, to_ 
mo 3~, p, 669, núm: 715, 
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nbtpner su annlacióll. No sU'~8de 1,) mismo si el cnagenado 
ti(~r:t' i! t.·I'v,dll:-\ lLwi¡10.";. E~l L~:-:tus 11lterva\'\s, PS cílpaz de 
,,]n'ó:1', V en I.l'iuei¡¡ill 01 ;tdo ll'\Jt: (il',~{:'lJt;:sc; du!J;~l'ía sur tan 

J ., . 

yúi¡ 'tI l.~O:;!11 o: ¡;u tildo .'lla~·(jl', l\~],.l de ~quí Il:ll~81 í,Ul gran-

dl~S ,J'li('ll~L;l:::!,'; y d¡,"::luLas (t(~(~l';~:l tlt') l:u~lt'i du :;aLer si el 
t'l::-{)I~Il;id" ~I'! h;di;¡jl;L I't] Ull i¡¡f,.~I'YaLl lú,.'ldo. Ahora Li8n, 
11;:<1<\. Lb 1l1,'\S :!Ii'll'ti ('1.:111) ('.-;Ldd,··c(~:· I~i ~:í'l'lhdeI") c~tado mo­
rol C\>, nIl ¡~il;!'':t'u:d¡) I'U llIl m()tli(~ilto tL.lo, LW'fro habría 

',! o 
sw'c,li,:o, y (';bi tw(,,'.s'I¡i~~lll}litf~, tJlw dt!., tos al'tos perjudi-
cia!e~ :11 ('l"];I¡..:e¡¡adu l:U!¡¡(:~;~il sid'l ln;t11tt-:l:idos; 1111 solo mo­

dio ha!d~l de r,'sguardar 5th illtel\~S,~:;, "J' é5t!,~ era priv8rlo 
del ciel'l'iL~io d(~ ~m; deredlUs .tún d!~l'ant0 lus iutcl'valos lú· 
. , 

Cl!lOS. 

2;jJ. Cuando ~G fP1lIH'n rstas dos condiciones, el cnage· 
nado, di'·H d al'L liSa, d,~h . .-, s{~r di~f3:·!l'<ldo incar':-!z, ¿En qué 
sp¡¡lidn es o',¡:i,r;,j,¡¡':,; h inLr;[:",;¡c'H,'! C\líl"ldo el enaoO"(>uado .' 
se halla en Ull (:d'i!~q llalJitual de flli'Or, d nrdtlu público 
exi¡.!i\ q¡Je s<,a s"nl8lraru; p r esl', "5 ClUO h ley, utllJl ca­
so, ¡m,l' IlH d 1i1iIJi.:t,.,:·:u pú!)¡i(~I) l'¡ d!~¡Jur dI.} prOVdC;tr la in· 
terdiel"ión. ;.1'",. '¡[J"'! A lin dc ,"Olll~ilíar h lil",rtat! iutlivi' 
duall'on el ilJtdn'~~; s lL'i,-d, Si ll!li(';:;n'.~nto hay df~nleIlda Ó 

irnbr-wilid<-ld, la ;!I'ei(J1l d¡\l minislr'rio Ilúl¡licD "j'a no es oLli .. 
gatoria (art. !191 ::; e[\t{)ll\'{-~~, pUt·du rany hien suceder, J' 
suee¡]c, que no se pr,tnl111l~¡r, la i[JV:rdiceióll. l!~st3, no sería 
nep,'saria, para arnl',1["tl'· la l,b""[,,,] d~l cnagenadn, ~ino 

cllando fu"re l't'cciw eol.l<'arlo en Ulla casa de s,¡]uu ó en 
un jl!"l'i"i'\. Si se r¡n",h eo el seoo de su familia, no hay 
necpsid:d alhl,!(]l;¡ de de 111'<\1'10 itH'anaz: únioallvmtc la fa~ , 
militl ,·sl" illl"r",a,h, y la ¡"y dt!jtl á l,)s parientcs que juz­
gUAIl ld¡J'f~"lPflte a '1'1,\'[1 d¡~ sus i!ltc'n'~cs. 

lIen)(j, r1i,·J¡" ,"Ú'Il. 2'17\ <¡II" ciPltas lAyes expclhIas cn 
FI'lllwia ~ .. pn D8I,;':¡(':1 f1p,rmit"1l co!(war Ú hs pnagonados en 
una casa de salud, sin (lue estén incapacitados. Desde la 
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publipaeión ne esas leyes, ya nC) es exacto rleeir 'lll~ el ena­
genarlo dehe ";JI' incapacita,l", y" 110 PXislO i"teré" social, 
la ley prnvee; la libertad individu"1 va 11" >'sti\ co,nprom"ti· 
da; la ley prnvee igJalmentll:i plh, ,'(l'nO mlÍ,; ad"lante lo 
verpmos, Podrla creerse 'lue la 'nis,o" ilttol'.!i,',ción se hacB 
inútil. Pero 'lueda siemnre el int"I'é, de la. hll1i1ia y rl io 
terés del flnageoad '; hay 'lne illlfw,lirle 'lile se arroio'l y 
arruine a 1 .. " suyos por los a"l."s qUA Plldiel'" "elebl'al' s: uo 
se le incapacitara, A~;, pues, pn el esta.jl) adllol ,1" IlUeslr" 
legisla .. ión, la interdieci'ill nn 'íen·, Ill~S nhjd .. 'lile ""lp'lra\' 
los intereses pHeuniari"s del Fin;;" ",,1, y dn SU" llarder s, 
Si el enagenado no tiene Lielles, la IIIlerdkciól1 0ill't','e de 
razón de ser, 

252, Hasta a'lu; hemos Sil puesto 'Tu" tnda per, ,lll ,¡,·be 
ó puede ser dedara'!a incapaz, El art. 489 dice: <El ma· 
yor que se halla en un est.a,l" hahitull dtl en~gt,nilció n 
mental debe ser dedarad" inr:apaz,» ¿Ha de inferir,;e ,!ue 
no hay lugar á pronunciar la iuterdieeión de los menores? 
Los autores ens811an generalmente qUfl el m"nor 110 deb,; 
ser incapacitado pero que puede serlo (1), Así se decde, ate 
niéndose á los términos dd art. 489, que p"reee ordenar 
la ¡ntel'dicción del mayor" Acabarnos d·, estable"el' 'pe aun 
bajo el imperio del código civil, la illterdi,,"¡ón no era obli, 
gatoria sino cua'ldo el enagenado se hallase en estado de fu 
rol', Ó si se quisiclra colocarlo en una casa de salud, es dedr, 
secuestrario, ¿Hay bajo este respecto una diferencia elltre 
el mayor y el IlIenor? Bajo el pUllto de vista de lus prinoi­
pios, es evidente que no la hay, ¿A~¡)50 el menor, si es 
loco furioso, no compromete el ord n público tantu como 
el mayor? Por lo t,lIJto ¿no debe ser secuestrado, y po.jrá 
serlo bajo el imperio del código, sin ¡uido de interJic-

1 Aul>ry y Rall. t. 1~, p. 511, Tiota 7, y los uutOl'OS 'lne allí í:'0 dtuTl; 
Dalloz, en la pa:aura i¡derdicciólI, t:úm. 19. 
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ción? Y si un menor enfermo de demencia fuese colo· 
,,"d., en una "a o" de salud, s~ n.,,'esitarLI aún un juicio, 
P"nlue su liberiad !"dri" estal' c"lllPI'''llllJll,la, ¿y acaso la 
liIJe:'I,,,d del Icell',r es m"n", sagrada 'lll~ la del mayor? 

Q leda Ulla dili !lltild ¡j" textil; ¿P"" 'lué la ley dice el 
lIW!JO!-? Al arl 489 0l'ondrplll"s el 1191, 'Iu,' se, sirve de 
la eX!lI'>J'iÓIl gen'"',, I de individuo; ahora bien, el art. 491 
es el 'l'l" de"ide la ':uesl.i,)n de iut"ré, sodal, la de saller 
euáudo d,,"e ti pllede el milli,te,'i,) !'úhlico [l,'ovdear la in­
lel',lj,','j¡'lfl. Rt)·ult\ d~ 10:-:' V'illliljO"'; preparatori!ls. que en el 
::1'1. 48!). (,1 it-'gi . ..,;a lor 8" In pl'~'JGu,Jado, S ,bl't~ t.-lijO, de 
los illlt're"e...; PtWU!ii,ll':O' ¡j .• la rH~!':-; lila fP](~ d·~b8 sei' deda.· 
rada ¡lIeap:'z, hal" est,; ¡lUlIl" d" v,sta, la illt8l'di"dOIl del 
menor p"dia parece,' ¡"ót:!, 3UI'U"sto '¡Ué e,t:II',[O b'jo tu 
lela y hajo patria f'olesl ,,1, es i"ea!,az de olmlr; sus inlere 
ses estan sufiolellternenle amparados jl"r los prillci~ios 'lue 
rige u la llJinoria. Dajo la illflu<mcia de p-,;tas I'r"o,~upa,'iones 
es por In que los autores del c,,>dig" 11" han ha[¡lado mús que 
de: mayor. No han pensadú ni e'l el i"terés so"ial ni on el 
illteiés de la libertad; si hay 'lue establecel' una diferencia 
enlre el rnen"r y el mayor, Laja el pu"!') de vista pecu­
piario, ciertamente que nll h,y nillguna en lo cllncerniente 
al orden público y á 1'1 libertad de lo, homlres. Luego 
hay que dec'ucir que el menor debe S81' incapa"itado en ca· 
so de furor, La jurisprudencia se halla en esté seutido (1), 
El menor debe todavía ser incapacitado si 511 familia quiere 
colocarlo. Con mayl)r razón puede serlo. La misma ley lo 
supone; el arl. 175 perlllite al lllt r y al curador 'lue for­
mulen oposi,'ión al m 'lrimoni,), fundándola en el estado 
de demencia '1el futuro cónvuge, : el oponente debe en es· 
le caso provocar la inter,licción (art. 17~). E,¡ la Exposi-

1 :\ft'tz, :JO ¡Jp Ag-ol-\to tlH 18~3 (D .1107" 1'11 la palahra interdicción, 
IIÚUL 19,1':'); Dijon, 24 de ALJril üe- 1531) (Dalloz, ibid, núm. 54) .. 
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ción de motivos rlel titulo de h Tlllela, se suoone i¡.:ual­
mente ,~ue el meuor lm.,de S'," de ,1,II'R.lo ill""paz (1); t,d es 
tambiéll la jUl'Ísl,rudencía (2

" 
Si el menor está ematl.,ipa­

do, n" h"y durla alguua que f'ue,le ser iu"af'a"ita,j,,; Ids 
autores y lus trilJUuales estan .le acuerdo en e,te I'unt .. 13). 

SECCIOlV 1Il.-Procedirn'iento. 

§ l ... _. QumN PUEDE PEDIB L,~ I;\TERDIGGION. 

2;53. No pue,ien pedir la intérdk"ión, sino las p"rsonas 
á quienes la ley ot.,rga el deredlO de ['r"vocada. Este prin­
cipio resulta de la 11llturaleza de la iuLerdic,·.ión, Esv\ es de 
orden público, supuesto qu~ tiende á ha"er in.,apaz al ma­
yor que es ÍIwapaz, ;\ el demente es menor, la interdicción 
agrava su iwapa,'idu,l, romo <n',S adebute 1" diremos; ella 
permite MIl lltdo:-; los l'¡-l:~"'~ jI)'lv;lr al ill0::pa(·.ila1i ,) de su li­
bertad. ErJ preeiso determinar quién tiene el derech ... de 
provocar medidas tan graves. La ley no podt'l autorir.ar ,,1 
primer recién venido á que pusiese en duda la !iLeJ'tad y la ca­
pacidad de las pers"nas, Por esto indica con escrúj.ulo quié­
nes son los que pueden proceder. 

Siguese de aqni que si provocase la interdir-cion nna 
persona que no tuvie~e derecho para ello, la demanda de­
beria repelerse por una ex"cp,'ión opue,ta por el demanda­
do, A.'abalIli's de decir que d.,hel'Ía serlo, pnrl¡ue se trata 
de Ulla excerwió!) que es de "rden I'UI,liro. R. jllez no ¡mo­
de pr"nunciar la interdicción oino cuando legalmente c"nu­
C~ ele dla; no tíene der,,,'hns para prnceder de "tici" en esta 
materia; luego si el ,,,·tor care,'iese de calidad, todo 1" '1uo 

1 Fln:tH~!',\', Fxp'l:-i,~iú:l .1.. TlI()ti\", .<.:, W'l1~i.~) ; LI'('.'(~. 1. T'. JI -t-7~). 
2 B!'Uí'W);I:~~ ¡'¡d,- l¡'i,~it'III¡'I'I' di> l:~rin (/'(I.~i('rl.,ia, I~';;'~,:!, 7; 1};'¡l~::I" 

en la P<lI,,1I:;1 11¡(/-'1'¡li!?,'j,í"l 11(1111 In, :.!"J, 

:) 1)t·\l\oIO~I·I;j', t.. ;';0 1'. ;)~j, llÍll1' ,t.j.~, ¡-','pfl'lll:il üe I~olllgel:', tk 
22 de Diciembro ue 186:J ,Dalluz, 186o, 5, 218). 
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hicie~e pI trihunhl ~erí~ ra,li.'alfllPoto nnlo. fA corte rle 

Bl11!'i~ .. LI~ lo 11(1 [dllad" a·í '1 nI! "u"'o IJ' l,:lbln, El ;Id"fOri .. 

gin ;Irio no PI';I IJari!'1 tt~, I,ur In jiU . t.).lo~ I!\s al'to..; r1,~ P"o­

('edinlipfllo ~ 1,:.; fdllus PtIlal.¡¡d(,s d,,1 t ¡¡lImal tP¡¡PI!I i!npli 

cito t-·¡ vie:o dt~ nulidad. En el ('[Irso dI-' la ill~talJ('ia illt.prvi. 

no un p:n'ienIH y l,n,lendló ro,.tinoar el pro,'psn. L:¡ corte 

re~;olvió que la illlel Vt~ndólI Ilo hadil m-IS ¡[n~ pieri'itars~ en 
Ulla a¡'j,iÓll p·pt-'xisl.t'lIto dt~ la quo forrn;,La un innidHflte, y 
que. pOI' e()lIsigllit~nü~, eaía eon la ae(~¡ón. nI) purlietlllo el 
i\leidA"te ;;uhsi,tir en donde ya no Ilay i'lstaoci" (1 l. 

254. «Todo ¡,arie' te p,: "dl1li,il,l" á I'rovo,,,,,·la interdic­
ciólI de su pal'iente» (aIt. 490" ¿PoOl' qué tn<lo pariente tie­

ne el derecho de prolllover? El orad"r .1,·1 Trihun~:!,) con­
testa ir la prpgunta: «Es .iu,t" dar ,1 los miembros de una 
familia los medios de que l'onserven b fortuna y la vi,la ú 

aquél de entre ellos que, por su (k;ol'ganizaci"n moral y 
física, PS1ü amer,azado d" l'erdel' una Y otra. Ellos tienen 
uu interés d:reeto y pers.nal en es La conservación, y ade­
más Una solidarid.ul de houra v de l'ari110 q(Hl ,I"be mere­
cerles toda cnnliallzaJJ í2¡. LI ¡"J' d;¡·!) ludu }Hu'icllte. lue­
go tamLién los hijos. Sé ha pretendid .. 'IIIt) los hijos no 
podían promov[jl la i Ilterdiceió:l de sus padres, p,rque la 
acción es injul'iosa. E,to es uu elTor. L" interdiecióo no es 
una injuria, sino una tutela, 'i por consiguiente, una pro 
te .... ióu '1ue la ley I'ouced" al que, habiendo petllido el uso 
de la n,zón, vudve á caer en la i"fanda. Los hijos e5táll 
más interesados que IllIien quiera qUA sea en impedir á sus 
padres que ej"cutell ados ,le locura, de que ellos mismos, 
infelices, se avergouzMían si recubrasen la salud oel cere-

1 Brnf.:.(·.1a~, 23 11(' 11\·ln~i'o 111\ lR57, (Pa_~ir:rj.<u!1. lR57, ~, 182). Com­
párc:.;,t'. Litj;~, ü tl,· Julio 111\ 1;'>,1;; (P¡¡SICI1810, 18H-, 2,6U). 

2 'I'arrible, Discursos1 núm. 4, (Lomé, t. 3?, p. 471). 
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bro. Asl pués, el derecho de los hijos está en armonla con 
su deber (1 l. 

El 2rt. 490 da á todo pal'iente el derecho de proc,'der, 
de lo que debe iuferirse que tal dereeh(} corresponde has­
ta al pariente menor ó incapacitildo. No e. neceserio 
decir que, en éste caso, este der~cho es ejercitado pOI' el 
tutor. La doctrina y la jurisprudencia están de acuerdo en 
este punto (2;. Podriase objetar que s-gú<J la opinión que 
hemos ensenado en el titulo de la Tutela., el tutor no tie­
ne el derecho de intentar todas las accioues que correspon· 
den al menor, derechos que le reconocen la mayor parte 
de los autores; pero la restricción que hemos admitido elln . 
cierne únicamente á las acciones relativas al estado del me· 
nor3). 

Aqul se trata, no del estado del menor, sino del estado 
de aquél cuya interdicción se provoca; ahora hien, la natu· 
raleza de dicha acción no la vUAl ve pers .nal al merlor, sino 
que se funda en un interés (Jecuniario; luego en este sen ti . 
do es una acción pel'unial'Í"; per 1, luismo, el tut·,1' tiene 
el derecho de intentarla. Pero h"I dud" a,'er('a del I'UII. 
to de saber si el tutor ,jebe ser "ulo'¡zado 1'01,,.1 c""s,~j,, dR 
familia para promover. Como el lexlo "O I"'pveH la tlifinl 
tad, hay que proceder P'T vía de ,,,,,,logía,. L·, 1,.)' exi~p 1, 
autf·rizat:ion del consejo I'ar" las ae"ioll'>s i",nobiliarias f¡Uf' 
corresponden al menor; lo que iJII plif'a 'luH é,(f. pued e i" tHll tal' 
las mobiliarias sin autr·riz'ción. Cierto '1ue las demandas 
de interdicción son más impl,rtalltes, tanto 1'01' su ubjeto 
como por su resultado, que un~ simple acción mob.li< "la, 

1 Merlíll, "R"pAr!orio," en la palabro '·IIIL",".!i,.cióII," [11'". IV 
núm. 4 (t. XV. 1'. 4(0). 

2 Auury y !tan t. 1, p. 512, nota 3,.r los Hntofl'R y s' IIh¡lJl'.ia~ f]11e 
allí w dt,lIl. Hay qlle ai1Htlil' Hila ~eIHCIlOii.t do Duaai, du:!9 do Nu­
viembre ti. 1848 (Datluz, "849, !J, 256). 

3 Véase 01 nÚm. 82 de este tOlDO. 
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(lue no se cancel le al tutor sino en raz6n de la poca estima 
qUé el derdcho tradic:ional atribuye ú los muebles. Esto es 
decisivo; lue:p hoy 'lue deeir que el tutor debe estal" auto_ 
rizado para p1'"ceder (1). 

Si el tutor tiene el derecho de procéder, hay que reco· 
!locer ellllis!llo poder a¡ subrogado tutor en el caso en que 
iGs i!ltereses de los menores estétl en f posiciótl con los dél 
tutor. El easo se ¡la presentado ante la corte de Caen. Un 
¡oadl'r, tut,,,' legal tie sus hij"s, se vió "la"ado de enagena­
cii,l] mente'l; el sl1l"'''gado tul,,,r promovió la interdicción 
eil !II)!nhrc ele los hijos n1<>nore<, Evidellte era su derecho; 
la ""1'('; lo cCllsagró, as1 como h :le cas,"ción, En efecto, el 
subl'o¡:(",i,. lntor u"be o/n'al' pü~IOS intereses del menor, 
eU8nl! ,n lidian ell opo,<i.oiór: cun los del tutor (art. 420). 
En 8~ r2Jso dt~ que so trat.a, la oposición era clara, supuesto 
que lus hiios dobían pt'oced¡~r cnntra el tutnr, su padre. Se 
"hldaLltl d sc'brogatlo tlltor que el arto 420 no Ara aplicable 
sino ú h. l'oilSerVa{;if~[J dl~ Ins bi(~nps del men"r; mientras 
quP, e¡¡ el ~aso ,11 ddJ"te, se trat,dJa dc re'¡u,~ir á la nada la 
tutela; ell teste easo, d"cías", el subrogado tutor delle pedir la 
'¡"stitll,'iún del tutOl', E,tl) f'quiv"IL¡ ú introducir en el texto 
una ,lesl.itu,·ióll que la letra y la monte de la ley rechazan. 

Se ¡uedIJ haecr nna 0jl!f'~ió" mús especiosa: el subroga' 
';,1 tutor no es llama,lo it proeeder sino en reemplazo del 
¡"t/,,., lo que implica (lue el tutor tiene derecho á proceder; 
,tilOl''' hiei!, d tlltnr no habría podido él mismo provocar 
su destitllC:Ótl; lncg'l el suo"lIgado carecía de calidad Nos-
011',,8 re"¡'"z,m,,s tal sutileza, porque la ley que da al sub· 
rog'l :0 tutor el derecho de obrar e,; general; disti nguir, es 
desp"jar al menor de una garantía que la ley le otorga; 

1 g~til ('~ la opinión (le rroullier, t. 2°, p. lO!. El! 81:mtillo contra_ 
riü DemulullIlw, t. 8~, p. 333, HÚHl: 4fJ4¡ y st:lllenciu lIe Caen, de 21 
tle Marzo do 18U1 l Dalloz, 1863, 1, 279). 

p, d. u. TOMO v.-45 



3M DE LAS PERSONAS 

luego esto equivaldría á retornal' contra el menor una dis­
posición que se ha inscrito en la ley para rn,gllal',iar sus 
intereses, 

2ññ.Del principio do) qUf1 (,)110 i}ari(~nte pue,ld procefll~r, 
se desprende, además, que 105 pariplJt'~, ej''''G'JU todns tal 
derecho con el mismo títulü; llleg" LB m:i, l'ljanoH tiefliJn 
la acción, por más que haya pal'icnLe, m:i, eel'<"WO'; IJne 
guarden silencio, NosOll"13 :1,) tf1IWlllOS (I'IJ dis:'Utir si tal 
sistema es el mejnr; la Ioy 1, e,tldl;fl'~(l, y ,Jebe :¡c"plttrse 
con todas sus conse"u8l1cial, Si SIl re '11:17.1 la demanda for­
mulada por un pariente, (¡tro Illl·,dé iotlHltar una nu"va Ile­
manda; no se podrú op'lH'l'le h oo<a jllzga,la, pJr'fll" él no 
era parte en la primera iIl5tau':ia, y el illl~ IJa elh figuraba 
y contl'a el cual se h"Lía l'l'tJOLIIICÍiI,I() el fallo, ninguna ca 
¡¡dad tenía para rnpresentuI' á to,.h la familia, tenie ndo ea· 
da miembro de ésta un dere·~iJ9 pel'son:li. \<;'1 vano se aL­
jeta que como el falla r¡u(J pr'll1l1il"i'l b illter,lic'lió:l tiene 
efecto respecto de ['Jll05 los pariente, y l'l"peot o d,.~ torla la 
sociedad, porque constit1lye un estallo nUf)V,1 para la per:;o' 
na incapaeitatla, lo mislIlo dellC s',r del hilo llue rechaza la 
demanda de interdicció!l, pOl'CIlIe cotdil'[[j,1 pi estado de 
aquél cuya capacidad sé atacaba, No hay ninguna ar.¡¡logia 
entre los dos casos, Cu:tudo se rledara incapaz á una pero 
sona, su estado está cornpletarnent~ lIIolj¡[i(lado; de cal' az 
que era se vuelve ilH!apaZ; esta in,~a[Jac,ida'¡ se estable(!e por 
interés dH! que la cau,;a, por i¡¡teré" de tef'(lerOS y por inte 
rés sodal; cou tales titul,,;, delw exi,;til' resr e"lo á to,]os, 
Mientras que si se rechaza la dern,nda de illtf\rdicdón, na­
da se cambia en el estado tle "'lUGI cuva inlel'l!icllÍón no se 
ha pronunciado; él era capaz y si~lle sié,,,lolo; la pretendi­
da confirmación de su esta,lú es una illvtmeión imaginada 
por la necesidad de la causa, Siguese de agu! que la posi­
ción de la persona cuXa interdicción se promovía sigue 
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siendo la mism1 después del üllo, que ant~s de la deman­
da; Al pHl'iellte flu" [¡~IJía intentad!) la a~eion ya no puede 
["rmlllar nna llueVa de,nanda, pOI'l¡lll1 seria rechazarl() por 
la excepción dB ('osa .iuz~ada; rf~specto á l'l5 dem;ls, no hay 
Cúsa juzgada; crea!' Ulla, eqllivill~ Ú derog.lr la ley, equivale 
á f'st"blet'Ar llna AXCf'I",ión, u¡lli';ale ,i hac'ér la l"y (1), 

2;)6, i,Puedenl'roY(w31' h illter'¡¡,'cióll los parielltes po 
líticos'? La dodri!lil y la ju:'is¡ll'(J,htl(~ia f:'a[J('¡·~sa nieg:ltl es­
te derecho .2> el'AemUS 'lile lal os ,,1 v""d,,¡]ero principio, 
á pesar de una S8iltelh'Ü I~f)!jtl':l!'ia, ~óli:h;llel1te motivada, 
de la corte de G,lI11p, L'! IlccilJII es du orden público, no 
rnede l~orrl'spo:ldúr sit¡O Ú ~1([u,-\ll(J~ (l qllit~:lcS la le~{ la ator­
gil. Ahora bien, 1'1 art. 490 no h otór¡.;a sino á los parien­
tes; lo que decide la Cll,,,lión. Til corte do Gante pretende 
que los pariéllt<'s politieos s" t,.,Uan "of!lprl!ndi,los bajo el 
nombre de parieldes; A"ito l~,,, darlo en Pi ll.mguaje uSlJal; 
y aun se ha",] U'la difél'cncia ontl'8 el hermane) y el cu­
ñado; elltrú el tin parient', y el ti,) \,lJlitie'). POI' ot.ra par­
te, no es ,,1 lengul.jil IIsual el <¡ne determina 01 sentidO 
de las pala!"',,s 1"1 la" by'!s, cnan,]u es~as paL,bras tienen 
una signifi.'allión jurídica clara y pro"isa. Ahora bien, en 
derecho no se confunde" cie:'tallwrto esns dos parentescf's. 
La corto dí~ Gante c()fl!i~s;l qne el c1)t1igo se sirve algunas 

veces de L, palabra parientes en un s"ntillo restrictivo, para 
designar lÍl¡jI~¡¡melltn Ú los ¡laI'Ítll1te:-5 \~ot1sallguine()~; con liesa 
que la pal"bra }JIl/'ientes y aliados, S() Ilrnplean á menu· 
do simultáneamente, h 4ue arruina p su sistema por la ba­
se; rero agreg:l <¡ue, <~II nn buen número de disposiciones, 
la palal,ra ]HlJ'ientcs a¡m'z~ también Ú 105 aliados, y cita 

1 En l'ient¡,lo cf;llfmí'io. n<~molomh(', t. 8°) p, :J.10, nÍlm.AGG. 
:2;\':lbr:,"., i?'¡1l, t. 1", ¡l, liI~, Hola :!"Y loó; ,H!t(jr/'~ allí (',¡t-n11(l~, Sl'll­

h~T1(\i:l. d,' ~!t 17" dt' 1-1 dn Dll'it'mhl'l' iln 18~~, y (1l\ 11· d_~ Marz;) (10 
1813, tlü París' de :::;; do ~da:-zo dH lS:J~), .r stmtcncia do d'lllcgn<h 
apelación, de 9 !le }'elJrero !le lSG3 (D,lloz, 18üJ, 1, ~79), 
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los arts. 37, 71, 715, 78, 79, 2151, 361, 397, l.06, 408, 
2139,2141 Y 2144.. Es inútil entrar en el detalle de esos 
arUculos y examinar si realmente los aliados e,;tán com 
prendidos bajo el nombre de parientes: nosotl'ns admitirnos 
que á veces dieha asimilación existe, pero si se extiende á 
los parientes políticos lo que la ley dice de los c\JIlsanguí 
neos, es porque hay el mismo motivo para ¿ealdil'. La cues 
tión se reduce, pues, á asto: ¿las razones qUfl lilrieron se 
otorgase el derecho de proce ler a los pari¡mto, c'JIls;\ngui­
lIeos, en él casO del arto 490, son idénticamente las mis 
mas, para los parientes políticos? Ihigimos la indcnli.Ja.¡ 
absoluta, porque !a acción ea de orden público, y por con, 
siguiente la disposición es de estricta interpretación. :\.ho· 
ra bien, no hay más que leer la Exposición dB motivos 
y el didámell rendido al Trillunado, para convencerse do 
que la ley no ha preVm,;¡du helolar silla de los p"ri,~nll.·s f"'.r 
la sangre. Si .. li" da la n,·.,ió¡¡ á todos los miemllros de la 
familia, es por'IU" ell\ls ti¡·nclI uu interés diréel.l y puso· 
nal en la conservaci(J[l de la fortulll de aquél Cll\" inter· 
dicción demandan. Así, pue,', comu he'rü'¡cros ¡" ,lndles 
es como tienen el derecho de promovol·. Esto r;,c]u:,c ¿¡los 
parientes pollti0Js. 

La corte de Gante insiste al hactlr una comparación íll' 
geniosa entre la tutela de los menores y la tUlela de los in­
capacitados. En el tit'llo de la Tuteta, el parip.:te p"lítico 
está puesto en la misma línea que el consa"g'l;oeo; uno 
y otro pueden reqnerir la convocación del consejo de fa 
milia, á efecto de nombrar un tutor; uno y otro tienen asien 
to en este consejo, uno y otro son llamados á manejar la 
tutela. ¿Por 'lIJé extrafla anomalía el legislador cambiaría 
súbitamente de sistema, al pasar de la tutela de los meno· 
res á la tutela de los inca pacHados? 

Nosotros contestamos que la ley establece difclrencias en 
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donoe hay razones de ,lifercoeia, y que mantiene la artalo­
gia en los casos en que hay igllal m"tiv,) p<lra resolver_ Si 
se tI'ala de proveer al nombramiento dI-> un tutor en casn ,le 
minoría, pone á los alia,Jos en h misma Iino.1 que ú los pa­
rientes; ¿por qllé? P"rr¡lIe illt,f1re,;¡ al m~l1nr 1110 se nombre 
inmediata<nentt1 al tutor, I,E illteresa de la misma m~,nera 
~I qU& se preton !e que e-t,¡ demente que se le coloque in­
nwdi,d.';lll"nte bajo t'lt,e.la': ¿Quién es ,,1 que 110 ve la dire­
rcnria c'trR el (>mellte y el meo',r? ;"\(,) hay que discutir 
sobre el estallo de minori:J, pO\''lue es un hecho; mientras 
'lue to:1o es incierto en cuanto al dp.mente: ¿es demente? 
;,no es demente'? ¿la ac"¡ón tiene fundamenb? ¿no la tiene? 
¿se admitirá al primer acIvlllledizo á 'luo pida que se declare 
á una per,on,\ pri vud" del "jcreicio de sus ,1erel1hns'! Porq'lD 
tal "5 pi "hietr, y tal ,erú ,,1 .. ['·','10 ,Je la ""r.ión; nJientl'l-i 
quo la l~Ollvn"íl!'ión d¡-ll (~II!JS!:l() d~~ f:1Ll1ílía p:1ra el UOlTIbi_' 
tlli!~n~', .;Id tnt,'11' l\!) (lJ'rllktL,l ni:Jgll!J dtJ]'el:;lo JI Uil~íJor.J 

es es.,·lL1:;ivatf'~-~'iLe !'!l ir.t,~!é~ suJ'0. 
E:;to eOIltp~ta Ú otro <lt'gume:l~U do ln I~u:'te de Gante. I l 

1) :1";8nte p{Jl;tir~0, dic'~ éS~:1, es eibdo al consejo de fami _i. 

qiJt~ da su prl!'Ccl:l' ~i.C<10a dd estado de In persona cnya i,· 
terdi(~ci(\¡l se cknntlda. H,fY más; como miembro de f 

consejo, pllAde intPrpon.'l' ,,¡'elaci6n c,mtra el fallo que ha 
redlaz,,,lo la illtpr,li,-,~i"lI; y ¿niJ seria el c"llllo del absur,lo 
iluloriz,¡rlo" 'lile prúlTl"Yi,;.,'j "p"]"ción, Cllillldo se le pro 
hiblría oilrar 0:1 priruera iustrHwja'? L~ ~~(1rLc contesta ella. 
misma á su "IJj,~ciól'- I-hy "delllús ,1" los parientes y alia­
dos, otros miembros del cons j,,; los amig"s dd demente 
pueden tomar asiellto y tendr(\ll también d dereeho de ape­
lación, ¿De esto se inf'órir;j que hs amigos pueden pedir la 
interdicción? DisLintas ,,¡¡sas son la rlem~l<I'¡" de interdicción 
y asistir al consejo de familia y prol1lov,~r en l1omlll"f) del 
consejo. La demanda es acto más grave, acto sin el cual 



el consejo de ramilia carece de del'echo, la dem~nda es la 
que tiende á despojar de su eapacidad á la persona cuya in· 
terdicción se diligencia; todo lo dernn~ no es más que cues­
tión de i~terdiceión y de procellimiento (1), 

Si los parientes pllllticos no tiene a el derecho de proce­
der en propio nombre, tienen á veees la acciOn inlnre··ta­
mente. La tenllriall si fuesen tutore.; de hijos que tuvieren 
la facultall de promovel', Por aplicaciún del mismn prin, 
cipio, debe resolverse que el yerno puerle pedir la inter'die 
ció n de su suegro, como padre y administrador lpgal tic los 
Lienes de sus hijos (2). ¿El marido, administrador de los 
bienes de la mujer, tcndr!a el derecho de penir la interdic· 
ción en nombre de ésta? Lo dudamos. El no es el repre­
sentante de su mujer y no pnede intentar las aceiones in­
mobiliarias, con mayor razón nf) puede representarla en 
instancias mlÍsgraves. Por r.tra parte, no hay razón ninguna 
para ('oocederl~ tal dcrrdlO. ¿No I'uflde pl'nmover la mnjel'? 
Mientr~. r¡l1f) ,iendo inca\,HI~'lS los hij'js menores, hay que 
recc.nocer el derecho de proceder á los que los r"llI'p.eatan, 
porqufl de lo contrariu, su derecho no podl'ia ser ejercita. 
do (3). 

207. El esposo puede pellir la inh'rdicción Ile su cónyu­
ge (art. 490), Para él es este un deber de carin", y tieoe 
también un derecho, como interesado en la consprvadón 
de los biene~. Si es la mujer la que pide la interdicciÓlj de 
su marilh, deherá ser autori7.ada; se apli"an los principios 
generales que rigen la autorización marital (4). El derecho 

1 (h-tnh',:!'j (le Abdl (lo 18:1.". (P(/.'ij('rl.~ia, IWF., 3,176); DalIu/', ea 
la palabra inien}jcl.'¿I)JI., "1llún, :';;3. 

2 Limogl->'~, 20 ile Enoro (~l\ 13·12 (Da-l!oz, cm la p:llil.hra ;ntc"J{c';;;'I1, 
Jlúrn(~ro 36). 

3 IJa. C11l~li1otión es debatilln. Yéase Dallo;r" r.ll la pahlbra in.~cJ"(lu·_ 
ción., n(tnl. ;}ül. 

4 Yúasc el tomo 3" tlB mis pr¡nr.¡'pios, núm. 130. COlllp{lre¡;;f}, Da_ 
lloz, en la palaura interdit'ciIJn, lIÚtll~. 41-15, en donde se hallan las 
aplicaciones. 
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'lue la lAy reenlloce al cónyuge supone que el matrimonio 
slllJsiste. Si el matl'illlolJi ,"11 disuelto por el divorcio, ya 
deja de ballet' I'(JOyuge; lll';ou Ll a~ci<;n '~,lel'Ía, aun 1,~llanJf) 
se hul,i"", intuntado antHs ,lo la ,Ieclaracióll del div"l'cio (1). 
Otra eosa sr!r!a eU ,',,'o dI] s'Jparación de cUerpo; lo unieo 
que c('sa PS la vi,la " 'lllún; todos los demús deberes así co­
mo los den~c!lO, '¡Ud nacen ¡J.,I matrimonio, subsisten. Con 
mayor razón la separación rlll nltlrp" no illlpidll (lIJe el"ófl 
yugo pr()mueva. Cierto es !!llf~ (~I int~ré.; es rnellol', pel'o el 
texto es ger,pra\~ v n,,) hay l ;P;;1l1 sufi,~i·_~nte par3. di~titJguíl' 

cuando la ley no distingue (2\, 
238. La ley da t"m!J'én la ac"iúu al mini,trll'io púLJli 

co; 1'''1'0 el1 este caso distingue (art. (¡\:JI i, [-1 'y un ca­
so en que el millisterio debe pl'Om"VCI', y es Iluanlo el loco 
es furioso y cuando n') pro\'''can su intei'.li,~"ión ni el cón­
:iuge ni los parienles. L'l segurill"ll púiJli~a '8 halla, en 
este caso, illteresada en la secuf'stra¡'ión ,lel de~,lich~do, 

'lue >,",día dar riellda snel a ú at"nt",jos con ti" su propia 
vida y contra la d" 1"5 rlemús; est" motiv,' de interé, pú­
bli~f) pr'll¡omina sobre ciertas considcra,~iunes que detienen 
ú veces á la familia. La l." to,na en cuenta diehas eonsi 
deraeiones ClHndo el enagl'nad" está atacado de imbecili­
dad ó de demenda; el ministCl'io públieo pue,le entonces 
provocar la i"terrlie,,¡ón cua,¡do d cnagena,lo no tiene cón­
yuge ni pal'Íentes cOllocidos. Así es qlle cuan \.) luy un 
cÓllyuge Ó un pariente, el ministerio público n0 tiene el 
deredlO de promov,,,·. A primera vista, e<to paréce dificil 
de conciliarse con el sistema del ,,(¡digo r¡ue parece hacer 
obligatoria la intel'dic,'ióll (art. (¡8\:J" No es en realidad, 
ella buena, como p lo hOloos he~J¡o notar, L" imueci-

1 BI'lltl\lll'ia ,1(1 (h'lIn.-~~\\l:t :lplilaei/lIl, d(~ ~1 \'~\a timiario, a1tIJ XII 
(D,llloz 1 üll 1:1 paLlura J.VUf'lJil detnaHd~" nÍlm. 10:..l). . 

:.l ,jiUlltpolhül', 1,llhi Di,Jielllul',_~ de 18-l-t (Dallu].. eH la palabra }I'· 

tadicción) llllm. 252, 2?). 
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lidad y la demencia no comprometen el orden públic'1; por 
lo tanto, la interdicdón no tiene p más objslO 'In', alllp" 

rar los intereses del enagen<ldoy de 'u fa,:;¡lia, ¿Q!li"'l e3 
el mejor juez de estos ioteres",? Evi:,'flLe[lJ'>llte Ijll" ia filo 
milia, No debe ser que la s'",iedad illl8rvc:Jga si" l)""I"j· 
dad en las ralaciones [l,'iv;¡l"o, ¿Si los pariefltps ['['diel'('" 
conservar en su rasa á Un lql~o, en \'(~7. dp. lwn¡~l'~t; Inl un 
hospital ¿por qué no hall!a d" permiU!'"d,'s? Muy ri','CIIlJ"l~ 
mente el escálldalo fJU~ se da ti Ut col eaCi¡')+i, agrava el mal 
deaquél cuyas faeu1tu'¡es intele¡'L!ldiJs (-'."Uifl dt~~i'!lJ¡iibrad;;s 
E~to es, sobre todo, ciertn el! t,l siSlHrna del \'Ú,tig'I, dilo-', qn 
ilermite la colocación del enagn:!íd:l silio '!('::¡:ll,\"J du ,JI; 

fJl'Dcedimiento en el cual el cn\:~Hui.~d() r~'~:)l'(!,:j:;t;L,j J)t'(:t:E-:i1' 

r:amente un papel hnmillulltü y (f!HJ dt.'!J(:!, p--J.I· e ... .')¡}¿;¡(~·llíefi· 
tq exasperado. Por otra p::!rk, 1:1.:3 f.¡¡íllili3.~ t¡~,;lj;:.lI fU su:;·· 
; -~ptibjlidad, no gllstan de ;.Jac~)¡~ rJú!díl~O d f~st'ld() dd ln(~u, 

1\1. de uno de sus miembros. La hy ddHl tB¡;(~l' difí~ri-~l1c¡;I. 
¡'(,n estos :.::elJt¡nÜI~tltos 1I11d ~ltWdell S¡~¡· hnnor(~l.d;-;:-;. POI' , , 
(sto es que ellnílllsLe¡io púIJii,:u no i;,~!je <Ll~"¡Ú:~ I~U;ll¡:Ju {'i 

1'60YUgd y llls [HJI'i·",tes gnal'lL:n sil"""io (1) Y a:lIl etl¡H! 
do no haya ni parieutes lJi espos 's, ell!)irll!;t\~ril) pú¡,b·.tJ l!'-' 

debe promover; la I.y Id da d demeh." y it é: t""" Wl' " 

el lnterés dHl enagenaJo uxigo que $) le i!lcap:wilu ~2). Et 
enageuado quo no tiene familia ,H1 llinguna parto es.tá me· 
jor atendido qllfl en los hospitales, L;¡s loyes AXilAr! idas Ol! 

Francia y Bélgica permiten (¡Ile SI) 1 .. P)ug:\ en uno deo el!"s 
sin recurrir :\ las fOl'malidado. prolongadas y dispendio;:!:; 
de la interci"ción, 

El pequeno número de ~entenciaR durlos en esta rnaleda 
prueban que el lclgislaJor ha t"!Iido razón al limilal' la ac' 

• EItlIlWf.\", Expo:o,kiúll ÜU IIloti\·o.s ¡¡(11I1.·1 (JJ< ¡')'l·. t. J", p. 4U1)' 
llerl1.wtl de Greville, IlJforrue a! t.l'll.HUHllto. lIÚrll. ± (iúN, p. -177). 

2 Selltt'.llcia, de casaoiólJ, de 7 de Agosto de l~~O (Ualloz, UI]¡L 

palabra interdicción, núm, 5U), 
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ción del ministerio publico. Hay funcionarios que pecan 
por exceso de celo, y é3to es achaque de autoridad; pero 
el defecto pudiera volverse funesto ú los ciudadanos, si se 
permitiese á los oficiales lid ministerio publico que inter­
viniesen en los asunto" (Iue antes que todo interesall Ú las 
familias. Ha acont'Jdlb IIuB, á diligencias del ministerio 
público, un trihunal prr,nunció la interdicción de un des­
g1'dcia,lo loco á causa de furol', J éste consistía CIl crrerse el 
prime;' soherao'l del mundo, lo /{ue naturaln::ente haóía que 
criticase el ré;;imcn politi,~" bajo el. cual vivía. Pero el pobre 
loco se tenía talllbióu p"1' el prinwr ':0,·io;·ro del mundo, 
¿y esto era un s;gu.) de furor? La ,~ort~ de Nim3'l re,formó 
tao extraña decisión ,landa una excelctltc lección ú todos 
ar¡uell(,s que están llamados a intl'l'j'l'C'tai'!as leyes y a apli­
carlas. «Los tribunales, dieo la s,,,,lencia, deben inspirar6c 
en la ley para dictar 3115 rcsolllci'JIl"s, y no les es permiti,l" 
tomarlas en otra parte; infri:1giI'L111 el primer,) ,le sus de­
heres si, quericlltl,) sel' m,s sahio.' 'l'lU la lo)' misma, sal­
vasen la linea dentro ,le la ena! )Ji!;, l,)s ha circllnscrltO» (1)' 

2:59. ¿El enagcllodo l"lü'lo po,' ,.i :ni,Jfl)) provocar la in­
terdicción? En el auLig!l;) d:~j'l!eh'). los lIarlarnentos adrni-

u , 

tían la intt~l'dicciúrl volullt:1ria, r~ll el "entidi) tle (llle el ona .. 
gen:ulo, terJÍúndo CO;h~ie!leLJ. dJ ~ll c;ta!lt), era adrnitiJo ú 

pedir su il1tenii,_~c¡úl1 Ó so SDll1!\tí 1 (l ella por una convención; 
los parlamentos la [JI'üttuttciaban (nt0ncc!s sin nittgún proce 
':::llienlo. El proyecto del c6digo ,-ivil l':>nuitia':1 los tribu· 
nal", '1ue rli"sen un consejo 'Voluntario. Esta ,-lisp.'sición 
no fué admitida. ;,Debe concluirse d" (J;t,) que el legislador 
n,) ha querido illterdieeíón ni C"llS,'jn voluntario? ¿ó hay 
que decir que los autores dél C,l;]igü civil se han referido al 
derecho común que da acción á tod,)s los que tienen inte· 

1 Núnc:;, :J7 de !:'.:ucro de lSW; (lJ.llloz; U:I la ¡::¡J,tur,l. "iutrnlic_ 
cióJI," núm. 50). 

P. de D. TOMO \'.-41) 
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rés para promovér? La cuestióo es ,IebatiJa; antes que to 
do hay que pre"isar el verdadero pUllt!) do 1, diflcultcld, 
Cierto es que ya no puede tratarse ,J¡, uo:\ int'Jrilic0ión [lc,r 
vla de convención; hemos cit;¡,Io la S"IJt'nlOÍa dü la U)l't)~ 

de casación que asl 1" ha r.llado por coodusi'",e, .¡" 1\1 '1' 

lin (núm. 248), Es, adcmiÍs, cierto '¡UI) ]"s [l'i"110',["5 00 

pronunciaráo ya la iotérrliccióu, C0ll10 h hacían los antiguos 
parlamentos, á la soL! deman,la de'! enag'l'laJo, SUpu3sto 
que semejante interdiceión sería t',ldl bié~ convcllcÍ<Joal, y 
ya no puede haber convención jndieial oi Gxtrajuriicial en 
una materia de orrIeo púl'¡ico, ¿Pero el enageoa,lo uo po 
drla hacer COUilecr al trillullal de la demanda, sll v') TI" los 
jueces procediese,] como la by lo Pl'c,;cl'i[,e'l Tal"" la úür,'a 
cuestión. Nosotros creetnos (lue; debo rt~solvel'se Iwo,;tivil­

mente, por aplicación de] [ll'inr,ipi.> qUe, dómina on esta 
materia, Esta accióu es de ordéil púb1j,;,), luego nó puede 
ejercit~rse sino 1'01' aqnellos ,¡ 'lUiI3DOS la hy h eone(\'!'J, 
Este es el motivo por el cual todos h·, auforo.' \;¡ rohmau 
á los parientes polrti"os; el mism~ m"tivo rlel"l "xd"il' al 
enagenarlo. En vario se invoca la regla IpW pnrrllit,:. q!l(} 
promnevau á todos los que lm ello tÜlIijan 1"I:;ró3, No se 
pnede invocar la regla cuando se está dentro de la excep­
ción. En vano se dice que lIl) hay rar.">n i'"r~ rehusar este 
derecho al enageoado; exis!'.l un motivo jlll'idico, lo que 
para el intérprete éS ulla razón sufid,;nto, Sin du,.\? que el 
legislador habría pOlllrlo, habria tlubi,Jo autol'iztr :,1 infeliz 
que tiene conejeucia ¡j'l su estado que pidleso su jut,rdic­
ción, si sus parientes no procediesen, ca, o en el cual el 
ministerio público no tiene derecho á promover, Pero el 
legislador no lo ha hecho, y no corresp"OIle al intérprete 
colmar el vaclo, Esta és la opinión generalmente adoptada 
por los autores, No hay sentencia en la cuestión; parece 
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que todavía no so ha encontrado un loco bastante sensato 
p'lra. que rcl'ouozca su demencia. 

§ II.-¿Co"TlU QUE;'; SE Fomn;L.' LA ACCION? 

:.!GO. La demand;¡ ,1 e:10 formuhrse contrJ. elllnagenado. 
Esto ni se ¡",ccs'la d"l']r cuando el enagcllado es mayor. 
(l,P(~rl) que d(~Ll~ re~nlY,~rs(~ si (;~; rllenor? Se ha fallado que 
la arci()[l d:·i¡ ~ ;llj_.I~i:tar.~'l; contra el flleIlor y no contra el 

lul(·r. EIi ,'''''''0<. :1:21' la ('nrl" d" \Ip!7.. h ley quiere qua 
;1ljt](!l {',lly<1 iEL,'l',!ie,·jú:' ~c(~ l,'ros!gw_~, COll1¡IL1J'czeu en persona 
I,ar;: mf!'!!' d illIOlTt;,.:dori,.\ (art. IIDG); d ckLe ser llamado 

;'1 la :!udif-'Ill'ia ',,;-ITa ser (ljdü do llUQ\'O, si hay lugar (arUcu-

1,) ft98,; ['n!' ,·dlimlO. I'''lltl'a d s', inU'''puonc 1<1 apelación 
(<'l1dign de j;l'll;·;qlimi¡ont·;s, art. 8D'¡); lllego es él el que 
I'~, dt'nltll'dadl~, el IJliU dL\!.I(~ Si'r e:nplilz:LUO n:" Esto es 
nnry justn. l\~rG t:tmi!iótI es vurdad CItIC el tutor represen­
t.a d :lH;t¡IJl' U!l ~,',d().; 11);--> ad:-1S civiles. Lurgo el menor no 
pm',le li¡!llr:1r ('[1 j",¡i"ict ,in su lutor. Dd donde se sigue 
que la ae(~ió¡! j:di\~ illt:'nlar:;c; conU·;¡ 01 menor y contra el 
tntOt'. E,t" Si) fuuda ta,uiJién en h razón. ¿No debe ser 
deft'Iltlid" d mUllUr 1)('" su tUlor, lluaIlIh se trata del bien 
más l'recios'l ti" '1u,~ se f¡uiere despojarlo, de Sil capacidad 
y de su Lbel'larl'¡ L'I 0i'inión general estil en este senti­
do':.!. 

Se presenta una dificultad análoga cuando se promueva 
la interdicción de una muier ,-,asa,la. ;D,]!Je ella ser autori. 

" u 

zada? Apenas si puede plantearse b cuestión, á lo que nos 
parece. Sin cmbaI'go, ,(l ha resuelto negativamente por la 

1 1\1ctz,30 de A_g,l;.to d,j i8~;J (Dalloz. en la palabrit interdicción, 
nÚ!1lero ] D, 1 "). 

!J Dl'luolulllbú, t·. ti"l p. ;j,rk, 11ÚfJ~. 44 lj Y tomo 'j'~ p. 573, núm, 806. 
DijOll, 24 do Abril do 1850 (Dallaz, 011 lt [,"h,bra "'inoria, núm. 54). 
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corte de Lyon, pero su sentencia fué casada. (1). El artIcu­
lo 2115 dice que la mujer no puede comparecer en juicio sin 
la autorización de su marido; este principio es absolut0, y 
el legislador no admite más que una sola excepción, al per­
mitir á la mujer casada que se defienda sin autorización, 
cuando es demandada Ú'l matel'ia criminal (art. 216). Se 
dice que tal ¡'xccl'ción debe extenderse á la acción df~ inter 
dicción, porque ea esencialmente per80nal á la la mujer. 
Este argumnnto no prueba lYJ:'H qUB una rosa, y es fluO no 
hay mala razón que !lO se ,,' ':u' pam def'm,Jer una mala 
causa. ¿Se razlma alguna v". ¡"lr analogía !In una materia 
criminal ó una materia civil'? ~L>gnin tiene además, otros al' 
guméntos; P"I'O lo,; motivos que da la norto de ea"~ o: [1 son 
tan perentorios, que es inútil insistir (2). 

§ III.-FoRMAS. 

261. "Toda demanda de interdicción, dice el aro 1192, 
So; llevará ante los trihunales de primera instancia.)) El có· 
diga no dice ante qué tribunal debe intentar80 la acción. 
De aquí há inferido la corte de Burrleos que el legislador 
ha querido que se sometiese la demanda al tribullal que 
tiene mayor aptitnd para verili'~ar los he"hos en los cuales 
se funda la demanda, y este es ciertamente el tribunal en 
cuya jurisdicción reside la jJersona que se quiere incapaci 
tar ,3;. Esta es una de esas decisiones por las cuales el jnez 
quiere corregir la ley, olvidando que por ella está ligado, 
y que su primer deber es respetarla. Sin durla alguna que, 
si tuviéramos que hacer la ley, diríamos, como la corte de 
Bnrdeos, que el tribunal competente es ~,quél que conoce 

1 Senh'lwi<1. <le casaciólI, <tu !) de Enero !le 1823 (Dalloz, en la pa­
labra interdiccion, 11ÍlIl1. 56). 

2 Magnin, Tratado de las minorias, t. l!t núm. SlO. 
3 Burdeo •• 20 Oerminal, año XIII (Dalloz, en 1" palabra domicL 

lio, número 60). 
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ó puede conocer al enagenado; que esto tribunal e~ el ntl la 
residencia en donde el enagenaco es necesariamente cono· 
cido, mientras que su existencia rU81111 ign;lr.lrso allí en 
donde tiene su domicilio de dercr'h,,; ahora bien, ¿r.o impor n 

ta, en nn proceso que ,lccide de la capacidal y ,le la liher­
tad de las personas qne e,e lrilJUnal esté ilustrado por todos 
aquellos que tienen rela"i"nes con el ,magenarlo, sobre todo 
cuando es tan d¡fi,~il ú voces comprobar el verdadr~ro estado 
de aquél cuya interdicción se prosigue'! Pero lo que ellegis· 
lador habría podido ó debi,1n haor,r, nn In ha hecho. Inútil 
era dócir qne la a"ciÓI! de intOl',!icci!rn ,lebe llevarse ante el 
tribunal dcllugat, en donlle f'St;'l domiciliado el demandado, 
supuesto que tnl es el dUl'PC:lO <'omún para toda acción per· 
sonal (código de proceJimielltoE, art. !.:i9). La doelrin:l y la 
jurisprudencia son de este sentir (11, Un solo punto hay que 
pudiera parecer dudoso. ¿En qué momellto preciso so in~ 
tenta la demanda? ¿En el m)mento en que el actor pre­
senta su requerimiento al presidente del tribunal? ¿ó es el 
momento en que se expide el eitatoria? La corte de Druse· 
los ha fallado, 'j con ]'3zón, que el rúr¡uerimicoto es el acto 
primero do las diligencias, supuesto 'lue es parte necesaria 
de la instancia que inida; así, pues, debe presentarse al 
presidente del domicilio del en~günado, 'j la instanqia se 
prosigue ante ese tribunal, aun cuando el demandado Clm­

biase de domiciiio d~spués de presentarlo el requerimién­
to (2). 

Si se intentase la demanda ant~ un tribnnal incomp8ten­
te, de ello resultaría un:l exoepción pal'1l no recilJir la de­
manda, y esto ni se necesita decirlo. ¿Pero sería nula la 

! V~allse IOH autor{,H cit¡ltlN~ IhJf Auhry .Y Ran, t. 1°, p. 5t:3, no_ 
ta 8; y por Dalloz, Oll la palahra ú¡ferrliccion, núm. 60. Compáre3e, 
sentencia de dl>IHlgad:,¡, apeiaeióll, de 23 de Julio de 1840 (Daliuz, en 
1n llillabra domicilio, núm. 5.3, 2°). ' 

2 Bruselas, 4 (le Septiembre ue 1846 (Pasicrisia, 184 6, 2, 3401). 
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interdicción si la pronunciaso un juez incompetente? So ha 
fallado que la interdicción es válida si el demandado ha 
aceptado de una manera expresa ó tácita la jurisdicción del 
tribunal que conoce de la demanda. La incompetencia con 
motivo de la persona puede, en efecto, cniJr'¡rse pur la re­
nuncia del demandado á un beneficio que sólo por favore­
cerlo se ha introducido; y desde el moment,) en que J:¡ in 
competencia se cubre respecto al inr,apacitado, lo e5tú por 
eso mismo respedo á los tmeeros; porque en materia de 
interdicción, ~l interés dominante es el del incapacitado (1) 

262. Se ha fallarlo que la demanda de intcrdicL·.;ón for­
mulada por el ministerio púL,lico á C;lma de furor, debe lle· 
varse ante el tribunal del lugar en donde regirle el furioso, 
y nt' ante el tribunal deldomidlio. Ell efecto, se di,'ó, el mi·· 
nisterio público procede porque el loco furioso COtU promete el 
orden público; y naturalmente el oficial del lugar en donde 
se perturbe el orJen público es el que debe proceder para 
prevenir tal perturbación, lo que da competencia al tribu­
nal de la residencia para pronunciar la interdicción (2). A 
esto puede conte,tarse que no hay que confundir lag medi­
das qne se toman en interés del orden público, con la in 
terdicción. 1<;1 orden público queda suficientemente escuda­
do si se secuestra al loco furioso que lo perturba, sea que 
se le ponga en una casa de detención, sea que se le coloque 
en un hospital, como para ello se tiene derecho en virtud 
de las nuevas leyes. No es necesario para el mantcnimien­
to del orden público que se pronuncie la interdicción por el 
tribunal del domicilio más bien que por el de la residencia. 
Asl, pués, respecto á la interdicción deben seguirse las re 

1 Donai, 22 de Junio <101854: (Dalloz, 18¡55, 2, 2i.·t). 
2 Sentencia de dClJe:gada. apelaciún, dt\ ~l do Difliembr(1 (le 1858 

(Dalloz, en la palabra 1°nterdicción, núm. 126); J Demlllornhe, t. 8~, p{L­
gina 353,;nÍlmero 483. 
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glas trazadas por la ley civil, salvo que el orden público 
[ll'ovea conforme á las rG/1~ de policía represiva ó admi· 
nistl'ativa. 

NlÍm. 2. Pedimento. 

2G3. El arto 49:'3 dice: "L"s hocl10s de imbecilidad, 
de demencia ó de flll'or se al'ticular(m pOI' escrito. Los que 
diligcn~í0n la interdicción presentarán los testigos y las 
piezas.» El código de procedimientos afiado, que esto debe 
hacerse en un pedimento prosellla,lo al presidente del tri· 
hunal 'al't. 8(0). S~gún los tél'mino, ¡fel arto 49:1, los he· 
cb"s dplH'lI articula/'se; el arto 890, ,lire que se enunn 
cúu'ún; ni una ni otra dL~p,¡siciún pxig(~ (file Sl_~ ent. u en el 
detalle de los h"d,os que rlelwll hacer "()!Istar la enagena· 
d<ín rnental; se alcanza el fin ,J" la l'lY si el de,nuOllado y 
el trillUnal saben por el requerimiento cuál es el carácter de 
la rnfermedull de qllc srl pretende está atacado el doman 
dado; el pormonol' SI) IJst.ahleeuril en la instrucción (1). Lo 

'1\l1l ,,1 l'~gisl"d()r quiere impdir es qu~ los paricr.tes vayan 
Ú intüntar lig¡~rJ.mp.IlV-) al~ciones t81nerarias () vejatorias. Las 
mAs de las vceos los hc"ils t.odo< no son conocidos al ioi· 
eiarse ci pleito y por est.o pl'escribe uua información. Se ha 
fallado, y con razó", que en el ,'ur:iO de la instrucción, se 
1"") !.·u articular lluevOS hechos; esto es de derecho común 
y ni d código civil ni el d,,, PI·"ce.tlimirmtos derogan ésto; 
importa, al contrario, que se establezcan todos los hechos 
á fin de que el juez pronunde con completo conocimiento 
de causa sobre Ul! debate en q'le la cat'3cidad Y la libertad 
de una persona están comprometidas (2). 

Quiere, además, la ley, que el actor indique los testigos 

1 'NíIllC2-i, 4 ,le Julio Ile lSiif!. (\on(il':n,¡;!;t por UIHl ",nntonci<L tlo tle­
Ilf'gaila apebción 1 de 2 ¡le Agosto dH l})()O (Dalloz, 1860, 1,4(5). 

:! llrudelas, 2D tle Diciellluro de 1838 (Fasicnsia. 1838, ~, 28~). 
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y adjunté la piezas justificativas, es decir,'.las actas ó escri­
tos emanados del demandado que prueben .el extravío de su 
razón. ¿Y todas estas formas deben observarse bajo pena de 
nulidad? Hay alguna incel'tidumbré acerca de este punto 
en la doctrina y en la jUl'isprudencia. L~ ley no pronuncia 
la nulidad; luego deben aplicarse los principios generales. 
No hay nulidad sino cuanrIl) las formas son substanciales; 
ahora bien, según lo qUfl acabamos de decir, una sola cosa 
es substancial en el pedimento, y es que dé á conocer la 
existencia de causas serias de interdicción y la volunbd se· 
ria de proseguirla. Así, pues, el tribunal apreciará según 
las circunstancias de la causa. En este sentido se ha fallado 
que el pedimento no es nulo, pOI' más que no se hayan in­
dicado los nombres de los testigos; supuesto que no es in­
dispensable la información, es inutil indicar de antemano 
los nombres de los testigos (1). Lo mismo se ha fallado 
respecto á las piezas justificativas (2). Hay una sentencia 
más severa, que ha declarado inaceptable la demanda, por­
que el pedimento no indicaba á los testigos; lo que, dice la 
corte, es una formalidad substancial, sin la cual no podría 
apreciarse la demanda (3). Si ha de decirse la verdad, esta 
es una cuestión de hecho más '1ue de derecho ;4). 

Núm. 5. Dictamen del consejo de familia. 

264. «El presidente del tribunal ordena la comunicación 
del pedimento al ministerio públi(~o, y encarga á un juez 
qué rinda inlorme en día determinado» (art. 891, código 

1 Sentelloia ele deuegal1a apelación, de :J de Agosto de lStiu (D,-l 
1I0z, 1860, 1, 496). -

2 ReBUf's,6 de Enero de 1814 (f)alloz~ eJl la palahra mtcrdi",;ión 
número 65, 2?) , 

3 Reulies, 16 dn Agosto de 183S (Dalloz, on la pala IHa intmUe 
c;ón, uúmero 313, 1?).' -

4 Oompárese, Demolornhe, t. 8?, p. 334, núm. 480; AuLJl'S y U,lU, 
t. e, p. 513, Y nota 10. 
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de procedimiéntos).)) A informe del juez y conclusiones dp,l 
procurador imperial, el tribunal ord"narú Ijue el consejo de 
familia dé su parecer sobre el estado de la persona cuya 
interdicción se soli"it")) (art. 802i, cód igo de procedimien­
tos, y código civil, (art. 494\. El orador del Tribunado mo­
tiva esta disl,osi~ión ca los siguientes términos: «Las relal 

ciones habilualéo de los l'ari"nles con el pretendido loco los 
ponen en aptitud de juzgar de su estarlo; mientras Ijue el 
interés de la fan:ilia, clillÍlibrado e:ltre la ucesidad de res-

Petar la oninión r,ública y la de velar 'l,or la conservación 
1 , ., 

de los bienes, les illlf'OI18 como tleIJ81' 'lllO ,juzguen bien.» 
265. 11 arto 40/1 establece que ol cr,nsejo de familia so 

formará de la mallera dd'Tminada en ,,1 título de la Tute­
la. Luego hay (IUO aplicar a(luí to,lo lo que hemos dicho 
de la composición ¡Jel consejo do familia (11. Una de las 
reglaslfundamentales es r¡uo si consejo de familia debe estar 
presidido por el juez de pn lar!. !¡J 6}. Sin embargo, ha 
habirlo nna corte rlue Ira rrlsuelto r¡llC ,,1 presirlente del tri· 
Lunal podía presidir ell'OllscjlJ, y tIa habirln autor que ha­
p l'proballo tan singnlar J'(),;"Jc¡C¡Ód. El texto formal de los 
artÍ<"ul"s l.9 lt J' 4Hl o:; snli"'CIll', 1',11"<1 condenarla; y si fue­
se ncres;)rio recurrir al t'_;:pI6lI1 de lrt l(~y) diríiunos con 
Delvincul1l't que como d tr ¡"llll,1 e,tá llamado á juzgar las 
operaciones del conseju de familia, 110 conviene indurlaJJ!e­
menle que el prcsidrente dd tl'ilJnnallo sea llel consejo (2). 

No ha.J~ ¡lobates mós D.¡lLlSionadús qu~~ los que-se agitan 
en lli~leria de iulertlieción, L()'; parientes que la provocan 
y los que tienen asiento en el consejo, están mas ó menos 
interesados en la causa; y el 8nJgeuado cuya interdicción 

l \'~":i,-(' ci 1,,:;;() -,i" ,;(! ;d::~ 1';'111' ¡,"¿'/", ;IÚ:~l." . .t~S_·H14. 
2 ~"'. lo', };-¡ ,;,_, ,\1",\(' ,\,~ :",l:J, (:) ¡!i·,)z. I'!! l:t palal))'a interdi,xiún, 

!ICliIL ~:OJ. ( u::il¡Ú;'(';-',·, l)¡'¡\ dlc;,::1'I-, t. 1", ¡J, ;;~;~, IlU!;¡¡.;. En 8t~ntillo 
üI,ntrarin, .:\lelz, :.::, tlu l.L·:i:;:;¡[HU üu 1.'';],') (Uailoí"t elL la palabra mi-
1,Ort(/, llúmero ] (j:;). 

:,'>. de v. TOMO v.-47 
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se promuevií resiste cornunmenlo hasla el último extrémo 
á una sentencia que va á privarlo del eje,rcido dB sus dere· 
chos. Como el parecer de la familia repl'üsentil gran papel 
en Ja instrucción, sucede muy á menudo que el demanda· 
do pide la nulidad de la deliberación, sosteniendo que tal 
ó cual pariente no debía asistir (¡ las s~siones, por tenel' 
contra aquél motivos de animosidad; que tal otro nI) hu· 
biera debido ser citado, porqu3 no tenía ningunas relacio· 
nes con el incapaz, y en consecuencia, no podía (br su pi!. 
recer acerca de su estado, ¿Pueden Jos tribllnales conceder 
derechos á tales reclamaciones? La respuesta se halla en el 
texto del código que a.:abamos de t¡·2,nscriIJil'. ¿Creeríase 
que cuando la ley dice formalmento que ¡I~ben aplicarse 
las reglas establecidas en el título de la Tutela, un autor 
haya escrito que el legislador ha querido dar á entender 
que, en esta materia, Sé dejase cierta amplitud al juez do 
paz en la composición del consejo de familia? (1). Los tri­
bunaJes, más juiciosos, han decidido siem pre que no les 
correspondla crear cllusas de exelusióo, y !lIucho menos 
aun causas de nulidad 1,2). 

La ley no establece más que una sola callSI especial dé 
exclusión en esta materia; transcribimos el art. 493 que ha 
dado margen á largas controversias: « No podrán flll'mar 
parte del consejo de familia los que hay.m !'l"C')Vocado la in­
terdicción: sin embargó, el e~poso ó la "spo;a, y los hijos 
de la persona, cuya interdicción se provoca, podrán ser ad· 
mitidos en el consejo sin tener en él voz delibel'ativa,» La 
primera disposición de este artículo se comprende fácil· 

1 Dnrauton, t. 3?¡ lIúm. 72D. Lo citarnos. f;Ogúll DOHlOlombo (tl l_ 
mo S'\ núm. 49a); qlHl ül'itie(l, esta opInión. En la ú:licióll quo tOIlt'_ 
mos á la viHtCl, 110 ¡la ha!!¡wl,IH pal,.hr;t:l eitadas por D(·!tlolt1:abe. 

2 Metz, 29 (le Diciembre de 1818 (D¡t! loz, (laJa palahra mil¡orio, -nú· 
mero 168); París 15 do Junio do 1857 (Dillloz, 1858.2, U1); l'atllJ, 15 
de Enero de 1811 (Dalloz, en la palabra itlterdicción, Uíllll, 7~, 10 y 2~), 



DE LA lNTli'RDICGIÓl( 371 

mente; el con,ejo de familia se convoca á fin de que dé su 
opillión sobre el ('st"'1<1 del ena:;cllado; esta opinión debe 
ser imparcial; por io flu,' habría Ijue descartar del consejo 
al pariente que l'rov,)t'a la i"terdicrión, porrIllo siendo par­
te en cllitigi,;) no rll10df~ dl1l' IlEa ()pinión en propia causa. 
¿Sería nula h dclil",raeión si ,,¡ pariente lictor en la inter­
dict~ión hubi:-'~_~,! as::;,tirh al CI'IlSCjO? D8lJ() upliearse el prin. 
cipio 1'''001',,1 'illtl l"¡ "~,lit ':lalcria adoptan la doctrina y la 
jurisl,rudcn,'il. La ilT"gnlarid"d dé b composición del con­
spjn no 83 ec ~~1 mí.s:n:1 '--ln1 r;:1[1.;:1. (h~ nnlidad; sí ú pesar de 
la irrc.5ular¡d~t:!, los inl(:]'r-'Si'S del i!lcap0.~itJdo han queda­
dn 1'1enan1entí~ re3gu¡:¡rt!,tt)¡-ls, s8ria contrario al espíritu de 
la ley rJue pr¡lllHlCias'311 lluli,hde, I¡ue no barian mús que 
prolongar el ple;¡" ':' 'lC:¡3iomr gBtos frustra torios. Así, 
pucs, la cuestión de nnlidaJ <Iel,o aLandonarse ú Ja apre· 
elación del j Gez (1 '. 

¿La segunda di;:posición del l1rt. 49C) significa que los hi· 
jos jamás pUfHJan S81' admitirlos al consejo sino con voto 
consultivo, aun cll:mdo liO hu¡'il~scn provocadr. la ioterdic­
ció,,? Basta lecr el (:n:to para convencerse de que no és ese 
el sentido de la l",y. El art. [19[. establece el principio de 
que dcLen sf'gnirS8 para la "omposición riel consejo las re­
glas trnadas en el ti:lllo de h «Tutela»; una tle estas re· 
glas quiere 'Iue de l,rd'el'I!nciQ se convor¡uen al consejo los 
parientes más r.ercanos d~l incapacitado. Luego, en virtud 
del arto [.94, los hijos pon admitidos al consejo. Y ¿estún 
excluidos por PI art. [19ij? Si, si han provocado la intenlic­
ción. Sin embargo, agrega la ley, lo que quiere muy bien 
decir, aun cuando fuesen demandalltes, los hijos serán ad-

1 DLlrdeo,;::, O 11D Julio {ln 1815 (Dalloz, 181;1, 4, 3:J3)i Lyoll, 14 de 
Jnlio 110 1853 (Dal!oh, 18:1-1, 2,8:,»). Bll southlo contr.tl':o, l\IE>lltp(~_ 
lIier, 18 lllcsillol', afio XliI "(DaHoz, en la palahra in{rrdicción, nú­
mero 71). 
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mitidos al consejo, pero sin tener voto deliberativo. Lejos 
de ser excluidos los hijos debón ser convocarlos al consejo 
én toda hipótesis. Si ellos no han pl'Ovo,~"¡]o la intedic· 
ción, quedan dentro de la regla estahlecida por el Grlír'U_ 
lo 494, y asistm á las sesiones con volo rleliber~tivo. Si 
han provocarlo la interdicción, deberían SAl' exelui,los en 
virtud de la disposi.,ión especi,11 del arto 49:5; la ley ha00 
una excepción en su raVe)r, a']rnitiénrlol"s, ['oro si[1 voto de 
liberativo. Nada -es nüs r:<c[on'1. El consejo tiene rOl' mi­
sión dar una opnnión sobre ,,] "8t1110 tllll enfrJ,mo, pem no 
de juzgar. ¿Quién debe ser co' '),~aúo ú ,.lar n,t) p!lI'OC01? Na 
turalmente los parientes que th'nen rela"iones íntimas con 
el enfermo, luego ant8~ que t0¡)OS los hijos; aun Cll'nrrO 
sean actol'es, se debo, pOI' lo menos, escucharlos; excluir­
los, equivaldría á privarse de nn medio de ilustrar al con· 
sejo y por consiguiente al tribunal, siendo así que la léy 
no tiene más objeto que procurar mayor luz en el debate. 
Dícese en vano que las conveniencias impiden que los hijos 
tomen parte en una deliber:1Ción que tiende á incapacitar al 
padre. La objeción no tiene sentido en el sistema del có· 
digo. iCómo! ¡las conveniencias no permiten al hijo que 
dé una opinión sobre el estado de sn padre, y la ley lo au 
toriza á que provoque su intorllicc.ión! iGómo! iel hijo no 
puede dar una opinión, y si pl'ocu:,ar 103 datos que deler­
minarán dicha opiaión! G~mprnnr\el'íamos el grito de la 
naturaleza, si se convo~ase al bijo para inc~racitnr á su 
padre; pero el consejo no incu¡Hcita, sino que únicamente 
da un simple parecer acer"a del estado del enferm.o, ó lo 
que es lo mismo, procura los datos conúucfllltes. Se opo· 
nen los trabajos preparatorios, la exposición de motivos, 
los discursos y los informes de los triJJunos. Todo esto 
favorece, en efecto, la opinión que estamos combatiendo. 
Rechazamos todas esos recursos porque na reconocemOi 
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autoridad que sea superior al texto; en éste se manifiesta 
con claridad la voluntad del legislador, el verdadero espío 
ritu de la ley (1). 

El art. [,95 pone al cónyuge del enagenado un la misma 
línea que:i los bijos. Esto implica qUé el cónyuge debe 
formar parte del consejo de familia cuando no ha provoca· 
do la intecdic"ión, y que ,]"be convocársele eón voto con· 
sultivo cuando es actor, ¿Con qué titnlo el cónyuge es 
r:;icm]¡ro del consejo? C Informe al rigor de los principios, 
él no es aliado, poro es el que produce la alianza; si la cu­
f:ada es convocada al ef)ns~jo, con mayor razón debe serlo 
la mujer. ¿Quién m:'i0l' 'fue ella podría procurar datos so­
bre el estado del enfermo? (2), 

¿Cuál eS la misión del consejo de familia? El art, 494 
dice que nI c'lnsI'jo da su r"t'eeer sobre el estado de la per· 
sana cuya interditlción se demanda, es decir que el consejo 
de familia declara si él demandado se halla en un estado 
habitual de imbecilidarl, de demencia ó de furor. Se ha 
fa !hdo que el consejo no está obligado á emitir su opinión 
sobre el fundamento de la interdicción (3); tócale al tribu· 
1ul ver si hayo nó motivos para incapacitar al enagenarlo. 
Podría irse m:\s lejos y decir que el consejo de familia no 
tiene el derecho de declarar que el demandado debe ser in­
capacitado, porque no es esto lo qne se le pide; no obstan· 
te, la corte de casación determinó, y con razón, que é5ta 
no era una decisión judicial, sino nn simple parecer, que 

1 Anbry y Hall, t. 1", p.:1].1, Ilota 12, y lOR an.o:-!lS qno o~:o¿ (li_ 
tallo V{~:lSU la .lluisprUIl(\IlI)::l (311 Dn:Ll?" (,,1 ~a p:\,iallra interJicclóll, 
núm. 74,1° Y 2 1

\ y, on f¡ollli In GilTltr;trio, las ''',cntolwias citn.uaR OH 
10:'; lIúrnR. 75 y 76. flas Rt'lltoll(',ias fpoilHltes ef:;tán do acuorllo con 
nnestm 01!inión. París, 2 dt'! Mayo dl' 185:3 (Dalloz. 18&3, 2. 191); Y 
1i) 11(1 Jmuo do 1857 (D.t!loz. 1858,2, 91 l. 

j DCIllolomlle, t. S'.', p.367, lIúm. 49;"), Anbry y Rau, t. In, p<igL 
na. 514, nota 13. 

3 ParíR, 28 de Febrero (lo lSH (Dalloz, en la palabra interdicción 
númerO 81, 2°). 
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implica que el demandado se halla en un estado habitual 
de enagenación mental (1). Esto en definitiva no es m;is 
que una cuestión de palabras. Decir que el demandado se 
halla en un estado habitual de locura, equivale á decir que 
debe ser incapacitado; y decir esto último, equivale á decir 
que se halla en un estado habitual de locura, supuesto que 
tal es el fundamento de la interdicción. 

ee ha preguntado si el consejo puede interrogar al de­
mandado. Creemos que la ley decide la cuestión al dar al 
tribunal este derecho (art. lJ,96). El consejo no tiene mi­
sión de dirigir interrogatorios y de levantar informaciones: 
se consulta á los parientes sobre lo que saben personalmen­
te (2). No deben multiplicarse inútilmente los irterroga­
torios del infeliz atacado de locura, porque esas pruebas á 
que le someten no hacen más que irritarlo y agravan, por 
consiguiente, la enfermedad. Respetemos en hora buena la 
ley, pero no nos mostremos más exigentes que ella. 

266. ¿Hay lugar á récurso contra el parecer del conse­
jo de familia? No puede ser cuestión de un recurso por el 
fondo, supuesto que la deliberadón del consejo no contie· 
ne decisión; no se instaura una instancia contra informes, 
y ¿ante quien se llevaría tal instancia? ¿Ante el tribunal? 
Pero el tribunal toma conocimiento del parecer y por con­
siguiente, lo fizcaliza; luego el demandado puede hacer va­
l~r sus querelias eu el curso del debate. Otra cosa es de 
los vicios de forma; en esto volvemos á entrar al derecho co· 
mún, que permite se ataque toda deliberación por este ca· 
pltulo. Sólo que como no hay formas prescritas bajo pena 
de nulidad, el tribunal tendrá un poder e iscrecional. Tal 

1 Sentencia de denegatla apelacióll, tle 5 {le AUl'il de 1864 (Dnl1oz 1 

1865, 1, 84). 
2 En sentido contrario, Demolombe, t. 8~, p. 359, núm. 458. 
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es la opinión general, en caso de tutela, y también lie la 
adopta en materia de i:,'r ~i~ción (1). 

Si el juez encuentra que 00n motivo de la irregularidad, 
los intereses del demandado no han sido sufi~ientemente 

garantidos, anulará la deliberación, en el sentido de que pa­
ra nada tomará en "lIenta la opinión y pedirá otra nueva (2). 
y si, á pesar de la irregularidad, el consejo ha obrado en 
interés del en3genado, el tribullal mantelldr,i el parecer (3). 
En materia de illterdicción, to,lavla más que en materia de 
tutela, hay que cuidarse de un exceso de formalismo; des­
pués de todo, no se trata más que de un parecer, que el 
tribunal es libre par. admitir ó desechar. No es el parecer 
de la familia lo que cansti uye el elemento decisiv) del fa­
llo, sino él interrogatorio del demandado. 

267. ¿Puede el tribunal recbazar la demanda de inter­
dicción ~in tomar el pardeer del consejo de famili~; y, por 
lo tanto, sin instrucción ulterior? Se ha fallado la afirmati­
va, y con razón (4). Cierto es que el texto parece impera­
tivo: el tribunal ordenará, dice el arto 494, que el canse­
jn de familia dé su parecer. Pero el código de procedimien­
tos agrega que habrá un informe del juez comisaría y que 
se oirá al ministerio público; lo que supone una delibera­
ción que seria inútil si el parecer fuese obligatorio (5). Por 
otra parte, hay un viejo adagio 'jue dice que es inútil pro 
bar h, eh os que no son pertinentes ni concl.lyentes: frustra 
probatur quod probatum non relevat. No son siempre 

1 Colmar, 14 de Juliu lle lS:JU (Dalloz, on Ll valalJraillterdjcc·Ó"l, 
Húmero 84-, ;)0). 

~ Caen. 28 de Jnnio de 18:.!¡ (Dalloz, en la palahra interdicc:on, 
número 84, 2°). 

::; Sont("llcia <10 (lc¡:f'.6~Hla ap('laciólI, (le 2 <le Agosto de 1860 Da_ 
1101,,1800 '.495). 

4 .Sentencia de llt'lll\gaiLl apolación, (le 6 de Ellero ele 1829 Da_ 
Hoz, en la palabra interdicción, núm. 68). 

5 Demolombe, t. 8", p. 355, núm. 489. 
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serias las demandas de interdicción: tales son sobre todo 
las oposiciones al matrimonio fundadas en la de:nencia del 
futuro esposo; el código mismo permite que se declare sin 
haber lugar pura y sencillamente (art. 17l¡,). Si el oponen­
te prosigue la interdicción, como debe hacerlo, el tribunal 
podrá también desechar la demanda, si no le parecen per­
tinentes los hechos: ¿á que conduce prolongar una instruc­
ción cuando es claro que será frustratoria? 

Diversa es la cuestión de saber si el tribunal puede pro· 
nunciar la interdicción sin tomar el pare\'er del consejo de 
familia. Aqu! hay que conformarse con los términos im· 
perativos de la ley. El parecer del consejo no es un simp!e 
acto de procedimientos, sino u na formalidad substancial 
porque tiane por objetó ilustrar al tribunal sobre una de­
manda que interesa la capacidad y la libertad del deman­
dado; se refiere, pues, á intereses de orden público. Sigue­
se de aqui, que la nulidad de la deli beración es también 
do orden público; por consiguiente, no puerle ser cubierta 
con la conformidad de las partes (1). Esto no quiere decir, 
que el parecer del consejo ligue al tribunal; nunca está li­
gado el juez por acto ninguno de instrucción; él aprecia 
el parecer, como aprecia todos IOH elementus del procedi· 
miento. Pero el parecer de la familia, sobre torlo cuando 
establece que la persona cuya interdicción se diligencia se 
halla en un estadó habitual de imbecilidad, de demencia 
ó de furor, debe tomarse en mucha consideración; los tri 
bunales jamás deben perder de vista que se trata de privar 
á una persona de su estado y hasta de su libertad (2). 

Núm. 4. Interrogatorio del demandado. 

268. El arto l¡,96 éstablece que «después de haber reci­
l LYOD, 14 de .T ulio de 1853 (Dalloz, 1854, ~, 33). 
2 Besao90n. 4 pluvioso, año XIII (Dalloz, en la palabra interd1C_ 

ción, nlÍm. !l4, 4~) 



1)J,,; LA INTF.RDlCCWN 377 

Lido el parecer del consejo de familia, el tribunal interro­
bnrú HI demandado en la sala del eonsejo.» En el antiguo 
dúreeho, d intOlTogatorio no era de una necesidad absolu­
ta: Jlllf-m TJútnero dH intcnlicciorlp-s, dice "Merlín, se han 
('odiru¡ad" por apl'!ac:iclll. aunque pronunciadas sin aquel 
prf'limi'Jil!', ('uya imf,urtan"ia, por otl'a parte, no es posible 
dej'Je do' rne' n 1,",1' (1 l. Ya nI) 1'"5a lo mismo en nuestros 
días; la 1", (' "'l",r:ltiva, en el sentido de que el juez no 
puede pro,,,,,','. l:t illtordicéión óio haher ordenado el in­
terrogatori", 11<'m08 dicho m'denado, porque es evidente 
que si el dcrna"daJo se rehusa:í cllmparecer, su denega­
ción no pued', ü,lpoc!ir 'Iue el tribunal continúe la instruc­
ción y pronuncie' la interdiceión, si hú lugar. La jurispru­
dencia se halla en "ste sentido y esto no da lugar á dudas. 
Se ha fallodo por la "orte rle cas:¡ción que el tribunal no 
puede limitarse á declarar que el demandado no ~6mparece. 
En efecto, el art. 49G agr"ga 'lue si el demandado no pué­
(le presentarse en L ,ala del fOIlSRjO, se le interrogará en 
su propia habita1'Íórl pur- U:JO d~) 1",; tnagístrados comisio .. 
nado d efeCl<l, asisli,lo del escribano, La ley quiere que en 
todos los "asos el mi" istrJriü púhlico Se) halle presente al 
interrogatorio. Síg(wsC\ de aquí que el tribunal no satisface 
la ley cuando, después ,le haber ordenado el interrogato­
rio, pasa adelante sin haber hecho constar la denegación 
dd demandado, ó sin haber ordenado que éste sea interro­
gado Ü uo("ieilio (2i. Esta decisión parece rigur6sa; pero 
no t;01e olvidarse que la acción tiende á quitar á una per­
sona la capacidad ,le que disfruta y á autorizar su secues­
tro, Lurgo es preciso que el triLtmal pronuncie con gran 
conocimiento de causa; ahora bien, el iuterrogatúrio es el 

1 l\:lerJill, Reperforic:'; t:il la palabra interrlicóón, pfo. 3°, núm. L 
~ Sentcnüia de c:uiUci6u, Ll8 Ü de Mayo de 1860_ (Dalloz, la60, 1, 

2U), 
P. d, D. TOIllO V.- 48 



378 !l!I LAS PEll.!ONA~ 

medio más se guro y á veces el úuico para probar la locu· 
raí los dementes pretenden siempre que están perseguidos, 
y suelen manifestar una rara habilidad en su defensa; úni· 
camentil en el interrogatorio es cuando traicicnan la alteo 
ración de sus facu Itades. La corte de casación ha tenido, 
pues, razón para dicidir que el interrogatorio es una me 
dida de orden público, y por lo tanto, un elemento ese n . 
cial del procedimiento. Si no ha habido interrogatorio, too 
do el procedimiento es nulo (1). 

¿Quiere decir esto que el tribunal no puede rechazar la 
demanda, después de haber recibido el pameer de los pa­
rientes, sin haber procedido al interrogatorio? Acabamos 
de decir que es de jurisprudencia que el tribunal puede re· 
chazar la demanda, aun sin tomar el parecer de los parien­
tes; con mayor razón tiene ese derecho después de haber 
consultado á la familia (2). Hay una sentencia en sentido 
contrario, y hay autores que piensan que el tribunal debe 
siempre proceder al interrogatorio (3). Ellos lo deciden as! 
por interés del demandado, y aun cuando el consejo de fa· 
milia hubiese emitido la opinión de que no habla lugar á 
pronunciar la int.mlicción. Sin duda alguna, 'fue la justi­
cia debe proteger al enagenado, aun contra la in,liferencia 
de sus parientes; pero también cuando el tribunal tiene la 
convicción de que el demandado no se halla en un estado 
habitual de lorura, ¿por qué obligarlo á que proceda al in­
terrogatorio? Esta medida, lejos de ser provechosa al ena­
genado, podria serIe fatal. 

269. El código de procedimientos (art. 893) quiere que 
1 Sentolll'-ia tle tlollcgaüa apelación, de 20 de Abril de 1863 (Orlo­

lIoz, 1869, 1, 229). 
~ Sentolleia do <lcilí'g'¡tda apolnciólI, 11e 4: üe Agosto de 1812 (Di.l_ 

Hoz, en la pnlabra intadicción, núm. 87). 
3 Vé.allse los autores citados en DaI1oz, on la palabra interdicción, 

núm. 88, y la sente"oia ue Orlcans, (Dalloz, ibid), do 26 de Feurero 
de 1819. 
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el requerim ien to y el parecer del consejo de familia séan 
notificados al deman darlo, antes de que se proceda á su in­
terrogatorio. ¿Debe también notificársele el fallo que orde· 
na el interrogatorio? La corte de Bourges ha resuelto con 
razón que no se requeria esa notificación (1;. No deben mul­
tiplicarse inútilmente las formalidades, y menos aún las 
nulidades. E'l el caso, no puede tratarse de nulidad, pues­
to que en punto á ados (le procedimienh, no hay más nu­
lidades que las que formalmente pronuncia Ll ley (articu­
lo 1030;. Pcr otra parte, e: art. 893 decide implícitamen­
te nuestra cuestión. Prescribe la notificación del requeri­
miento y del dietamen del consejo; habria prescrito tam 
bién la notificación del fallo que orden~ el interrogatorio, 
si lo hubiese juzgado neeesario. El objeto de h ley se ob· 
tiene por la cita que debe hacer,e al demandado para que 
comparezca en la sala del consejo. 

El interrogatorio lo hace el tribunal, dice el art. 496, y 
no un juez delegado al efecto. Se concibe la razón: los jue. 
ces deben ver al demandado y escucharlo: la actitud de és­
te, dice Emmery, el tono, el gesto, les hacen saber más 
que las palabras. Si el demandado no puede presentarse 
ante el tribunal, se le interro¡;ará en su morada rOl' uno 
de los jueces comisionados á este efecto, asistido del es· 
cribano y en presencia del ministerio público. El escribano 
levanta una ada. En esta materia, el acta no debe limitar. 
se á referir la substancia de las respuestas dadas por el de· 
mandad~_ Es preciso, dice Merlín, que el acta haga roen· 
ción de los gestos tlel demandado, su continente, sus risas 
y hasta sus miradas (2). 

La ley quiere que el interrogatorio se haga en la sala del 

1 Bourges, 28 ue Mayo de 1828 (Dallo7., en la palabra interdjcción, 
núm. 90). 

2 Merlín, Repertorio, en la palabra interdicción, pro. 3°; núm.!. 
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consejo; teme que la presencia del público afecte con de· 
masiada vivacidad al enagenado; por otra parle, irnpOl'ta 
que no se dé resonaucia á una instrucción quo pued8 con­
ducir á que se rechace la demanda; luego es r'¡'¡JJiw ten'}!' 
miramientos con la justa susceptibilidad de aquél cu~a in­
terdicción se tramita (1;. ¿Habl'la nulidad si el iuterrogato­
rio tuviese lugar en la audiencia? Coma la ley no h pro­
nuncia, debe aplicarse el principio de procedimien to que 
acabamos de recordar (2). 

En todos los casos, agrega nI arto 493, el procura,lor 
imperial estará presente al íntenogatorio. Debe as'slil', por· 
que el estado y la libertad de las personas son b materia de 
la causa; ahora bien, el ministerio público os 01 d, .• Lm,ol' 
nato de los incapaces. 

La ley no contiene ningnna disposición sobre la pwn8"a 
de proceder al interrogatorio. Por analogía debe "pliearsc 
lo que se praetica en las pruebas j udir)íales. La eorte de 
Bruselas ha deducido las consecuencias sig'1icntes: Eu pri· 
mer lugar, antes de prnceder al intolTogatorio, el juez de· 
be dar á conocer al demandado el objeto de las preguntas 
que van á dirigírsela. Esto es, sobl'e todo, indispensable 
cuando el fallo que ordena el interrogatorio no p.e ha noti 
ficado al demandado. No debe ser que, e!iuf'z proe,,,j:¡ por 
sorpresa, y mncho menos todavía qne 1'0,'1]1'1"" al ~rtifi,~io y 
á la astucia para ~rraIH'ar re~ruest.as a u" ,,,I" .. lil ti 'lllien 
todo le espanta. En seguida, las rCSflué;;t:IS 1", '., 0., -r:bir· 
se en el acta y en su P,.ps8w:ia tleben Itl',,,·1 .' ¡i" de 'lile 
pueda, si lo estima eonvcnienlo, hacoI' SIl' ,iJ",,.v.1,~iones 
sobre las respuesta:; que é~ crea 'lile ll<' h, rejlro':u",'¡o 
exa(~tamente. Sino SR hlibiesen ohsBrv~:uh t'~as f()rm3~) el 

1 lnfol'lIlt:\ relltlido ,,1 Trilllllwdo po!' lk'r!;,llllt d, (}l'\:~¡i:¡4,'7 UÚiHü 
ro 6 (Lomé. t. 3", p. 47H). 

2 Blll:'u,ngoll, 2G 4Iu li'd)r(~ro de 1810 (Valloz, 011 h paJ(1)['¡J úder­
dfecion, nÚm. 9:?). 
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juez debería crdenar que se procedieoc á un nuevo interro­
gatorio, y h corte de apelación podría reform 11' una decisión 
que se hnb'ese proi1unciado si:! (¡ne e: rlem",]a lo haya 
disfrutado d.c lag El:r~lnl.f;ls ~n(líSpcl:~.ahhsJ siendo a~,í q~e 
Sé trata de pri";~r :i Ulla pC'l'sona de su estarlo y de su li­
berta,l (1;, 

El juez pl~C"!'~ ::ie:nprc :)¡'denar un se-gundo interrogatn. 
rio; la ley In "l,ono (art. '!D7) y 118 mil, do las Vrlces SOI'11 

lloec,5[trio si ~Il el primCi") no se U,-'gó ú conlproLü.r con CCl'l'> 
tez1 d cotado del demalllblo, 

Núm, ;J. De la rdminisl¡'nciún ¡JI·oeisiolla.l. 

270. El art. '¡(J7 di,~o~ « D ~3p uó' ,!el pi'i,uer int"lToga­
torio, (1 t.rilm~!J.I elll"r,[!' "1Il<t;-Ú, ~~i hay lllgar par:::. ello) ú uD 

adminbti'.Hlol' pr,~¡\'::;i':['.·1 ;,{l~'iJ (IUI) llJ!110 á su cuidad·, (t la 
pp,rsona y los bi(~n,'s d~,~ dl~!tlan,i<.ld;),)) lLsulLl por lr.,~~ tú¡'­

minos de la ley que el j'l"Z tiene, en esta nnt'.11'i3, un 1'0' 
,le,' discrecional. El nOrn IJl'.lIuü'lltJ ,lo Iln arlmillistm'¡ol' 
pllt'Jr~ ser I1r,cesal'il) para h" C.1!!S:lS 111ÚS opuestas. Si el 
in terrogatnrio prue]¡a qu : ,,¡ lhmall,b,Je¡ es absollltamiJl1te 
incapaz de glibel'nal' su ptH'::í lUl y adn1inLstr'ar sus hienes, 
hay urgeneia, de llo::Jhr,¡r inmt~JiatilmeJlte á un [\.{iIninistra ... 
dor, (~n e~pPl'a \t, fj!l{l S¡~ p!'()nun(~ie (~l fallo y dcl que pneda 
pl'oc(ldl-'rs(~ ¡jl I' 'rnlll',trni"llt'l du un tulor. Puede talLbi¡Jn 
suepder quP d ji t,-';'l" 'g-q())'¡ I deje algu!l::l. duda acer~a del 
estado vPrd"rI"f''I <Id ckl!au,larlu: él osli onferml, snS fa, 
cultarles intelel'lllal,"s ,,,Iún :r lt''''ad as, pero la enfel'me,lau 
es mil,; hien b,oa '1 uo rnond si, COll1¡¡ se saue, hay locnra 
delinitivIl (¡ dl's"'IUiiiIJl'i'i transitorio. En semejante, circuns. 
tuncias, la corte de París ha pronunciarlo un slurcseimiento 
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le ocurra, hasta á la mujer de aquél cuya intcl'uirción se 
promueve. Acerca de este pu.,tú casi !lO hay (lurL\ algulJ", 
puesto fJue la ley estú conce!,j,la en l,,~ términos los wús 
generales, y da por consiguieute al tril'\lnal¡,o(lcr rara cni­
dar como mejor lo entienda lo,; intereses <1,,1 d"m:nllbrlo. 
Se ha fallado, por aplica,cióll J,; este I'I'llLi:,¡" 'luo el tri 
Lunal, al canGar la adlllinistl'aejou l"'ovisi"ual ti la lllnjer, 
podla autorizarla para euageual' Ó hipo!",,;¡r lus bielleR de 
la comunidad y los Lienes propio, de los C()n~'úges (1 ¡. 
¿Pero qué dehe resolverse si el LlIo ',ue :";ml,,a al admi­
nistrador no define tlkhos l)(o'lmes? L'" n'¡smos ténuiltos 
de la ley los (letermh:,n. S:] t!:Jt,: ,le u:'" administración 
provisional. Luego el (¡ue quc' ia ewarg:H!o de >lila no tie, 
ne más que los tlerodl"s de un adllúnistradol'j si ha)' uti­
lidad ó necesitla,! eIl eic~utar Ult ud" de ,lisposidóu antes 
del fallo delinitivo, el administmdllr ,lelJer;'l dirigirsl1 31 tri· 
Lunal, el que lo aut<Jrizará 1'11 vil tuo! cid f'oJI'r dis"re,~ional 
de que se halla inveotido. En cllaflt, Ú \"S :Jet", de admi­
nist~ación, PI administrador lieu .. , "f1 ¡,rílJc'i"jo, nl ¡j:;recho 
de ejecutarlos, pero ~~nn una l\¡~Üi'kd')ll; 1:0 ;:¡ieudn ~u gr:s· 
tión más que provisional, no COllV:,',:'-' 'lu,\ v8rilL¡ue actos 
definitivos, SL1,lyO el (;h50 de ll;j.~.l'si(l,dl o de ut"lidud eviden­
te. Se ha fallado que si el 'l,lmiui,ir:H!u, se :lxcecliese (le 
estos límites y vendie¡e los bienes d81 e:wgenado, pOllía snr 
revocado por el tribunal: en efedo, él es [ln simple mw,' 
datario, y por ¡u téllLto, Sil iuandaLo es revoeu¡'¡,l (2). 

Conforme al mismo principio debn r,);ulv"rs'j 1(\ euestión 
de saber si él administrador tien!) calidad para rr'present,r 
judicialmente al enagenado. Ei poder de administrar lIO 

implica el de representar, mudlO meno, aúa cUdnrlo la ud-

1 Sl.lutOllíli¡\t ilt.~ Ü<~i1l...,g¡-;.(la ¡~P~"!:H~iúH, \h¡ 19 lL~ .¡-'U~, .. ,·f'J ,1..., 11:'it)5 
(Dalloz, 185G, 1,7[l). 

2 Bruselas, 30 de Agosto de 1806 (lJa.lloz eu b l'~\l¡\b:'<L inlrrdic_ 
oión, núm, 1\3). 
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ministración es provisional; administr,!l' es manejar, pero 
no representar. Pero si el administrador no puede litigar, 
ni demandando ni contestando, ¿quién representani, pues, al 
enagenado? Si se trata de intentar una acción, el adminis­
trador se hará autorizar por el tribunal: el juez, que puede 
darlé el derecho de enagenar) puede también darle el de· 
recho de litigar. Si hay que intentar una acción contra el 
enagenado ¿contra quién se formularú? La corte de París 
falló que el administrador tenía calidad para contestar á las 
acciones; sería, oice la sentencia, comprometer los intere· 
ses del incapoz y paralizar Jos derechos de los acreedores, 
si fuere nécesario suspender las acciones hasta el nombra· 
miento de un tu tnr (1). Ciertamente que las acciones no 
pueden suspendersé' ¡,Los qUA tienen nna demanda cootra 
el enagenado no ¡JUd¡i,dl dirigirla contra este mismo? El 
juido que noml,ra ú un administrador no impone al eoa· 
genado la incapaeirlad, sino que provee únicamente ú las 
necesidades de la ,dministración (2i; permaneciendo capaz 
el en'lgenado, c0ntra él debeo formularse las acciones, sal· 
va que el administrador pida al tribunal que nombre al 
ellagenado un tuí'Jr ad !toe, ó lo (¡ue sería mús regnlar, 
que el administl'adur sea aubrizatlo para defender. En 
ningún caso el administrador, (~om" tal, tien0 el derecho 
de contestar á las accioneo; si contra él se han intentado, 
to,'" lo que se ha hedlO es nuló (3). 

La corte dtl casación así lo ha fallado ,! 1 un caso en que 
el auministl'ador provisicmal había sido tlombl'ado por el 
fallo que pco!1unciaua la interdicción, espcl'ando la organi-

1 París, 20 de Agosto do 185:3 (Dalloz, 1855, t, 2-!.:9). 
2 Gante, 25 d4J Julio de 1831 (f'¡78icnsia, ISa!, '2, IU,'",)¡ 'fOJOS~l, 24-

de l\fayo do 18~G (DaI:oz, 011 la palahra interdicCIón, nÚIlI. 114, le). 
3 Seutentia, (h\ casaciólI, de ~;t ;Ie Enero üe 1855 l Dalloz, 1855, 1, 

218); Y Ronen, 2~ ele Enero ele 1856 (Dallúz, 1856, 2, 133). 
P. d{ D. TOil!O \'.- 40 
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zación de la tutela. Esta circunstancia no modifica en nada 
los poderes del administrador. U nicameate que siendo el 
enagenado incapaz desde el fallo que ha pronunciado la 
interdicción, las acciones ya no podrían dirigirse contra él. 
Sería preciso entonces que el tribunal autorizara al admi­
nistrador provisional para que coatestase, ó los acreedores 
deber~an provocar el nombramiento de un tutor, como lo 
ha resuelto la corte de casación. 

273. El art. q97 dice que el administradol' provisional 
cuidará de la persoua del demandado. Se pregunta si éste 
puede ser puesto en una casa de salud, en virtud del fallo 
que nombra á un administrador. El código deja indecisa la 
cuestión. Según el espíritu de la ley, debe contestarse afir­
mativamente. Esto es lo que debe entenderse por estas ex 
presiones: cuidú?' de la persona de un ena,genado. Un 
solo medio hay de cuidarlo, y es colocarlo en un estableci­
miento en donde se le secuestrará, á menos que su fortuna 
permita que se le trate á domicilio, lo que también exige 
la secuestración. La ley de 18 de .T unioUe 18liO ha zanja­
do la dificultad declarando que las personas atacadas de 
cnagenación mental pueden ser recibidas en nn manicomio 
á demanda del administrador provisional, acompañado dél 
juicio pronunciado en virtud del art. q9I (art. 7, núm. 1). 

27q. El administrador provisional, como que tiene la 
gestión de los bienes del enagenado, es responsable de las 
cuentas. Esto es el derecho común. El rinde cuenta al tu­
tor si se ha pronunciado la interdicción; si se desecha la 
demanda él rinde cuenta á la persona misma cuyo patri­
monio maneja. En este último caso sus funciones cesan 
á contar desde el fallo que rechaza la demanda; en el pri­
mer caso, debe continuar administrando ha~ta que se nom­
bre al tutor (art. liOli). El es también responsable, siempre 
conforme al derecho común, es decir, como mandatario 
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(art. 1962). No pueden aplicarse al administrador provi­
sionallas disposiciones especiales que se hallan en el titulo 
de la Tutela, sobre las obligaciones del tutor, porque él no 
es tutor, y no pu~dé tratars6 de tutela antes de la interdic· 
ción. Luego si está alcanz"do, no deberá los intereses de 
pleno derer,ho; en cambio, debe el interés de las snmas 
que ha empleado en propio provrcho, á contar desde dicho 

em pleo (art. 1996), y tiene deredlO al interés de los anti· 
cipos que haya lweho, ú contar desde el día en que aque­
llos queden comproLados (art. 2001). El administrador no 
está sometido ú la hipoteca legal; no hay hipoteca legal sin 
ley; ahora bien, ningún texto da al enagenado una hipoteca 
sobre los bienes del administr~dor provisional nombrado en 
virtud del art. ~97. Esto se ha fallado así bajo el imperio 
del código civil (1). La ley hipoteearia belga da una hipo. 
teca á las personas puestas en establecimientos de demen· 
tes, sobre lós bienes de su administrador provisional (arti· 
culo ~7). pero el administrador de que da á entender que 
habla la ley de 26 tle Diciembre de 1851, es aquél que se 
nombra en virtud de la ley de 18 de Junio de 181)0. 

Núm. G. De la in/o1'mación. 

271). El art. 803 del código de procedimientos dice que 
«si el interrogatorio y las piezas que sé producen son insu 
ficientes, y si los hechos pueden justificarse por medio de 
testigos, el tribunal ordenará la información, si hubiere 
lugar.)) Así, pues, la información os facultativa. Se ha 
{alladó que el tribunal debería orrlenarla si el defensor la 
pide ',21. Sin duda que, como Jo expresa la sentencia, en 

1 Scntí-mtJi.¡ de tlell,~g;lda ap¡daciúll, 110 :J7 dí~ Abril du 18:':1 (D,L 
Hez, 1\11 lit palahra "privilegios tí lljpot(l,~a.':'," lIÚlll. 10;37, 

:3 Tolosa, 13 de Julio do 1811 (Dalloz, eH la palahr<l inllrJlccjúJI, 
núm. 100). COlllpúrcsc. sentencia de tlon('g¡\tht apelación, de [) de J u· 
lio do 1837 (Dalloz, ibid, ulml. 24, 3~). 
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una materia concerniente al estado y á la libertad de las 
personas, se necesitan las razones más poderosas para de­
terminar al juez á que prouuncie la interdicción; así, pues, 
es bueno que recurra á todos los medios de prueba. Sin 
embargo, la leyes precisa, abandona al juez el cuidado de 
disol ver si hay lugar á la información. Si el interrogato­
rio y las piezas que se producen son sulicient6s ¿para qué 
prolongar inútilmente la instruccion? No hay que distin­
guir, como se ha propuesto, entre el caso en que i:1 de­
manda es admitida y aquél ('l] (¡ue se rechaz'l (1 J. La ley 
declara la información facultativa, y no eorrnspondc al in­
terprete vol verla obligatoria (2). 

276. El art. 893 del código de proce,jiminotos (lhl que 
la informaciól'l se hará cn la forma ordill1r·"; la in)', no 
obstante, trae una der"gadón al derer·h'l ,'''Imin cll1'ld.1 

agrega: «El tribunal podrá ordenar, si las dr"u(jsbneias 
lo exigen, que la información se haga fuera d~ la pJ'(~sencia 
del demandado; pero ~n este caso, Sil conse.i" porirc\ repre· 
sentarlo.» Se comprende quc Un debate qu.~ <1xcita la ava­
ricia é inflama las pasiones, habria si,lo peligros) para el 
enagenado que se le pusiera en presencia de los que vieneu 
á descubrir su estado mental, y por consiguiente, lo:; tes­
tigos habrían podido retroceder ante la revelación de toda 
la verdad. La excepción, por lo demás, confirma la regla. 
Hay, pues, qué aplicar las disposiciones del código de proce­
dimientos sobre las informaciones. Sigllcse de, ~ri!li que los 
parientes y afines de las partes, así como los servidores y 
criados, pueden ser tachados. Así Jo falló la corte de Gau­
té (3). Hay una sentencia contraria de l'l corte Je Bruse­
las (~). La corte dice que en materia de interdiccióñ «en· 

1 Dalloz, Repertorio, en la palallra inferdi,·r.ián, n11ll1. 100. 
2 Gante, 27 .10 Abril de 1835 (l'aslcr;sü" 1835. ~, 176). 
3 Cante, 27 de jl"yo do 1868 (Pn,;cmin, 18G8,:l. 414). 
4 Bruselas, 2 de Marzo do 1863 (Pasicrisia, 1863,2, 1¡¡0). 
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tre los parientes y servidores es en donde la justicia va á 

buscar pruebas para conocer la verdad, y 'lile muy á me­
nudo sólo estas personas se hallan en aptitu r] do procunr 
informes.» Nada más cierto que esto, nero el motivo se 
dirige al legislador; el i:Jtérpretc e,tú alado por la ley y no 
le es posiule derogarla; y ovidectclllento equivale ¡\ dero­
garla admitir testimonies (lile le ley hclla de sC1spechosos. 
El código civil admito Cfl1 nxcpp"i'in on el procedimiento 
do divorcio r art. 2:511. La [[]isnn ,·,¡zrin hauía para oír ,'t , . 
los paricnte~ y 11 los criados en el litigio de interdicción; 
pero ellegislatlor no lo h" hecho, y no es atribución del 
juez crear excepciones, cu:[,L!o una disposición formal del 
código ,le proccdimientns mantione la rogla. 

~Ialfwille obS8rva fino 2\ (~/)lligo no ¡orcs('l'ihe al trihunal 
que f1id:1 dit;t:;men Ú los mo'lic-I~, 11) (I'lC nnnC;t, di(~e él, 
dejaba de hacerse e,¡ ~l ~nli(_;u¡) "orcchn (!l. Este, un efe­
to, es un extraño olvido; ¿r¡nién m<ejor 'lue los médicos está 
en aptitud de apre('ial' el (,starlo de nna persona '1ue es re­
pnt ,da demente? nly (¡u., rleeü' mús: ellos son los únicos 
competentes, portIue se trate) do Ulla enfermedad, y de una 
enfermedad que ú menudo es muy difícil comprobar. El 
juez puede reparar el 01 vido del legislador ordenando una 
información en la cual sean oidos los médicos. 

Núm, 7. Deúate y fallo. 

277. r:lla~:l() h in,t--clcción so ha terminarlo, se vuelve 
á en1rar al <Ícl'üdl0 cc,m(tn. El ~rt,. 'lf18 tlic." «El fallo so­
bre una demanda de intcrdiceitJn no p,d:ú l',.:nnncial'se si­
no en aurliencia púulÍl:a. oídas las partes tÍ citarlas.)) Ya he­
mos hecho notar '1ue la ¡lU1JlicitbJ os una regla general, y 
según la legislación uelga, una regla constitucional. Hay 
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que agregar que según los términos del arto 5i5, el minis· 
terio público debe tomar cónclnsiones: se trata de privar de 
su capacidad y de su libertad á un hombro que disfruta de 
sus derechos; el ministerio público debe ser oído, porque 
no hay otra causa que interese en más alto grado al orden 
público. 

El fallo puede pronunciar la interdicción ó rechazar la 
demanda. Si la rechaza, el actor podra ser condenado á 

danos y perjuicios. Habla una disposición er. tal sentido 
en el proyecto del código civil, la cual se suprimió por ser 
de. derecho común (1). El tribunal puede también, al re­
chazar la demanda, nombrar un consejo judicial al deman­
dado. Más adelante trataremos del consejo judicial. 

Ya hemos dicho que no puede haber ni consentimiento 
ni desistimiento en materia de interdicción, porque es de 
orden público (número 248). 

278. Se pregunta si los acréedores pueden intervenir en la 
instancia y si tienen derecho á formular tercera oposición al 
fallo. La negativa es cierta. Por más que el fallo tenga efecto 
contra los terceros, como vamos á decirlo, los tereeros no tie­
nen ninguna calidad para intervenir en la instancia. La per­
sona cuya interdicción se promueve es la única qué tiene cali· 
dad para defender, porque es la única parte; trátase de su es· 
tado asl como de su libertad; asl, pues, en su persona con­
centra todos los intereses: si es declarac'a incapaz, el fallo 
tendrá efecto réspecto de todos. No hay lugar á aplicar los 
principios sobre la cosa juzgada, porque se trata de un de­
bate en que realmente no hay más que una persona inte­
resada, que es el de:nente. Si se le declara incapaz, su in· 
capacidad debe existir respecto de todos, del mismo modo 
que. la incapacidad de la mujer casada existe respecto de 

1 Dem@lombe, t. 8~, p. 370, núm. 525; Duranton, t. 3':', p. 685, nú­
mero 745. 
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todÓSj por más que resulte de un contrato, los contratos 
tanto como los fallos no tienen efecto respecto á terceras 
personas. Hay éxcepción á este principio elemental cuan­
do el estado res rita de un fallo ó de un cvntrato; el estado 
y la incapacidad que de ello resn !tan tienen entonces efec< 
tos respecto á toda la sociedad. 

A decir verdad, el juez no hace más que declarar la in­
capacidad natural de que se baIla atacado el enagenado, y 
la declara á nombre de la sociedad y para la sociedad; del 
mismo modo qUd el oficial del estaJo civil comprueba res­
pecto á todos el matrimonio, y la leyes la que hace deri­
var la incapacidad. El acta del estado civil, probando el 
matrimonio respécto de todos, por este mismo hecho la in­
capaciJad debe existir respecto de todos. Del mismo modo 
el rallo atestigua que el incapacitadr) no goza de su razón, 
y esto está atestiguado respecto á todos; luego la incapaci­
dad que es inherent~ á ese rallo deb~ existir respecto :í to­
da h sociedad. Esto exclul·~ los principios sobre la cosa 
juzgada; estos principios suponen (Iue el rallo ha arregladu 
intereses particulares, y naturalmente la decisió¡¡ n~ pueie 
ligar sino á las partes en causa y que han podido ',·["ender 
sus intereses_ En la instancia de interdicción, no constitu· 
yen el objeto del debate los intereses particulares concer­
nientes á las partes y :\ los terceros. Un solo interés es el 
debatido, el estado y la libertad del demandado; luego él 
solo es parte; si es incapacitado, nadié puede reclamar, 
porque nadie, á excilpción de él, tiene interés. Siguese de 
aqui que no puede ser cuestión ni de intervención ni de 
tercera oposición ({'¡. 

En cuanto á los parientes que tienen el derecho de pro­
vacar la interdicc:ón, no tienen ni interés en intervenir ni 
en formar tercera oposición. Si el rallo pronuncia la inter-

1 Promlo:l, Tra'ado sobre el ~st(ulr) dt las l'usoJws) t. 3\ p. 538. 
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dicción, los derechos de aqnellos quedan resguardados. Si 
se rechaza la demanda, pueden formular nueva demanda 
en su' nombre (núm. 200). 

279. Hay Jugar á ap4\lación; si el fallo de prLnera ins· 
tancia ha pronunciado la interdicción, la apelación debe 
interponerla el incapacitade. Esto és el derecho común. 
El solo, ademáY, es parte en la causa, como acabamos de 
decirlo; él soJo, ea consecuencia, puede promover para pe­
dir la reforma del faIJo. Si éste ha desechado la interdic­
ción, la apelación puede formularla el provocante. Esto es 
también el derecho común. El art. 893 del código de pro­
cedimientos agrega que la apelación puede también inter­
ponerla uno de los miembros de la asamblea, es decir del 
q¡Jnsejo de famUia. En esto hay derogación al derecho co­
mún, porqtle el consejo de familia no es parte en la causa, 
ni siquiera puede decirse que la ley ha querido permitir á 
los pariclntes que prosigan la instancia de apelación, á fin 
de prevenir una nueva demanda, porque hay también pa­
rientes políticos y amigos; en las sesiones del consejo 
tendrán rl derecho de apelación; eIJos tendrán el derecho do 
apelación aun cuando no tengan el de intentar la acción. 
El motivo que acabamos de dar es, sin embargo, el únic.) 
motivo que explica esta derogación de los principios gene· 
rales: la ley tiene presente el caso general en que un pa­
riente formulase apelación, y ella ha querido al dar este 
derecho á la familia, permitirle que defienda sus intereses 
sin promover UD nuevo proceso. 

¿El ministerio público puede formular apelación? Sí, 
cuando él ha provocado la interdicción. Nó, cuando no la 
ha provocado. Se queda dentro del derecho común, porque 
la ley no hace ninguna excepción en lo que al ministerio 
público concierne. Siguese de aquí que el ministerio no 
podría ser intimado en apelación por los parientes acto· 
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res en la interdicción, ~i faltase el incapacitado; ellDs t~n­
drían interés, an verdarl, en obtoner noa sentencia contra­
dictoria, ú fin de evita:' la oposición del incapacitado; pero 
dicho interés no les da dtJredlO para intimar al ministerio 
púulico, que no es ¡:e,:;,: quo ¡nrUl adjun,a y que, con este 
títnb, deue conservar ja libeldad de su acción (1). 

280. ¡.Es suspcllc;i','¿' h o.fd"r:ió;¡? El art, 50::; resuelve 
que, ~i hay apebciú", I!il se puede proveer al nombramien­
to de un tutor. D.) aquí L CllOili,',tl rle saber si el tribunal 
de primera inst"neÍ,¡ pue:b un!cDar la "jnoución provisional 
dellallo. Bajo el iro"c':'io rld có,ligo de procedimientos 
francés, la cupstión ni ,'i:luiore: pucLle plantearse, supuesto 
que el art. 13:i 03 li,nitlliFO. :; pi railo (lue pronuncia la in­
terdicciún Jll) ostá comr:tiCndi,lo "11 el p,rlicula. Una ley bel­
ga Je 27 de marzo du 18'>1 ha pormitido al juez, á de­
manda de las parto;, qw Dl'dono h ejecución provisional 
en todos los casos en (¡Wl d jlF'z no puede pronunciarla 
de oficio; pero esta L,,:ultad supone que no har disposición 
en la ley que le pcr;g;t ;:'!);UL:ul,,; (J,hoi':l hif':n, el art. QO~ 
del código civil se o;,:)': l :'l t:1(j:t c¡",uGión Fovisional. Es­
to decide la cuestión. Su OLJjpt,1H los ipconvfmientes, que 
para el enagenado ¡lU',hn 1'.'suliQl· de quedar sin tutor 
mientras dure la instanci:¡ río ;¡pe!ación. La corte de Bru­
selas responde que el tr¡¡':wal, al pronunciar la interdicción, 
pugde nomurar un administl'3.dor provisional, la,qué conci­
lia todos los interese; i.:2). 

281. El url. 500 Est::L,leca (lUi) en caso de apelación, la 
corte podrá, si lo estima noces"rio, intRrrogar de nuevo ó 
mandar i[lt(~rrogar IK'r wedio ele un comisario á la persona 
cuya interdicción se solidta. Asi el interrogatorio ya no se 

1 ]jesanc;on, 15 ycut'J:,(1, :rilo XIi (Ul .. lIUZ, en la palaura interdic_ 
ción, Húmero 139). 

2 Bruselas, [) de Mayo (te 18:ü (Pd8icrisia, 1852, 2, 54). 
P. de D. TOMO V.- ~O 
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prescribe como en primera instancia, y ya hemos dicho en 
que sentido (núm. 268). Si se ordena el interrogatorio, se 
procede á él en presencia de toda la corlA, porque c!:a es la 
que interróga; pero la ley agrega que el inlmrogatOl'io p.)­
drá tener lugar ante un comisaric: de aquí U;ID. IlUUVU di­
fereucia entre 01 proccdimknto de prill1Jl':\ ¡:JSL;H"'¡;¡ y el 
procedimiento do apelación. El comision:do I1j lL,Le too 
mar~il en la corte, yel ministerio público no deL'J asistir al 
interrogatorio: lo que se explica por la gran Jistalleia que 

puede haber entre la residencia de la ~orte y el chrnieilio 
del demandado (1). 

282. La ley no habla de las dermís vías de recurso, pero 
por lo mismo que no deroga el rlerecho común, 1" rnan­
tiene. Luego pueue haber oposición oi el juieio se ha pro· 
nunciado en rebeldía. Se ha sostenido lo contrario, pero 
esta opinión es tan evide,ntemente orróne'l, que no. vale la 
pena combatid~ (2). Hay un caso en el cual se extingue la 
instancia: cuando el demente mucre. Esto ha sido tarnbié~ 
debatido ante los tribunales, como si S8 hubi,'ra leni(lo r¡ue 
probar que no hay absurdo que uO cuente con un defensor: 
¿acasó se puede i ocapacitar á un muerto? 

Núm. 8. Publicidad del lallo. 

283. Según el alt. liOi, «todo auto ó sentencia que im­
plique interdicciór: ó nombramiento de un consejo, á dili­
gencia de los actores se IOvillltal'á, se notificarú ú la parte y 
se inscribirá dentro ue diez días en los cuadrus que doben fi· 
jarse én la sala del aUllitorio y en los estradlls de los notarios 
del departamento político.» En principio, todo hod10 que 

1 Proudboll, 'l'r,llarlo so:¡re el c5tado de l..-H' per:iO}/({~l t. 3°, p. -I'.i:!t}. 
Sentencias de deneg¡Hla filll\laí~ióll, fle 3 I1fll"t1lll'ero do 18G8 (Hallo?', 
1868,1,390), Y de ~~ ,le Julio de 18GS (llallo", 1800, 1,32)-

2 Véase Dalloz, en la palallr" interdicción, uíllU. 1;)1. 
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modifique el ostarlo de las pei'sonas debería publicarse, por 
interés de los tercc,os que contratan con la persona cuya 
capacid;¡d aumen!:) Ó disminuye. EIlegislarlor se ha olvi­
dado ~ YCI'CS (h Tlr¡'scri!Jir la publicirlad; pOI'O lo hace rOs· 
pecto á la intcrdicc:ón, ¿Quiere decil' esto que el fallo no 
tellga efedn rt:s;~e·~f:o -: t"re8fOS sino ,í cnntn.r desde 11 pu· 

blicidao? ITa:' i·0.'·i~ en 1"8 cuales b ley reputa inexistentes 
los actos cl::,a j1ul'¡ioid;¡rl proscribe, por tojo el tiempo que 
cstc'n sen cl1mplir,e Le formas que ella est.10lecB para el 
enllocimifmto lh los V~r,;nr()s: t.alos son los actos translativos 
de derechos reales, ríl;e deben hacerse públicos por la vía 
de la transcripción ó .Je la inséripcióo; si 00 son transcritos 
ó registrarlos, no pUQtl(~n oponerse ;\ los ter,~eros, ¿Es tam­
bién en este sentit)o como el código prescribe la publicidad 
del fallD ri (k! auto r¡Ui~ pronuncia h intordicción? Nó; si la 
ley hubiese qU8i"ÍtlO impiicctl' e,ta consecuencia á la ioob~ 
servanci? de las formaJidc.¡]es que allí establece, lo habría 
dicho, como lo ha dieho para los actos tr¡¡nslativos de de· 
rechos TenIAS (1:. El <laneio del código nos parece decisi­
vo, no pudiendo el inUjcprcte establecer uoa condieión para 
la validez de hs a.~tos jnridiws 6 para su eficacia respecto 
á torceros. Ik;, s:n (jmlm'go, algun::¡ duela. La jurispru­
dencia está l;¡':idida (2). Lo 'lue nos uecido es el espíritu 
de la ley. Ec [¡¡di coml'mndül' por qUij no se han podido 
hacer dependor los elrlctos de la interrlicción de la publici. 
dad (]"eh ai LIJo. Por interés rlel el13genullo es por lo que 

, L: .\' ;"('~':;:: ;;;' ;:.; (:,~ :¡i;,': :',!'I"l' ,~~\ ;:-;::;!, . x .. lig" e:', íl, al'j,hll~oé-; 
210,1, :,- :.21:: :-. 

::; :',::,:¡i+)~ .~; ¡o, ,,) J.l~:.; 'o::· 1'')íO (D'!;;";,, (n j~~ }¡alaura ¡¡,te/'_ 
d'"r, iÓJ1, n;": ". ~::'~~:.:; '::.:~ .. ;';li':::I'.::1. (JI] :<~¡ttido ~'(H!ti'ario /le la ('or-
tn ~-i .. ,·;::;",:1" '.,~, \ ~l ,,,,'~:," i~!_\ ;:¡';¡<';"j:i jadi¡:ial. pro!lull",jwl:t contra 
la O¡:dlli!I!~ de \'(',:'1[11. ~;"Il~r;;(';:~ 11,: lG de Julio \le 1810, ,r l(\s cuncln­
~.i\JH('f' dt, ~"!I,r1í;il 4 il f.,'i;; C,{!',.':',! :e~,f¿ dce¡Jw1(~1l lil palahrac/lIuiro de 
los itlG\lr(,"o;'ft!J,'),,_~ (t. 1;'. p. :2:';;);. \'(:;\30 en (·1 m¡¡iIIlO sentitlo, Turín, 20 
üe Encro tIo 1810 (Dalloz, (la 1<t palabra, interdicción, núm. 204), y 
Emsela" 22 de Julio de 1819 (Pas/eri.;«, 1819, p. 425). 
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la ley permite que se le incapacite; desde el momento en 
que lo está, es fuerza que el fallo prod!lzca el efecto que la 
ley ha querido atribuirle. ¿Sería cnncGbible que el incapa­
citado permanedese capaz (¡ pesar del fallo, sólo porque los 
parientes que provocaron la interdicción se han descuidado 
en publicarla? es decir, ¿llU9 so arrehate al incapacitado la 
protección que la ley ha querido dispensarle únicamente 
por culpa de los que provocan la interdicción? El estado de 
las personas no puede dopcnrler do la publieidad que pre­
ceda á los actos coneerninntl'; I didlO ostallo, cuando las 
formalidad€s de la publicidad dl!ben ser observadas por ter­
ceros. 

Se dirá que con cuál fin se hace entonces b publi,·i,jad. 
En el derecho antiguo, algunos parlamentos h:lbían orrle­
nado que se publicasen 108 fa1ln~, kljo ;18:13 fle Ilulidu,l (1). 
Los autore5 del código civil no han pr8scrito esta sanción; 
pero han dado á entender que reservaban 11 los terceros una 
acción de daflos y perjuicios contra los que tuviesen el en­
cargo de observar las formalid'ldes de la pnhlidd,d, y que 
descuidasen hacerlo. Esto r!'sulta do I~s palabras de Em· 
mery y en su Exposicion de motivos. Después de halJer re· 
producido la disposición del arto liD!, agrega: "Estas pre­
cauciones se toman por interé" de los terceros: se necesi· 
tará, para asegurar su ejecución, deSCender' á algunos.de­
talles que serían degradantes para Ja magestJ!! de la ley: 
se proveerá á esto por r8g1amento do al!midstrac'ón públi­
ca, desde el momento en que el n'¡tariado quede perfecta­
mente organizado.. La ley rlll 2iJ v8ntoso, ano XI, al re· 
novar la disposición del Ul't. 501, ol',lena que se ejecutará, 
con pena de dal10s y perjuicios, hacia las pal'[l's descono­
cidas. Estos son los terceros que tralan con el incapacita­
do, ignorando la interdicción. Si el incapacitado pide la nus 

1 Merlín, Cuestiones de derecho, 1'['), 1~ (t. 15, p. !!3G). 
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lidad del acto que ejecute, se deberá pronunciar la nulidad; 
los terceros que sean perjudicados tenrirá n un recurso con­
tra el notario que no ha observado las formali,bdes prr,s­
critas por la ley, y contra los que, eucargadus de publicar 
el fallo, hayan olvidado hacerlo. E,te sistema es más 
lógico que el de la nulidad ne la in terdicción. Esta reflui­
rá sobre el incapaz, pudiendo sor ineficaz el recurso de da­
ños y perjuicios con que cuenta: lo que vendría á parar en 
esta consecuencia absurda que la interdicción establecida 
para resguardar los intereses del incapaz, los compromete­
ría. Más habría valido dejar al demento bajo el imperio 
del dere0ho común, supuesto que habría podido demandar 
la nulidad de los actos qllO hubiese ejecutado en estado de 
demAncia, independicntemcnlB de toua conil.ición de pu­
bliciJad. Esta consideraci6n no, pareee decisiva. Esta es la 
opinión generalmente adoptada por lns autores (1 J-

28~. La ley prescribe una doble publicidad_ En primer 
lugar, el rallo que decreta la interdicción se inscribe en los 
cunrlms que deben fijarse en el auditorio. Esta disposición 
dd .1It. tiOl, no ha sido reglamentada. A diligencia del 
actnr es como el fallo debe inscribirse; luego él será el res­
ponsable, si no ha hecho las diligencias necesarias. En se­
gundo lugar, el fallo debe fijarse en los estudios de los no­
tarios del distrito. El decreto de 16 de Febrero do 1807, 
ha reglamentado la manera de ejecución. de esta parte de 
la ley. Se remite copia del fallo al secretario de la cámara 
de los notarios, el cual acusa recibo, y lo comunica á t.odos 
los notarios de la circunscripción; éiltos están obligados á 
fijarlo en sus despachos, bajo pena de daños y perjuicios 
(art. 171:;;. Según esto, debe decidirse que la responsabili. 

1 Demolombo, t. So, p. 378, núm. 550. l)ncaurro.\'-. t. 1°, p. 5Ht, 
núm. 7;¿5, y p. 520 núm. ,:727. Anury .r Hall, t. 1", p. 517, nota 27¡ pá· 
gina 51~, nota 28, y los autores que allí Re citaD. 
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dad de los actores en la interdicción queda á cubierto des 
de el momento en que hayan remitido una copia del fallo 
al secretario de la cámara; no tiene l!nc llenar otra forma-­
Hdad l1). Correspoude eIl seguida al so~retario tran~ladar 
la copia del fallo á los notarios de la circunscripción. Si el 
incapacitado contrata en otras circunscripciones, no hay lu­
gar á respopsabilidad en el C"SO en que la copia no se hu­
biese fijado en los despachos de I¡Js notarios: la Ici' nn ¡¡res 
cribe que el aviso se fije en todas las notarías del reino (2). 
Pero es preciso que la copia se fije en los despuehl\s tle los 
notarios; no sería suficiente que el fallo se inscribiese en 
la cámara de los notarios, corno erroneamente lo falló la 
corte de Turín (1). El texto del código es formal, y el es­
píritu de la ley. no deja duda alglllla: uo son únicamentG 
los notarios 103 que deben conocer los f~.llos de interdic 
ción, sinO ante todo, los terceros. 

El decreto de 1807 prescribe, además, otra publkidad 
y es la inserción del fallo, por extriwto, en un diario iu 
dicial (art. 92, S 29). Más habría valido ordenar la publi . 
cación en un periódico político; esta es la publicidad más 
eficaz. Todas las medidas qne acab,¡m03 de exponer son 
frecuentemente insulicientes. Cuando los aclc1S se hacen 
por firma privada, ¿para qué sirve el anunei0 en h cámara 
de los notarios? En cuanto á la inserción del fallo en un 
periódico judicial, supone que lo haya, y casi sólo en la ca· 
pitallo hay. Aun cuando esta inserción no tuviese lugar, 

nadie sería responsable, porque el código no impone esta 

1 Tolosrt, 3 de Ener,) tlo 1820 (Dalloz, en la p;t~:l,1Ira in.!ci'J':cci.jn 
número 131). 

2 Sentellcia ele tlclIegfi(la apelacióil. do 2V 1le Jllllio af\ 18lD (D'l, 
1loz, en la palabra interdicdón, núm. 288), !.~:...;ta sCllt(,llci:l dí;):) taaL 
hiéu que la lfy da IOH ef0ctos de la intt1rdiueiún al enmplimie!lto <10 
las forma.lidades proseritas pOI" la publicidad. 

3 Tutfu, 4 de Enero U0 1812 (Dallo7.i, en la palabra interdicción, 
número 267; 1')_ 
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obligación á los actores; en CU:lOto ~l decreto de 1807, no 
es mil, que un arancel, ~ In reglamento no puede crear 
respunsabilidad, y úllicaru,;ute pum!e normal' lo que en la 
ley estil escrito (1), 

El código quiere que las f<ll'1llalidatles ,le la puiJlieidad 
Sd cumplo" ,.bnL'·, :' diez días contlllos desde Ijue el ['lila 
ó oí auto se pronu¡¡c;ian, Se pnjgunta si este plazo es fatal. 
En la opinión que hemos profesdll, la respuesta es muy 
se¡;¡,illa. Si se ha celebrado U,l a,'tu antes de que haya te' 
nido lugar la publiciJau, hay ¡lulida·! y por lo tanto, res­
jYllsaulli,bl, 1'81'0 entiénllase r[U3 clumlo el pbzo de diez 
,1:,,;, ha espirado. Si el ael!) In pas."I" donlro de los diez 
dw,2>, /_~s nulo spgun la ley, sin rrUQ hayil. lugar :'i L. res ... 
pOllsal¡¡jidad. Esta disp,)sieiún "o"Jil'llla la opinión que 
h,;¡)lOS cn:itido sobre el efecto do falta de publicillad. El 
incapacitado contl'ata en el plazo de diez dias, antes de 

que el f"l!o se haya alluncia,lo. ¿So dirá r¡Ull dicho acto no 
es llul,) porque 110 se ha puulicado el fallo'? ;1[0 deula ha. 
Let,,;c pul,lil:~,h, SUpuesto quo t<Jdavia so está dentro del 
plaz<> do la l"y. Esto l'l'lloba que la publicidad es extraüa á 
la cuestiún de la nulidad ,:e los act'lS. Se dirá que en este 
sistema se sacrifican los intel'esGS de los tr,roeros. )[ó, por­
que la publicidad uel fallo y la not:Jriúdad del procedimien" 
t0 se los anuneiilll sufL:ielllem(Jntr~. P0-1' otra parte, los ac­

tos celelJl'ados p0r el illc:!pacitado no se anulan sino ú de· 
manda sup, y no ¡¡¡0mOVerú sino cuando haya si,lo perju. 
dicado, lo '¡Uf: sup"nc ([ue los tercero, han auusado de su 
de:.:gracia,la posil?ü)n para hacerle contraer compromisos 

pcr ¡Uf liciales. Esta consitlcraciúll j llstifi,~a plenamente ló. ley 
y la intcl'pretad,ill que le hOlll"S dado: el intl'rés del inca-

l l~"ncYl 17 de Fe~Hl'L'O \~U 18,SU (lh,llm:, el', la palallra interdic­
cj(ju) lIúm. la;3). 
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pacitado domina todó, porque se presume que és v[ctima de 
su incapacidad. 

285. El arto 501 dice: «Todo auto ó tallo sé inscribi· 
rá.» Síguese de aqu[ que el fallo debe inscribirse dentro 
de los diez días, aun cuando hubiese apelación. En éfecto, 
según los términos del art. 502, la interdicción surte su 
efecto desde el día del fallo; luego importa que éste se IHl­
blique inmediatamente. Cuando se discutió el proyecto de~ 
código, se propuso que no se exigiera el anuncio más 
que del auto definitivo: sería humillante, decíase, procla­
mar que una persona está atacada de enasenación men tal, 
cuando el fallo que pronuncia la interdicción cae á causa 
de la apelación (1). Según este sistema, habría sido precis 
so decidir que la interdicción no produciría sus efectos sino 
á contar desde la sentencia definitiva. Esto habría sido muy 
peligroso para el incapacitado; cuando se ha pronunciado 
el fallo aun cuando tenga apelación, es evidente que las 
presunciones están por la incapacidad de la persona incapa . 
citada. Por lo tanto, era preciso también d.r publicidad al 
fallo. Si la sentencia invalida el fallo, sin decirlo se com­
prende que el nombre del interesado deberá borrarse del 
cuadro; él no puede figurar ya entre los incapaces, cuan­
do su capacidad permanece integra. 

SECCION [V.-De la tntela del incapacitado. 
§ 1. ORGANIZACION. 

286. Se pone en tutela al bcapacitado (art. 500;; se le 
asimila al menor, dice el art. 509, por su persona y por 
sus bienes ¿Hay también que nombrarle un tntor cuando 
es menor y cuando está ya en tutela? La razón para du-

1 Sesión <lel consejo de Estado, de 20 ornmario, año XI, núm. 4 
(Locré, t. 3°, p. 463). Dalloz, eo]a palabra interdicción, números 
128 y 147. . 

f'¡·· t 
I 
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dar es que la tutela de los incapacitados cesa al cabo de 

tliez aÍlOs, mientras que las de los menores sólo dura hasta 
la mayoría .• Valette dedut1c de esto que hay lugar al nom­
bramiento de un tutor después de la interdicción, habiendo 
sUo nomb,·.,do el 'lue cstá en éjercicio para admiuistrar la 

tutela no de un incapacitado, sino de Ull menor (1\. ¿No 
sería más lógico .Jedr, con el orador del Gobierno, que el 
tutor del menor inc~r"citado continúa en sus funciones, bien 
entendido que h"sta la edad de veintiún afias? (2). Con la 

mayoria del pupilo, cesa la tutela del menor; en toncas se 
procede al nombramiento de un nuevo tutor. 

287. ¿Existe para el incapacitado Ulla tutela legal y tes 
tamentaria como para el menor? Esta cuestión, debatida 
en ,,"o primcros aÍlos que siguieron ;'¡ la publicación del eó· 
digo civil, está hoy resuelta negativamente: la tutela de los 
incapacitRdos, en principio es dativa. El texto dé la ley lo 
tliee. No hay tutela l"gal ni testamentaria sin ley; ahora 
[¡iUIl, el código en el titulo de la Interdicción, no habla 
de una tutela testamentaria, y uo establece más que una 
sula tutela legal, la del marido que es, en derecho, el t.u· 
tor de su mujer incapacitada (art. 1)06). Esto seria ya sufi­
ciente para resolver la dificulbll. El art. 1)OiS dice, además, 
que se proveerá al nombramiento de un tutor, conforme á 
las reglas establecidas en el titulo de la Tutela, luego hay 
lugar á la tutela dativa. Lo que no deja duda alguna aeer· 
ca de PEta interpretación, es que el Tribunado quería una 
tutela I"gal; propuso, ea consecueacia, que se suprimiera 
la palabra nombramiento que implica una tutela dativa; y 
su proposkión no fué adoptada. Esto es decisiv,¡. Se ob. 
jeta d art. 509, pur cuyo tenor las leyes sobre la tutela 

1 y d\'¡ Ln, b'xOr¡,:i1f:¡'{)11 (Jel (iúm JO, p. ~7:!. 
:! EIHn:I'ry, l~xp\l~i{:iú:l de IllOti "'-OH, liúm. H ~ l.ocré, t. 3~, p. 472). 

Pronüuoll , t. 2'.', p. :'46. 
P. u, D. TOMO \'.- 51 
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de los menores se aplicar4n á la tutela de los incapacitados. 
Pero ¿quién es el que '10 ve que esta disposición no se oeu· 
pa del nombramiento dpl tutor? El nomb,"amie~to está re· 
gido por el art. GOG; después de haber determinado la roa 
nera de nombramiento ¿el legislar! .. ,," babría vueltn oe uue· 
va á este punto en el art .. G09? Esto carece de sentido, El 
arto !l09 supone organizada la tutela po,' ej¡;cll!)ión del al'· 
tieulo !lOG; decide que el tutor del incapacitado alminis 
trará la tutela conforme á las leyes qlle I'igr,n la tutela de 
los menores. Asi ha sido fallarlo por la corte de ca,¡ación, 
según las conclusiones de Merlin (1), 

¿Por qué la ley no admit~ tutela legal ni testamentaria 
tratándose del incapacitado? Ella no podia conferir la tute­
la á los ascendientes, poesto que la erlarl á que éstos han 
llegado casi no les permite que cuiden de la persona y de 
los bienes del incapacitndo "mallle toda la vida de éste. Es­
te motivo tiene poco v¡dol' en cuanto fL!<ls as¡~enrlienV)s, y 
ninguno tien.e respeeto ü la tutela t"stamenta!':a. Hay un·l 
razón gener&1 (¡UO determina al Irgisla,J"" ú '111" "',nfí,l el 
nombramiento del tutor al comejo de famili:!: y es 'fue la 
tutela del incapaeitado es más dificil de manejal' r¡ue la rl<J 
los menores; así, pues, es conver:iente r¡ue el nombramien· 
to se haga por elección y con conocimiento de causa. La 
interdicción tiene lugar, en parte al menos, para resguar­
dar los intereses de la familia. 

288. La ley establec" liria excepción al prineipio de la 
tutela dativa, cua'ldo la mujer es declarada incapaz; el ma· 
rido es, de derecho, el tutor de aquella (art. ¡¡OG). y lo es 
por deber y por interés, supuesto que el matrimonio le im-

1 Sontencia ¡lo (·u"'iCiól!. ¡le 11 ¡lo ~\\arzu de 1St:.! (l)alloz, l1H la 
palabra interdiccIón, ultra, 153). Véase ¡óid, los :tutoro~ qnu jlecijlml 
1ft. cuestión on -4i1mislllo sel1tillo. SOlltClIC:;t de Lieja, lle 17 de l\larzo 
de 1831 (Pasicr~ia 1831, p. 55). 
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pone la obligación de proteger á su mujer y de procurarle 
auxilios y asist~ncia (arts. 212, 213). Como tutor, no ha­
ce mús que' continuar hacieudo lo que hacía como marido. 
Esto es cierto tamLién, ell general, de la arlministración 
de ¡"S bienps de la mujer, pU'lsla qao I~ pertenece confor· 
me al rée;imcn de la rOll1unidarl, que es el del derecho ro­
mano. 

¿El marido o,; también tu(or legal de su mujer incapaci. 
tada, en caso de separnL'ión de cuerpo'¡ Hay un motivo pa· 
ra dudar, y ,,'" íos términos gl'llorales y absolutos del al" 
tiL'ulo GOG. Per,) es ,1" I)('incipio que el intérprete puede y 
dobo distinguir, cuand" la razón en que se funda implica 
una distinción. Tal ('3 el a,'t. GOG. El marido es el tu(or 
do ."11 mujer, p"rquc liene el delJer de protegerla, de ayu· 
darla, ti" asistirla: (';t05 dehieros s(]~onen la vida común: 
ahol'a bien, la separaci(JO de cuerpo rompe la vida común; 
cuando d abol'fécimienlo se impone al c2riüo ¿puede toda­
vía (ratarso de lo,; vinculos de amor que unen;\ los cónyu· 
ges? Así, pues, la ruptura de la vida común nos obliga á 

introducir en la ley una distinción !]ue sns términos recha­
zan. En cuanto al e;;pírilu de la ley, no deja duda alguna. 
El incapacitado debo encontrar en su tutor una cariüosa 
protección y ¿acaso h infeliz que ha perdido la razón en­
contrará esa~ delicadas atenciónes con el hombre que la do· 
testa y á quien élla detesta? ¿no equivaldría esto á agravar 
su enférmedad y:\ hacerla incurable? La jurisprudencia es 
de es(e sentir (1;, así como la doctrinl (2). 

289, El art. ti01 dice. f¡Ue so nombra al (utor conforme 
á las reglas prescritas en el titulo de la Tulela. Luego ha'J 

1 Suutolloia de DijlJn, \l(~ 18 de :\Ial'zo 11H ISG7, eonGrlllada por 1I11a 

f;(-'Iltc¡¡eia .1p d(~r:t'g:id:t ,tjlcheión, ele :![) (le N(nielllhrl' de ~857 (l)a~ 
J:oz. 1858, 1, 2D~»). Lit'ja, 1-1 (le Dieie:llhre (le 1S54: (Pasicrjsia, 18h5, 
2, 27D); Nallej', 15 de .:\ll.lyo de 1868 (DafIoz, 4869,2,224-. Compáre­
se el tomo l° de mis pTinctjn'os, núm.- 278. 

2 Aubry y Uau, t. 1", p. 519, nota 4, y los ulttorcs que allí se citan. 
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que aplicar todo lo que hemos dicho sobre la composición 
del consejo ne familia y sobre sus deliberaciones (1). La 
aplicación del principio da iugar á algunas dificultarles. Se 
gún el art. 490, los que han provocarlo la interdicción DO 

pueden formar parte del consejo de familia que ~s convo­
cado para que dé un dictamen sobm el estarlo rle la persona 
cuya interdicción se promueve. ¿Estñn tamb¡én o'{c!uidus 
del consejo que debe nombrar al tutor y de bs asambleas 
que se convocan en el curso de la tntela? N6; pOI'que la ley 
no los excluye sino en un cas I especial, y las exclusiones 
no son extensibles. Por otra p~rte, en el caso de que se 
trata, los motivos por los cuales son excluidos los actores 
en interdicción cuando se trata de dar una opinión S-)~Ife el 
estado del demandado, ya no existen cuando después del 
fallo se reune el consejo para conferir la tutela ó para deli, 
berar acerca de los intereses del incapacitarlo; deja de haber 
oposición de illtereses desde el momento en que se pl·onun· 
cia la interdicción, luego no hay motivo de exclusi'll1. Tal 
es también la opinión general (2). 

Hay otra dificultad que eS,más seria. Se pregunta si la 
mujer del incapacitado debe ser convocada al COl1S"jO que 
nombra un tutor á su marido. A nuestro juicio, el art. 505 
resuelve la cuestión negativamente. Dicho articulo quiere 
que se sigan las reglas generales trazarlas en el título de la 
Tutela; y entre estas rpglas está el arto 442, que excluye 
á las mujeres de los consejos de familia. Estl' r, un prin­
cipio fundamental que deLe tener su aplicación en caso de 
interdicdón, á menos que la ley no establez·,a una excep 
ción. El ar!. 495, conforme á la interpretación que hemos 
admitido (nú.n. 265), convoca implícitamente á la mujer 
para que asista al consejo de familia que da su parecer so-

l Véaso f'1 torno 4° ele JIlís prindpios¡ nurns. 428, r siguieutes. 
2 Aubry y Ral1, t, 1~, p, 519, nota S y Jos autores allí cita,los. 



DE I,A INTERDICGIO~ 

bre el estado ,le la persona cuya interdicción se solicit~ ¿No 
debe exfenderse esta disposición ti todos los ('a'o; C'l que se 
convoca un consejo de familia en matm'Í:l de 'ntrrdiccién. 
Nó, p'lrque la disposición es ontEranlP,nte ex,:"pcional; en 
primer lugar, deroga el art. [142 quú (excluye ~ las mujeres; 
en seguida deroga el art. 407 gue sólo convoca al consejo 
á los parientes cO:Jsanguíneos y á los políticos; y la mujer 
del incapacitado no entra en ninguna de estas dos catégo. 
rías de parientes. Luego debe hacerse á ua lado el art. 495. 
Se irvoca además el art. 507, por cuyo teaor la mujer 
puede ser nombrada tutora; de rlonle se infiere gue con 
mayor razón dehe ella ser miembro del consejo de familia. 
La respuesta se encuentra en el 3rt. 442, que establece una 
doble incapacidad: la mujer no puede ser ni tutora ni miem­
hro de un consejo de familia. El artículo está derogado en 
una de estas incapacidades por el 507; pero la otra subsis­
te, porgue la ley no la deroga. En materia de disposicior.es 
eXI'epcionales no se puede razonar por anal0gla; grande, 
pr¡' otra parte, es la diferencia entre que se permita al con­
sl'jo que nombre :í la mujer tutora y citarla de pleno dere­
cho al consejo; en el primer caso, el consejo de familia 
puede hacer ti un lado á la mujer iucapaz; en el segundo, 
ella tendría el derecho de asistir á las sesiones, aunque in­
capaz (1 J. Si la mujer queda excluida, deben aceptarse las 
consécuencias de la exclusión. Ella puello pedir 'lue Scl la 
escuche; y en verdad que el consejo obrará conveniente­
mente permitiéndole que presente SU3 observaciones (2). 
Pero si el consejo se niega á oirh ¿po hí. la mujer pedir la 
nulidad de la delibera'lión? Se ha fallado la afirmativa (3). 

1 p)tl'¡~, ~-t d(l: Fl.lbr¡'ra (}(3 185'3 (D.dlIlZ. un.'}, 2,167) \loutpeIltllr, 
29111' Jll!IO di.' lSGJ (Dall{)/" UG~. ~, 1;);J). 

3 B!'lIsnla'\. 2() de ,J"lirt ¡lo 18l:? (D lll:J7.~ ('il h~ palabra interdicción, 
número 16f.í, 1 ~). 

;¡ Dijon, 15 de Febrero do 1866 (Dalloz, ¡SeG, 2, G3); ReDile.. 27 (le 
Diciembre de 1830 (Dalloz, cnla palabra interdicción, núm. 165). 
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Esta decisión es contraria á los principios que rigen los re· 
cursos que terceras personas puedp.n formular contra las 
deliberaciones de los consejos ne familia. Ellüs tienen de­
recho á atacarlos pur el fonno cuan,in sus derechos han si 
do vulnerados; ahora bien, la mujer no tiene ningún ,Iere 
cho. Ella no puede querellarse ne que no se le haya citado 
al consejo, supuesto que no tiene derech~ para asistir a las 
sesiones. Ella no puede quejarse de que el I'onsejo no la 
haya nombrado tutora, puesto que el consejo tenia derecho 
para no nombrarla. Queda el recurso plll' vici~ ,le forma, 
el cuál sólo á los terceros corresponde (1). La mujer care­
ce, pues, de calidad para reclamar. 

290. ¿Cuándo puede y debe nombrarse al tutOr? El ~r· 
Uculo 505 estalllece que se proveerá al nombrami~nto de 
un tutor y de un subrogado tutor, si no hay apelaeión ,Id 
fallo de interdicción pronuneiada en primera instancia, Ó si 
aquél se confirma en apelación. Se debe proceder al nom­
bramiento del tutor lo más pronto posible, supuesto que el 
enagenado está calificado de incapaz desde el momento del 
rallo. No obstante, el tutor no puede ser nombrado inme 
diatamente; en efecto, el nombramiento es una ejecución 
del fallo, y éste no puede ejecutarse ante; de que espiren 
los ocho dlas que se signen á la promulgación (código de 
procedimientos arts. l¡l¡9 y MiO). Después de este plazo el 
tutor puéde ser nombrado, con. tal que el fallo se haya no­
tificado, porque el plazo para interponer apelación no co . 
mienza á contarse sino desde la notificación (código de pl'o· 
cedimientos, arto l¡l¡l¡J. ¿Pero qué pasa si se formula la ape· 
lación inmediatamente á la notificación? La apelación se ré . 
duce á la nada del fallo, luego éste ya no puede recibir eje. 
cución. Habia que esperar que el fallo se confirme en 
apelación, como lo dice el art. 503. Si la apelación se in· 

1 Véllse el tomo 4° <le mis prinoipios, núm~. 481-489. 
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terpusiese después del nO'Ylbramientl} df>1 tutor, éste no po· 
drla promover. Esto no '''', I de tlÍner inl'ollvenientes, pero 
hay un'meGio de proveor á las necesidades del incapacitado, 
nombréndole un admininistrador provisional (1). 

291. ¡,Qilié~ puede ser nombrarlo tut')r? Se ha fallado 
que el que ha proruc,¡do la interdicción puede ser llamado 
á la tutela (2,. Esto es Id aplicación de un principio gene­
ral; no hay nl1\5 incapacidades ó exclusiones que las que la 
ley establece; ahora bien, ninc;una disposición exclu ye de 
la tutela al actor en juicio de in((\rdicción. El código esta· 
hlece una excepción á las reglas generales s,,])re la tutela; 
s,lgún el art. 442, las mujeres n') p'1olJen Ser tut;'I'es, 
mielltras que el arto 007 dice que la mujer PUe:ld .er nom­
brada tutora de m macillo. Es una facultad que la ley ~ons 
ceoe al consejo de familia; é,te no puede confiar la tutela 
(¡ la mujer sin estar obliga(lo á motivar su deliberación. 
La corte de Parls había [,diado "n sentido contrario; su sen­
tencia fué 113 s:\(1 " , y con justo titulo. Aquél á quien se ha 
otorgado tlua f"euIL!!1 la ('limpIe) IÍ 110 la cumple, y no tiene 
que rendi,' cucnbs ú uudie l:~;. Si no hay razón para ex­
clui,' ¡j h mujer, el consolo lIad Lien en nombrarla: su de. 
ber y su ioteré; la llaman á qu,) cuide de la persona de su 
marido y á que admi,JÍstre sus l,ienes. 

El art. 007, anade que en este caso, el consejo de fa· 
milia normará la forma y las condiciones de la administra­
ción, salvo el recurso de la mujer ante los tribunales, si se 
enrueutra vulnerarla por el acuerdo de la familia. ¿Sobre 
qué estriba este reglamento? Generalmente se a'imite qu~ 

1 DUfallton, t. :j'-', p. GJO. Tlrt:ll. 7l9. V¡"q·,o 1;1 j~lfi:-;pJ'\lIlclle¡a l'U 

Dalloz, l'tI la p;¡!:t[¡ra ¡¡¡f.;rriú:/·ióil, llÚ'Il. 15 L 
~ :\lntr., :!-I- urllm;¡rio, aD,) X[n (Dallo;.~, en la palabra inferdiccióJI, 

núnH'ro ~G(i). 
3 Sentencia de casacióll, de 27 do No,-iembre \101816 (Dalloz, on 

1a. palaora interdiccibn, núm. 1(4) 
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estriba en dos puntos. El consejo, se dice, debe en primer 
lugar, determinar qué derechos dan á la mujer hs conven­
ciones matrimoniales y qué derechos dejan al maridb (i l. 
Cierto es que el código no habla de las "onvenciones ma 
trimoniales; pero el proyecto de código cecía que el consejo 
arreglarla la forma y las condiciones bajo las enales la ad· 
ministración debía conferirse á la mujer, «todo ello c'l1Ifur 
me á las convenciones matrimoniales que rige¡¡ los dere­
chos respectivos de ambos cónyuges.» Locré dice que es· 
ta redacción se cambió, porque parecía limitar los poderes 
del consejo al reglamento de los derechos respectivos del 
marido y de la mnjer; mientras que los autores del código 
comprendlan dar al consejo el dere~ho de arreglar igual. 
mente la administración propiamente dicha de la tutela; hé 
aquí por qué se suprimió lo que se decía en el proyecto 
eoncerniente á las convenciones matrimoniales. Las diseno 
sionés, tales como se citan en la grande obra de Lacré, na· 
da dicen de esta modificacióu, y los L'iscursos é informes 
del Tribunado guardan el mismo silencio. Nosotros no ve. 
mas con C!ué deredlOs el consejo de familia habia de nor­
IDar lrs derechos respectivos de los esp0sos; estos derechos 
están establecidos por la ley y por el contrato do matrimo· 
r.io, convenciones expresas ó tácitas á las cuales no se pue 
de dar ningún cambio, y si hay lugar á interpretarlos, este 
cuidado no pel·tenece al consejo de familia, sino á los tri­
bunales. Así, pués, nosotras creemos que el art. tl07 con· 
cierne exclusiones á la gestión tutelar. En este sentido es 
como el Tribunado explica la ley: la restricción, dice él, 
que contiene el art. tl07, es un preservativo contra la inex­
periencia del sexo en la administración de los bienes y en 
los asuntos que son su cor:secuencia (2). El orador del Tri-

1 DeOlolombe, t. 8°1 p. 401, núm, 599, según Loeré. 
2 Informe rendido al 'rriuunado por Berhand de Gwville, núme· 

ro 11 (Locré, t. 3", p. 479). 
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bunado dice también que los autores del código tuvieron la 
conciencia de que al sacar á la mujer del estrecho circulo. de 
las ocupaciones domésticas para elevarla al gobiernó de la 
familia, era conveniente rodearla de las prudentes adverten· 
cias de los parientes, los cuales quedarían ellos mismos 
subordinados á la sensatez superior de los tribunales (1). 

Estas palabras nos enseñan en qué sentido los autores 
del código entienden el poder que dan al consejo de ramio 
\ia para normal' la administración de los bienes. Se pre· 
gunta si el consejo podría otorgar á la mujer una adminis· 
tración más libre que la de un tutor ordinario. Demante 
cree que el consejo podría dispensarla de las formas pres­
critas por el código para la venta del mobiliario de la co· 
munidad. Extender los podere,; de la mujer tutora sería un 
medio singular de acudir en auxilio de la inexperiencia de 
la mujer (2). Nó, se trata de rest¡'icciones, como lo expre­
san los tribunos: el consejo podría imponer á la mujer la 
obligación de pedir una autorización Ó el concurso del su· 
bragado tutor, en casos en que, conforme al derecho ca· 
mún, tal concurso ~'tal autorización nose requieren." Estas 
restricciones podrí'ln ser excesivas; por esto la ley abre á 
la mujer tut.ora un recurso ante los tribunales, recurso que, 
por lo demas, es de derecho común para el tutor (3). 

292, ¿La deliberación del consejo de familia debe ser 
homologada por el tribunal? Apenas puede plantearse la 
eu~sti(¡n, supuesto que es de principio que las deliberaciones 
del consejo no están sometidas á la hómologación silla eu 
los caS03 expresamente previstos por la ley (4), Hay lugar 

1 'r.nriblo, lliscul'So, n\ul.l. 14 (Locré, t. 3?, }l. 488). 
2 Demante, Curso analltíco, t. !P, p. 349, nÍlm. 279, bis 2~. 
3 Véase d tomo 4° de eRtos principios, núm. ,166. 
4 lIetz, 24 brumario, aiíoXIlI (Dalloz, en la palabra interdicción, 

llúm. 166), y el tomo 4~ de estos principios, núm. 464. 
P. d< D. TOMO V.- 62 
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á recurso, como acabamos de decirlo, conformé al derecho 
común. Según la opinión que hemos profesado en el titu­
lo de la Tutela hasta habría recurso por el fondo contra la 
deliberación que nombra al tutor. Bien entendido que el 
tribunal puede únicamente anular la deliberación; no es 
atribución suya nombrar al tutor, porque tal derecho es de 
la competencia exclnsiva del consAjo. 

29H. La ley contiene una disposición especial acerca de 
la duración de la tutela. Conforme al arto 1508 «nadie, con 
excepción de los cónyuges, de los ascendientes y deseen. 
dientes, estará obligado á conservar la tutela de un incapa. 
citado más allá de diez años. Al espirar dicho plaZIJ el tu· 
tor podrá pedir y deberá obtener su reemplazo.» El orador 
del gobierno éxpone los motivos de la regla de y la excep­
ción. "Se ha comprendido, dice él, (/ue si el tutor de un 
incapacitado estuvies3 obligado á soportar su cargo mien 
tras durase la interdicción, su condición seria peor que la 
del tutor de un ménor. La minorí:¡ tiene su término defi­
nido, marcado por la ley; la interdicción no tiene más tél" 
mino que la vida, cuya duracióu es incierta, y puede pro­
longarse por una larga serie de años. Se ha debiclo dispo· 
ner como principio, que de,pués de diez años de gestión, 
el tutor de un incapacitado sería reemplazado, si solicitase 
serlo, á ménos que la tutela fnese ejercida por un marido, 
por una esposa, por un ~scendiente ó un descendiente del 
incapacitado, porqne la ley no impone á éstos un nuévo 
deber: la obligación de defender, de proteger al infeliz 
!ér que les intereila tan de cerca viene de la naturaleza, y 
ellos no querrán infringir sus sacrosantos preceptos, mien· 
tras tengan la posibilidad de obedecerlos.)) Estas últimas 
palabras implican que el tutor del incapacitado, sea el que 
fuere, puede invocar las excusas determinadas por la ley, 
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sea en el momento dé su nombramiento, sea en el curso 
de la tutela, todo ello conforme al derecho común. 

§ II. DROECHOS DEL TUTon. 

294. El art. tiOn asienta el principio de que las leyes 
acerca de la tutela ,le los menores se aplicarán á la tutela 
de los incapacitados. En el título del Domicilio, el código 
aplica este pl'in"ipio ,hn,lo al incapa"itado el domicilio de 
su tutor, del mismq Inudo que el menor tiene su domicilio 
legal Bn el de aquél (¡ue dirigo la tutela (art. J08). Hay, 
sin embargo, diferencias. En primer luga,', refiriéndonos 
á la persona del illl'apacit:lllo, se comprende que las aten­
ciones que el tutor le prodiga son muy diversas de las que 
el tutor consagra al menor. Este debe ser educado; el otro 
debe ser trata,lo por un mcíclié0, para conseguir su cura­
ción, ó al mellOS algún alivio. El art. Dl0 dice que, según 
los caracteres <lH su cn;ermedad y el estado do su fortuna, 
el consejo de familia podrú deoretar que sea tratado en su 
domicilio, ó quo so le ponga en una casa de salud y hasta 
en un mauicomio. Según la ley sobre enagenados, el tutor 
es el que formula la demanda de admisión, cuando el in 
capacitado deba ser encerrado en un establecimiento de 
dementes; agrega ú ello la deliberación del consejo de fa­
milia tomado en ejecución del art. tilO (ley de 18 de .Ju­
nio de 18tiO, urt. 7, núm. 1:. 

29;). En cuanto á la administracit!Il de los biónes del,inca­
pacitado, hay que aplicar todo lo quo hemos dicho en el th 
tulo de la Tutela, acerca de la gestión del tutor (1 J. Por 
aplicación de este principio, se ha faHa,lo que el incapaci­
tado, haLiendo recobrado la razún, podía pedir la nulidad 
de una venta consentida por su tutor sin .la observancia de 

1 Véanse los Ilúms. 40 y siguientes de este tomo. 
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lus formas prescritas por la ley, aun cuando el objeto ven­
dido fuese de un valor módico, y aun cuando la venta fue­
re ventajosa para el incapaz (1). En efecto, la falta de ob· 
servancia de las formas da lugar, no á una acción de re.­
cisión por causa de lesión, sino á una acción de nulidad; 
se admite esta última acdón por el hecho solo de que no se 
han llenado las formas legales y por módico que Srla el va-
10r de la cosa vendida. 

Hay actos que presentan un carácter dudoso. No se sa­
be si son actos de disposición ó actos de administración. 
Hay que aplicar entonces el principio en virtud del cual el 
tutor puede hacer él solo los actos para los cuales la ley no 
exige ni autorización del consejo de familia, ni homologa­
ción del tribunal. Una mujer es incapacitada; se trata de 
liquidar su dote. Liquidar dotes no es enagenar, es arre­
glar u na cuenta; el tutor tiene dicho poder: él puede re. 
cibir una cuenta de tutela, lo que constituye un acto tan 
importante como la liquidacióu de la dote de la mujer. 
Luego éste es un acto de administración que, como tal, en­
tra én las atribuciones del tutor (2). 

Un incapacitado era deudor de una renta antes de su in­
terdicción. El tutor reconoce, en la forma de transacción, 
que el incapacitado debe dicha renta á sus hijós. ¿Es váli­
do este reconocimiento? Sin decirlo se entiende que si hu· 
biese transacción, el tutor debería observar las formas pres· 
critas por el código civil. En el caso juzgado por la corte 
de casación, no habia tl'ansacción verdadera; la séntencia 
dicé que el objetodel acto era la revalidación de una obliga­
ció n anterior á la interdicción, y resuelve que, para la va­
lidez de dicho reconocimiento, no era necesario obtener la 

1 Turín, 4 ,le Agosto de 1810 (DaIloz, en la palabra interdic<;ió,t, 
número 184, 4"). 

2 Sentencia (tedenegalla apelación, de 9 <le Febrero <le 1830 (Da­
Hoz, en la palabra interdicción, núm. 181, 2"). 
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autorización del consejo de familia (1). Esto es dudoso. El 
tutor tiene el deber y el derecho de pagar lo qué debe a! 
incapacitado, pero no puede hacer ningún reconocimiento 
que implique una aprobación cualquiera; y ¿ren!idar una ac· 
ción acaso no es reconocer su validez? D"sde el"momento en 
que hay materia de contienda, G! tutor careée de calidad. 

La cuestión de saber cuál es la verdadera fecha de un 
aclo subscrito por el incapacitado, d~ lugar:í serias dilicul­
tades que presto éxpondremos. Según que el acto es an· 
terior ó posterior á la interdicción, el derecho que tiene el 
incapacitado para atacarlo difiere complelamenté: si es pos­
terior, hay nulidad de derecho: si es anterior, podrá pedirse 
h nulidad con la condición de probar la notoriedad de la 
demencia en la época en que el acto se celebró. ¿Cú­
rrespóndele al tutor reconocer la verdad de la firma y de 
la fecha? La corte de Nancyfalló la alirmativa (2\ A nnes" 
tro juicio, el tutor se excede de sus podere. al reconncer 
la firma del incapacitado y la fecha que el acto lleva; con 
esto quita al signatario el derecho 'que tiene para poner en 
duda su firma y la fecha; antes del reconocimiento, la acta 
no daba fe ninguna, mientras que, reconocida, se asimila 
á una acta auténtica; el tutor renuacia, pues, á un derecho 
que correspondía al incapacitado, ejecuta un acto de dispo­
sición, lo ,¡ue pasa. de los limites de su poder. 

296. El arto :510 dice que las rentas del incapacitado 
deben emplearse esencialmente en mejurar su suerte y en 
aéelerar su curación. En este punto nn hay ni:Jgllna seme­
janza entre la tutela del menor J" la Iul.,h del incapacitado. 
Cuando se trata del menor, el tutor dehe administrar con 
economía, para que cuando el pupilo llegue :i la mayor 

1 Sentellcia. de tlelwg¡-ula apel:wión, do D ¡lo Fourcfo de 18:~O (Da. 
lIoz, en la palabra intcrd/Ccjón, núm. P:;4, 2~). 

~ Nanc-y, 211le l\Iarzo de 18-12 (Dallnz, en la palabra (ntc'·,licción, 
numero 223, 3~). .. 
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edad encuentre un capital á su disposición. El incapacitado, 
las más de las veces, jamás disfrutará de su fortuna; luego 
no hay para qué capitalizar por interés de los herederos é 
imponiendo privaciones materiales al infeliz qUcl ya está 
privado del mayor de los bienes, la razón. ¿Pero á quién 
se dirige Ilsta recomendación dellegislarlor? El dieta mina­
dar del Trihunado dijo que ha debido dejarse al tutor aCAma 
de este punto una amplia extensión de poder (1). Según 
esto, podría creerse que el tutor es el que dispone de las 
rentas como mejor le o"urra. Pero no es asl. El art. 510 
declara aplicables á la tutela de los incapa~itados las leyes 
sobre la tutela de los menores; luego hay que aplicar el 
arto [¡54, por cuyos términos el consejo de familia arregla, 
cuando todo tutor entra eu ejercicio, la suma á que podrá 
elevarse el gasto anu.l del menor. Si al tutor le parece 
insuficiente la suma, puede recurrir á lus tribunalcls en 
contra de la deliberación. Si el tutor no ejercita recnrso 
alguno, so halla entonces encadenado por la decisión del 
consejo. La corte de Besans¡OD ha fallado que el tutor 
que tomaba algo del capital del incapacitado, siendo que 
el consejo se lo haLía prohibido, debla soportal' los gastos 
que habia hecho excédiéndose de las rentas; esto pa­
reoe excesivamente riguroso, pero la sentencia agrega que 
el tutor no alp-gaba que hubiese estado obligarlo á hacer 
algunos gastos extraordinarios urgidos por sucesos impre­
vistos, para cuyo pago las snmas abonadas habrlan sielo 
insuficientes (2; Restringida de esta manera, la doctrina 
consagrada por la corte se concilia con los principios gene­
rales que norman la gestión tutelar. Los capitales del in­
capacitado, así como los del menor, no deben tocarse sino 

1 InfofllH\ roudido al TrihUlJaut' pUl' lh~rtritwlllc Oronillf', HÍlmc_ 
ro 10 (Locré t. 3", p. 509). 

2 Besan!JOn, 20 de Noviembro de 1852 (Dalloz, 1Sb3 2, 10)7. 
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en caso de necesidad; porque si el tutor toca el capital, po­
drá suceder que se halle en la imposibilidad de proycer á 
los gastos del incapacitado. 

297. El arto tii 1 contiene, además, una disposición es· 
pecial y excepcional; establece que: «cuando se trate del 
matrimon'o del hijo de un incapacitado, la dote ó el anticipo 
de herencia y las demás convenciones matrimoniale~ se arre­
glarán por un dictamen del consejo de familia, homologa. 
do por el tribunal, fundándose en las conclusiones del pro­
curador imperial.» Este derecho otorgado al consejo de 
familia es excepcional; en principio, los representantes de 
nn incapaz nü puerlen hacér liberalidades eu nombre de 
éste; teniendo el propietario el ejer~ici" de sus .derechos él 
wln tiene la facultad de disponer de sus bienes á titulo 
gratuito. Si la ley deroga este principio fundamental, es 
porque considera la dotación del hijo como una obligación 
natural; el desgraciado estado en que se halla el padre no 
debe impedir que la familia cumpla en nombre de aquél 
un d8ber que probablemente él mismo habrla cumplido, 
tanto más cuanto que el establecimiento del hijo puedé de­
pender de la dotación. No obstan té, el consejo no tiene el 
mismo poder que el padre. CJando el padre dota á ua hijo, 
puede dispensarlo del rendimiento, mientras que el arto tiii 
agrega que el consejó constituye la ,lote corno uu anticipo de 
herencia; de dOilde se sigue que la donación no podrla ha· 
cerso por manda especial. Esto se concibe. El padre tiene 
la liure disposición de sus bienes dentro de los limites de 
lo disponible: el consejo de familia, al contrario, no inter­
viene SillO por necesidad, al disponer de bienes que nQ son 
suyos; luego había que limitar su poder al caso de necesi­
dad; ahora bien, si es necesario dotar, no es de rigurosa 
necesidad dotar por manda especial (i)' 

1 E~h. es la opinión geolJrotl {Aubry y Uau, t. to, p. 521, nota. 14 
y los autoreo que allí se ollan). 



416 DIIl LAS PIIilI50NAa 

El arto !Si i es aplicable desde el momento en que se 
trate de dotar á los hijos de un incapacitado: estos son los 
términos de la ley. Sin decirlo se entiende que se supone 
que la dote se toma de los bienes del incapacitado. Si el 
hijo se dota á si mismo, el consejo de fa.11ilia no tiene ya 
ninguna calidad para intervenir. Si la mujer es la ineapa­
citada, el padre, tutor ó n6, podrá dotar al hijo con los 
bienes de la comunidad, porque la interdicción no lo priva 
de los derechus que debe á las potestades paternal y ma­
rital. Unicamente habrla lugar á dirigirse al consejo cuan­
do la dote sé tomase en todo ó en parte sobre los bienes 
propios ce la mujer incapacitada. 

La deliberación del consejo de familia debe ser homolo_ 
gada por el tribunal. Esta homologación, ha dicho el ora­
dor del gobierno, no debe ser una vana formalidad; los 
jueces y el ministerio público están estrechamente obliga­
dos á asegurarse de que los intereses del hijo y del incapa­
citado no están sacrificados á intereses opuestos que. pue­
den existir enel seno mismo de la familia (1). Esto snpone 
que el tribu-nal podrla, en caso necesario, aumentar la do­
te; lo que, en efecto, está en el esplritu de la ley. Si el 
corisejo fijara la dote muy baja, de manera que se impi­
diese el matrimonio proyectado, habría ciertamente lugar 
á aumentarla, bien entendido que siempre que con ello no 
sufriera el incapacitado; porque el juez tiene que conciliar 
el establecimiento del hijo con las atenciones que deben 
prodigarse al incapacitado (2). 

298. El arto tiH agrega que el eonsejo de familia arre­
gla también las demás convenciones matrimoniales. A pri. 
mera vista no se compronde con qué titulo el consejo de 
famUia interviene en el contrato de matrimonio. Si el hijo 

1 Edl.ruery, E~posioiólI <le lOotivosyllúm. i1 (Looré, t. 3?, [l. 472) . 
. ;¡ BruselS$, 31 de Julio <le 1854 (Pasicrisia, 1855, 2, 322). 



DE LA lNTERJlICCION 417 

es menor, sin decirlo se comprende que necesita estar asis­
tido del consejo de familia, para sus convenciones matri­
moniales así como para su matrimonio: esto es el derecho 
común, pero el con~ejo que debe asistirlo es el suyo y no 
el consejo del incapacitado: esto es también cierto_ Que si 
el hijo es mayor, él solo arregla sus convenciones matri­
moniales y nadie tiene el derecho de intervenir en ellas. 
Así, pues, ¿en qué sentido dice el arto oH que el consejo 
arregle las demás convenciones matrimoniales al mismo 
tiempo que constituye una dote al hijo del incapacitado? 
El padre habría tenido el derecho incontestable de subor­
dinar la dotación á la adopción de tal régimen ó de tales 
cláusulas del contrato de matrimonio; el consejo de familia 
que reemplaza al padre en caso de interdicción, debé tener 
el mismo derecho. Sólo con este título puede intervenir, 
así como el tribunal llamado á homologar la delibera­
ción (1). 

299. ¿Se puede aplicar el aJt. lB 1 á otros establecimien­
tos que no sea la dotación? La jurisprudencia consagra la 
afirmativa, y tal es también la opinión de la mayor parté 
de los autores 1,2). Se dice que hay el mismo motivo para 
decidir; esto es verdad; el art. 204 pone á todo estableci­
miento en la misma línea; todos son una deuda natural 
que el padre reputa como dicha el saldar: si el consejo 
reemplaza al padre incapacitado para la dotación ¿por qué 
no habrla de reemplazarlo para un establecimiento comercial 
ó industrial? Cierto es que la analogla es perfecta. ¿Pero 
es suficiente la analogía para extender una disposición ex­
cepcional? Ahora bien, no hay disposición más excepcional 

1 Valette sobre Pronuhon, t. 2", p. 522. 
:! Demolombe, t. 8", p. 396, núm. 588. Anbry y Rau, t. 1", p. 521, 

nota 16. Véanse las sentencias en Dalloz, en la palabra interdicción, 
número 193. 

P. d, D. TOMO V.- 63 
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que la del arto 011, supuesto qué ella permite al consejo 
de familia que disponga á título gratuito de los bienes de 
un incapaz; para cuida tambiéu de definir en qué cas~ ad­
mite esta derogación: «cuando se trata del matrimonio del 
hijo de un incapacitado,» dice la ley. Fuera d,~ esto, vol­
vernos á entrar en la regla (1). Este es un vacío digno de 
lamentarse; si los tribunales lo han colmado es por neceo 
sidad, en el sentido de que el hecho pl'erlomina sobre el 
derecho. De ello puede uno convencerse leyeudo las sen­
tencias y las pésimas razones que ellos a¡]ucéc en apoyo de 
una opinión que el rigor de l"s pri uci phs cOll,lena. Para 
éncontrar algún texto, la corte de Allliens invoca el articn' 
lo 407, qU1J permite al consejo de familia <¡ue autorice la 
enagenación de los inmueblf~s del incapacitado, á causa de 
una necesidad absolnta ó de nna ventaja evidenLe (2;. La 
corte olvida qne en el arto 457 se trata ele la enagenación 
á titulo oneroso; y ¿quién ha pensa,!o alglIna vez que el 
derecho de vender im pliqué el derecho de donar? 

§ 1Il.-INFLUJ;XCIA DE LA I:'iTERDlCCIO:'i EX EL MATRElIO~IO 

y L_~ PATRIA POTESTAD. 

Múm. 1. Cuando la mujer está ·incapacitada. 

300. El marido es, de derechú, el tntor de su mujer 
incapacitada (art. 506). ¿Quiere decir est'J que la potestad 
marital que él tenia se snbstitnya por la potestad tutelar? 
La ley no dice tal cosa, y ninguna razón tenia para decirlo. 
En la tutela ordinaria, el que sobrevive de los padres tiene 
también una doble potest~ol; tiene la autoridal1 paternal á 

la vez que la tutela; su calida,l de tutor deja subsistir su 
1 E¡.;ta Cfi la, opinión al\ :\Ill~nill, t. 1'\ núm. S¡;n, Ilota, .\UO Ohm'_ 

don, Potestad tutelar, uítlll. 257. . .... 
2 Amiel;¡~, (3 de Agosto de 1831 (D,\lioz, l'n la palabra, illferdicciún, 

número 193, ! 0). 
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calidad de padre ó de madre. Lo mismo debe suceder 
cuando el marido viene á ser el tutor de su mujer; n·) cesa 
por esto de ser marido, y Hgreg~ á su potestad marital, 
que él conserva, una autorida,lllUeva, la de tutor. Co­
mo marido, debía auxilio, a.istenda y protección á su 
mujer; ciertamente 'luO queja ligado á e3ta3 obligaciones, 
y por consiguiente ,'onserva tambión I"s derechos que le 
son correlativos. Síguci'e de aquí que el arto 511 no recibe 
aplicación al marido tutor: canfor-no á este artículo, el con· 
sejo de familia es el que decreta si el illcapacitado será tra­
tado en su donJidlio ó si se le colocará en una casa de sao 
ludo El consejo no tendría eso derecho si el marido fuese 
tutor. En este punto hay colisión entre dos poderes, y el 
más fUArte dE ellos es el que deLe predominar. ¿Puede 
concebirse que d con,;ejo ordene que se ponga á la mujer 
incapacitada en un establecimiento do dementes, cuando el 
marido quiere tenerla en su casa? Según osto jel consejo 
de familia tendria el derecho de modificar las relaciones 
qUB nacen del matrimonio! Se objeta que el marido, por 
un espíritu dd economia mal entendida, podrá no atender 
convenientemente al mantenimiento y curación de la muo 
jer. NosotrOs contestamos qUA si el legislador hubiese te· 
nido semejanto temor, no habría confiado de pleno dere. 
cho la tutela d~ h mujer ú su marido. Si tal abuso se pre. 
sentase, el subrogado tutor débería pedir la destitución del 
marido tutor (1). 

Por aplic"ción del mismo principio debo resolverse que 
el marido sigue siendo el jefe de la comunidad, y que sus 
derec.hos !Í este respecto en nada se alteran por su calidad 

1 E~ta es Lt opinión <10 Dnranton (t. 3°, núm. 762), tIo l\ras~é y 
Verg(>, traducckllllle Z:wlwrim (t. e, JI. ·170. nota 12). En 8('nthlo 
contrario, Ohardon, "De la potf\f!tatl tntdar," núm. 21f1, j' Auhry y 
Hall (t. 1", p. 5'!O, Y lIota 13). 
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de tutor. Mientras dura la comunidad, la mujer no tiene 
ningún derecho para intervenir en la administración del 
marido, éste es árbitro y señor; luego poco importa que la 
mujer esté incapacitada, porque su interdicción no le da 
ningún derecho en la comunidad y ninguno hace perder al 
marido. La mujer no tiene más que un derecho, el de po­
ner un término á la gestión del marido, pidiendo la sepa­
ración de bienes. Ella conserva este derecho cuando está 
incapacitada. ¿Pero quién la ejercitará? Su tutor, en prin­
cipio, la representa, y puede, en consecuencia, pedir la se· 
paración; pero como en el caso de que se trata, el marido 
es tutor, sus intereses están en colisión con los de la mujer, 
y por tanto intervendrá el tutor. Esta es la aplicación del 
derecho común (1). 

El marido sigue siendo también administrador de los 
bienes de la mujer; la tutela no le da en este particular 
ningún derecho, y no puede, por eonsiguiente, alterar el 
poder que tiene como marido. S[guese de aqu[ que bajo el 
régimen de la comunidad legal, la tutela no trae cambio 
ninguno en el poder del marido, ni extiende sus derechos, 
ni los restringe. Pero si el contrato de matrimonio atribu· 
yese á la mujer la administración de todos ó de parte ,le sus 
bienes, la interdicción transportarla naturalmente esta ges· 
tión al marido. Tal es el único efecto que la interdicción 
produce cuando el marido es tutor: si la mujer tiene dere­
chos en virtud de las convenciones matrimoniales, el ma­
rido los ejercita en nombre de ella. 

301. Si el marido se excusa de la tutela ó si es excluido 
de ella, pueden presentarse conflietos en cuanto al sosteni­
miento de la mujer. El marido conserva la potestad mari­
tal, y queda también sometido á las obligaciones que esa 

1 Duranton, t,o 3°, p. 692, uúm. 750. Detnolomhe, t. 8?, p. 400; nú' 
mero 596. 
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potestad le impone. Pero ésta se haya limitada por la tu­
tela; habrá lugar, en este caso, á la aplicación del arlo lli1, 
salvo que el marido recurra á los tribunales_ Supuesto que 
él no quiere ó no puede manejar la tutela, eo preciso que 
el tutor haga lo que el marido no hace. Unicamente que co­
mo hay dos poderes en conflicto, el juez resolverá_ 

En cuanto á los bienes, ningún cambio habrá bajo el 
régimen de la comunidad_ El marido seguirá siendo el je­
fe de la comunidad y administra¡lor de los bienes de la 
mujer; la interdicción de la mujer deja subsistir el régimen 
bajo el cual los cónyuges estaban casados, y por cODiliguien­
te todos los derechos del marido. El tutor no representa 
al marido, representa á la mujer, luego no puede ejercitar 
los derechos que á la mujer pertenecen en virtud de las 
convenciones matrimoniales. Se ha fallado, por :¡plicación 
de este principio, qué al marido, como tal, corresponde 
ejercitar los actos conservatorios de los derechos de la mu­
jer (1). 

Núm. 2. Cuando el marido es incapacitado. 

302. Si la mujer es tutor~, tendrá los derechos que, en 
general, tiencn los tutores_ Su posición es diametralmente 
diferente de la del marido. Muy lejos de tener un poder sea 
el que fuere, estaba bajo potestad. Luego adquiere como 
tutora una autoridad que jamás había tenido, autoridad en­
teramente excepcional, supuesto que ella que est,¡ bajo la 
potestad del marido, va á ejercer cierta autoridad sobre él. 
Esto equinle á decir, que su poder e,tlrá estrictamente 
limitado por los principios de la tutela, y aún podl'á restrin­
girse por el consej o de familia cuando se delat3 la tutola, 
como antes lo hemos dicho (nú m. 291). Siguese de aqu[ 

1 Sentencia de denegada apelación, .le 2~ ,le Fobrero ,le 1311 (Da­
Hoz, en la palabra privilegios, núm. 1637). 
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que el arto 51 t es aplicable cuando la mujer maneja la tu­
tilla. 

En cuanto á los bieues, la mujer ejercitará los derechos 
que el marido tenIa, en virtud de las convenciones matri· 
moniales. Luego ella administrará la comunidarl; pero corno 
administra en calidad de tutora, deberá satisfaeer todas las 
formas que el código impone al tutor; luego estará obliga­
da á hacer inventario, y no podrá enagenar sino observan­
do las cOlldiciones prescritas por la ley, porque los bienes 
de la I'omunidad son los bienes del marido, y la mujer no 
los admiuistra sino como tutora. Con mayor razón es asl 
respecto á los bienes propios del marido. La mujer admi­
nistrará también sus propios bienes, pero lo hará como 
tutora, porque esta administración correspondla al marido; 
así, pues, ella ejercita un derecho del marido, y por con· 
siguiente, está sometida á todas las reglas que rigen la 
tutela. No hay duda alguna acerca de este punto. ¿Pero 
tendrá la mujer necesidad de la autorización judicial para 
los actos jurldicos que se halle en el caso de ('elabrar? Nos­
otros creemos que debe distinguirse. Si la mujer obra como 
tutora, ejerce un mandato que la ley permite conferirle; 
no obrando como mujer no necesita autorización. Pero 
cuando ya no obra como tutora, hay lugar á aplicar los 
principios gen~rales que rigen la incapacidad de la mujer 
casada. Se ha fallado que si la mujer hace un préstamo 
por cuenta propia, necesita la autorización judicial. En 
efocto, si su marido no estaba incapacitado, la mujer habrla 
contraldo el préstamo con autorización martial, luego ne­
césita la autorización judicial cuando el marido está incapa. 
citado. Pero también le es suficiente esta autorización; ella 
no está obligada á observar las condiciones prescritas para 
los préstamos contraldrs en nombre de los menores; porque 
no es su marido incapacitado el que pid~ prestado, sino ella. 
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En cuanto á la patria p(\testad, continúa perteneciendo, 
en derecho, el marido in', :)at~itado; de hecho, esta p,ltes­
tad la ejercía la mujéf, I'e,,-, ¿cómo tutora de su marido ó 
cómo ITHldre? N()solrus creemos que t~Omo madre. En efec· 
to, la madre tieno la patria potestadcoll el mismo titnlo 
que el padre; éste la ejerce sólo durante el matrimonio, 
dice el art. 373; lo que supone que se halla en estado de 
ejercerla, pero cuando una enfermetlad mental le impide 
que ejerza la autorid,,,j que h It~y le otorga, el ejercicio de 
esta autoridad pasa á la mujcr; de lo contrar;o, habria que 
decir qlliJ la autoridad patemal no puede ser ejerolitla por 
nadie, lo que es absurd,J. Si como lo creemos la mujer 
ejerce la patria pot;Jstad por el hecho sulo de que su mari­
do se halle en la imposibilitlad de ejercerla, sigaese que 
ella ejerce esta autoridad como mujer; ella la tiene antes 
de la illtertlicción, j- continúa ejerciéndola después del fa­
llo que incapacite :í su marido. Sas derechos serán, pues, 
no los úe una tutora, sino los derechos de una madre que 
ne el ejercicio de la patria potestad. 

303. Caando la mujer no es tutora, hay conflicto entre 
la posición de la muj~r cil3:\da, como tal bajo la potestad 
del marido, y la posi"ión del mariúo incapacitado y que, 
á causa de su interdicción, pasa á potestad tatelar. ¿Resul­
ta de e5to que la mujel' caiga con su marido bajo la potes­
tad del tutor? Esto ea inadmisihle. La potestad marital es 
dé orden público, luego nadie más 1l1e el marido puede 
ejercitarla. Nosotros hemns hecho la aplicación de este 
principio, en el titalu del Domicilio, resolviendo que la 
majer no toma el domicilio legal del tutor, que ella COll­
serva el domicilio qa" el marido tenia caando su interdic­
ción, y que no está obligada á seguir á,a marido al extran­
jero, si el tutor estableciese su domicilio en el extranjero (1). 

1 V éaso e! towo 2~ ue estos principio,." núm. 99. 
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¿A quién corrésponde la patria potestad, á la mujer ó al 
tutor del incapacitado? Debe aplicarse el mismo principio. 
La patria potestad, tanto como la marital, no se delega; 
luego sé necesitarla un texto formal para que el tutor pu· 
diese ejercer en nombre del incapacitado, la autoridad que 
éste tiene sobre sus hijos. La ley se ha cuidado mucho de 
establecer semejante anomalta. Como acabamos de recor­
darlo, la patria potestad pertenece á los padres, luego la 
madre la ejerce durante el matrimonio, cuando el padre se 
halla en la imposibilidad de ejercerla; habria sido, pues, 
contrario á todo principio cunfiar la patria potestad á un 
tercero, á nn extrailo, siendo así, que la madre vive y está 
en aptitud de ejercerla (1). 

En cuanto á la administración de los bienes del marido 
, y de la comunidad, pasa al tutor, puesto que es el manda­

tario legal del marido; la mujer no puede presentar derecho 
ninguno en la administración ce la comunidad; en efecto, 
la comunidad snbsiste á pesar de la interdicción del mari­
do; ahora bien, mientras dura la comunidad, la mujer ca­
rece de derecho; el marido es el qne administra con un po­
der absoluto; este poder pasa al tutor, er.tendiéndose ~ne 
con las limitaciones inherentes á la patria potestad (2). 

La mujer, aunque excluida de la administración de la 
comunidad, tiene derechos contra el marido que la admi­
nistra. Según los términos del arto 1409, núm. 0, la co­
munidad tiene á su cargo los alimentos de los cónyuges, 
la educación y el sostenimiento de los hijos, y otra carga 
cualquiera del matrimonio. Ahora bien, según el articulo 
214, el marido está obligado á recibir á su mujer y á prOM 

1 Orlealls, \) de Agosto de 1817,Dalloz, ellla palabra interdicció¡¡ 
nÚmero 164). 

2 Sentenoia precitada de Orleans, y scntullcias de Rennes, !.le 3 
de Febrero de 1819 (Dalloz, enlla palabra interdicción, núm. 182, 2"). 
Y de Bruselas de 30 de Ootubre de 1828 (Pasicrisia, 1828, p. 310). 
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curarle todo lo que es menester para las necesidades de la 
vida. Cuando el mari.lo está incapacitado ¿á quién se dirigi­
rá para conseguir la ejecución de estas obligaciones? Se ha 
fallado, y con razón, que la mujer tenIa el derecho de ha. 
hitar la casa común y de pedir una per:sión aliménticia pa· 
ra ella y, en caso necesario, para sus hijos. Ni el tutor ni 
el cons'jo de familia son los que tienen derecho á arreglar 
los gastos de la mujer; la misma ley determina la extensión 
de la obligación que incumbe al marido; éste debe procu­
rar á la mujer todo lo que necesita 'para la vida, «según 
sus fa~ultades y su estado.» La pensión es, pues, propor­
cionada á l~ fortuna del marido; el tribunal la arreglará en 
caso de contienda ()). 

Niírn. 3. Cuando el qlte sobrevive de los padres 
es incapacitado. 

303 bis. El superviviente dé los padres ejerce todo á la 
vez, la tutela y la patria potestad. Si es incapacitado, pier­
de la tutela. porque, pur los términos del art. 442, los in­
capacitados no pueden ser tütores. Pero la ley no dice que. 
el incapacitado no puede ejercer la patria potestad. Por 
derecho, él la conserva, pero como de hecho es incapaz de 
ejereerla, deLe resolverse que con motivo de esta i:Jlposi­
Lilidad, la patria potestad será ejercida por el tutor que de­
he nombrarse en substitución del emancipado supervivien­
te. Es imposible que la patria potestad se quede vacante, 
y su ejercicio es cuotidiano, supuesto que c01Jsiste esen­
cialmente en el deber de educación. Es urgente que los 
hijos se eduquen; si el superviviente no puede hacerlo, el 

1 Ll'IlSClla.¡.¡, 30 l10 Oduhn', y 2G dn Dioiemhre (le 1828 (Pasicri­
sia, 18~!B, p. ;10V). Aix, h do Marzo de 184'-~ (Dalloz, en la palabra in· 
lerdicciúII, llúm. 17:1). 

P. d. D, TOMO V.- 64 



426 DE LAS PEnSONAS 

tutor lo hará. Signese de aquí que si hubiesé")ugar á eman­
cipar al hijo, la, emancipación debería hacerso por el con· 
sejo de familia, En apoyo de esta doctrina, se puede invo. 
car por analogía el arto 160, por cuyos términos el canse· 
jo de familia se convoca para que consienta en el matrimo 
nio del hijo menor, si el padre y la madre, abuelos ó abue· 
las se hallan en la imposibilidad de manifestar su voluntad, 
Es cierto que esta imposibilidad no es absoluta cuando el 
incapacitado tiene intervalos lúcidos. Pero en 1,) que con· 
cierne á la patria potestad, la incapacidad equivale á nna 
imposibilida¡l absoluta; porque el ejercicio de esta potestad, 
mientras se trate de la educación, es de todos los uías, de 
todos los instantes, y no permite intel'mitencias, 

Hay que hacer, sin embargo, una restricción. La léy no 
pronuncia la extinción de la patria potestad por causa de 
interdicción, Si admitimos que el lutol' la ejere'l, ei úni­
camente en razón de la imposibili,lad en r¡ue se halla nI su· 
perviviente para obral'. D~ derecho, la p,üria potestad re· 
side siempre en su,; manos. Luego si en un intervall) lúd· 
do, consintiese BII el matrimonio de su hijo ó si lo eman 
cipase, estos actos serian válidos conforme al rigol' de los 
principios. Si ha de decirse la verdad, hay vaNo en la 
ley. Porque los mismos motivos por los cnales el incapa­
citado no puede ser tutor, habrían debido también acarrear 
la extinción ele la patria potestad. Pero en el silencio del 
código, el intérpréte no puede pronunciarla, porque las 
prescripciones Sal! de estricto derecho. 

SECCION V.-De la incapacidad de aquél 
á quien la ley declara incapaz. 

S l.-DE LOS ACTOS POSTERIORES A LA INTERDICCION. 

Núm. 1. De los actos pecuniarios. 

3040, l<.:l arto 009 establece que el incapacitado se asimila 
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al menor por la persona y por los bieñN.· t'1nlo.s lo~ autores 
hacen notar que esta asimilación es dem:l$ia4:\1aHJólutá : 1). 
Hay analogía en el stlntido de que 01 incapacitado 'Y el me­
nor 5011 incopaces, y se hallan en tutela én razón de su in· 
capa~ida¡j; el tutor representa ú un0 y otro, y sus podl3res 
son idéntico,;, trátese de un menor ó ,le Ull incapacitado. 
Pero grande eS la dir"rA,,,,ia cuando se eOllsi,lcl'a la capa· 
cirlarl personal del mf'llOr y del in,~ara,·ita,lo. La incapa· 
cidad del mellor no es absoluta; cnando ha llegado á la 
edad d" la razón, puede obrar sin la intervenl'ión de su tu­
tor, en el sentido de que los actos que ejecute no son nu· 
los por el hecho solo dr) que el tutor no haya intervenido 
en ellos; si se le permite que ataque los actos que ejecute, 
no es por qu~ sea menor, es porque ha si·lo perjudicado: 
luego debe probor la lesión, lo que sehace, según los diversos 
actos, sea estableciendo el perjuicio que para él ha resulta-
00 de un acto de administración, S2a est'lbleciendo que las 
formas prescritas para preservarlo dI] touo p'~rjuicio no se 
han llenado. No sucede lo mismo con el incapacitado. Los 
actos que ejecuta posteriormente á la interdicción son nu 
los de derecho (art. ti02); es decir, que su nulidad se pro­
nuncia por el hecho solo de que un incapaz los llevó á cabo. 
Se comprende la razón capital de esta diferencia; el menór 
tiene un cierto grado de inteligencia; cuando contrata, sa­
be lo que hace; luego no hay motivo para anular, en razón 
de su minoría, los actos que celebre; únicamente que 
como pudiera ser perjudicado ~ causa de la inexperiencia 
de su edad, se le permite que pilla. la rescisión por causa 
de lesión. No sucede lo mismo con el incapacitado. La ins 
terdicción no puede pronunciarse sino cuando una persona 
sé halla en un estado habitual de entigenación mental: sien­
do habitualmente incapaz para consentir, se le debe per-

1 Proudhon, f,J 2~, PS, 529_532. Durallton, t. 2':', p. 606, núm. 72. 
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mitir que ataque los actos que ha ejecutado, por el he cho 
solo de haberlos llevado á cabo en est~do de interdicción. 

Se dirá que el estado habitual no es un estado COtltínuo. 
En erecto, el enagenallo puede tener y á menudo tiene iu­
tervalus lúcidos. Surge, pues, la cuestión siguiente: ¿deben 
mantenerse l"s actos celebrados por un incapacitado, si los 
celebra en un intervalo lúduo? La ley no admite la prueba 
de que nn acto lo haya ejecutado el incapacitado cuando 
gozaba de su razón. Ella permite que se anulen los acto~ 

que él celebra, porque preSl1l1lil que es incapaz. Luego el 
fallo que pronuncia la interdieción establece una presun 
ción legal de incapacidad, en cuya virtud los actas tienen 
el vicio de nulidad. Ahora bien, según el 3rt. 1:-11:)2, nin­
guna prueba se admite contra la presunción tle la ley, cuan­
do, en la base de esta presunción, ella anula ciertos actos. 
Ya hemos dicho la razón de este rigor. Pr.]cisamente 1\ 

causa de los intervalos lúcillos es por lo que se necesita in 
capacitar al cnagenado; si ningún intervalo lúcido tnviese, 
nadie tratarla con él; si los tiene, se podrá tratar C3n él, y 
si se diere validez al acto por haberse hecho en un inter­
valo lúcido, se arriesgaría mantener actos que le son p8r· 
judiciale •. No hay más que un solo merlio de poner á cu 
bierto plenamente los iutereses del incapacitado, y es anular 
el acto, sin aumitir la prueba de la lucidez. Los terceros que 
han contratado con el incapacitado no tienen que querellar­
se, porque prevenidos por el procedimiento de interdicción 
por el fallo y por la publicidad que á éste se da, ellos no 
deblan tratar con un incapaz. Debe agregarse que la dis­
posición que rechaza la prueba contraria no es tan absoluta 
como parece serlo, porque el arto 131:)2 reserva la prueba 
contraria por la aprobación y el juramento. Insistire mos 
acerca de este punto en el título de las Obligaciones. 

3015. Se pregunta por qué los actos ejecutados por el in-
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capacitado no se reputan inexistentes, como subscritos por 
una persona que no tiene capacid¡\ll ¡Iara COIBI~ntir. Haga­
mos constar desde luego, que el ro ligll no d;ce llue el in· 
capacitado es in rapaz para consentir. El art.i 108 declara, 
en verdad, que los incapacit:lllos ,J" Ílicapaces de contra­
tar, lo mismo que los menores y las mujeres easallas. Pero 
de aquí no se sigue qWl los aelo,; ejecutados por los incapa· 
ces se reputen iIlpxistentés por falta do consentimiento; son 
únieamente anulables y su nulida,1 debe, pedirse dentro de 
los lliez aiJos contados desde 'lile se l"yanta la interdicción, 
según el art. 130~ (1). ficspecto al incapacitado, podría 
decirse que contandu deslle el fallo, hay incapacidad legal 
para consentir, en razón de la enagenación mental de que 
estil afectado y que se comprueua ju,licialmente. E,lo sería 
tnny jurídico si la ley exigiese que la loema fUes, contiuua; 
de ello resultaría qu", no habría eonseutimienlo, y por tau· 
to, tampoco contrato. T'ero purliendo prollundarse la in­
terdicción cnan¡]o hay intervalos ltieidos, él incapacitado no 
es necesariamente incapaz para consentir; luego no se po· 
d<ian declarar inexistentes los actos que él hace, por falta 
do consentimiento. Púr esto es que la ley los declara úni­
camente annlaules; al incapacitado ó á sus representantes 
es á quienes toca ver si les conviene pe,lir la anulación. 
Declarar el acto no existente, habría equivalido ú derogar 
los verdaderos principios y exceler la protección debida a 
la iIlcap~cidad jurídica. El acto puede Sé;· provechoso al 
incapacitado, luego había que permitirle qUEl lo m1Dtuviese. 
¿Quiere decir esto que el acto ejecuta,lo por U'l incapacita­
do jamás sea inexistente? (2). ~erá ine~istellto si el inca­

pacitado fuese incapaz de consentirlo e'l el momento en 

1 DlH:lllton, t. ~P, p. ¡O:!, ItÚIIl. ';"I;~). \~;!)l·tt!-, a~~Cl'e;t de P,"olldhun, 
t. ~", p. 5;{:}, Ilota 2. 

2 D{~lIlOlotl1btl lo diee (t.. 8°, p. ·1U, lIú,n. G:!!)~: Yé¡l~e cu S('lItillo 
cuntmrio, Marcaíle., t. 3°,1'.307, art. [íOj, UÚ::l.:t. 
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que se celebró. Pero para que el juez lo declare inexistente 
se neceEita que .e pruebe que en el momento mismo en 
que contrató el incapacitado, se hallaba en estado de de· 
mencia. Es casi imposible rendir semejante prueba. Por 
esto el legislador ha debido esühleeer una presunción de 
incapacidad resultante del fallo y limitarse, en consecuen­
cia, a declarar nulos los actos del incapacitado, es decir, 
anulables. Este sistema garantiza mejor los intereses del 
incapacitodo que el de la no existencia de los actos; en pri­
mer lugar, porque permite al incapacitado que obtenga 
la anulación de los actos que celebró posteriormente á 
la interdicción pronuuciada pór el juez; en segundo lugar, 
porque puede mantener los actos si le son ventajosos. La 
cuestión de la no existencia sigue siendo una cuestión de 
teorla; jamás se ha presentado á los tribunales, á causa de 
la dificultad de la prueba. Ella tendría, no ob~tante, inte­
rés para ¡jI incapacitado, si huhiese dejado pasar diez allos 
sin promover la nulidad: la prescripción de diez allos es una 
confirmación tácita: se puede oponerla en caso de nuíidad, 
porque ésta se cubre por la confirmación; no se la puede 
oponer en caso de no-existencia del acto, porque los actos 
inexistentes no se confirman -)). 

306. El art. !}02 establece que «la interdicción surtirá 
aus efectos desde el día del fallo. Tod,:s los actos que el 
incapacitado celebre posteriormente, serán nulos de dere­
cho.» La ley dice todos los actos; cierto es que la nulidad 
se aplica á todos los actos pecuniarios, á título gratuito y 
á titulo oneroso. Acerca de lós primaros insistiremos en el 
titulo de las Donaciones y Testamentos. ¿El arto !}02 re· 
cibé también su aplicación á los actos morales? Esto será 
lo que más adelante examinaremos (núm. 308). La nulí-

1 Véase sobre esta distinción IlH los actos mtlo$, y do los actos 
inexistentes, el tomo 1" do estos principios, núm •. 69.72_44LH4. 
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dad t.iene lugar contando desde el fallo, de suerte que un 
acto ejecutado el mismo ,¡i~ PO que el fallo se pronunció y 
después de pronunciado seria nulo. No hay qne di,tinguir 
en qué circunscrIpción se célebró el acto, supuesto que el 
fallo que afecte el estado del incapacitado tieue efecto en 
todas partes, aun en el extranjero (1). 

Si hay apelación del fallo que pronunció la intérdiéción 
y si la sentencia confirma la decisión del primer juez, la 
incapacidad existirá á contar d,'sde el fallo de primera ins· 
tancia. En este sentido, la apelación no es suspensiva. La 
razón es que la sentencia de I a corte de apelación que con· 
firma el fallo comprueba por esto mismo que la persona 
incapacitada se hallaba en estado de demencia en el mJmen­
to en que se pronunció el fallo, y por lo tanto, incapaz pa­
ra contratar (2). Asl pasarlan las cosas aun cuando el fallo 
fuese en rebeldla. porque la ley no distingue y ni habla lu­
gar á (listinguir 131. Todas estas resoluciones se fundan en 
el interés del Incapadtado, interés qne todo lo domina en 
esta materia, como lo expresó Tronchet en el consejo de 
Estado (4). 

Por aplicación del mi,mo principio, hay que resolver 
que los terceros no pueden prevalerse de la inobservancia 
de las formalidades prescritas por la ley, por substanciales 
que sean. Lr. corte de casación así lo falló en un caso en 
que el ministerio púLlico lIO había sido escuchado (ti). Lo 

1 Vflremos una aplicación de ('s te principio al tratar del consejo 
jUllicial (núm. 359). Ballutlo en eRt,~ Rentillo. fln mf\teria IIl' interillc­
ción, por una sentenoia. de Druselas, de 1~ de Febrero de 1832 (Pa_ 
sicrjsfa, 18:12,2, 32). 

2 Prowlhon, t. 2'.', p. 533, AulJry y Han, t. 1~, p. 517, nota. 25, y 
los autores allí citados. 

3 Caen, 22 de Enero de 1856 (Dalloz, 1856, 2, 133). 
4 Sesión de 20 brulllario, año Xl (IJoeré, t. 3'>, p. 463). 
5 Sentencia de Reuues, ele 16 de Diciembre de 1833, confirmada 

por otra de (lenegada apelación, de 27 !le Abril de 1842 (Dalloz, en 
la palabra interdicción, núm. 65, 4~) 
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mismo sucederia si el parecer del consejo de familia no se 
hubiere pedido, ó si no hubiese habido interrogatorio. En 
cuanto á las formalidades anteriores al fallo, no hay duda 
alguna, porque todas están prescritas exclusivamente por 
interés del incapacitado. En cuanto á la publicidad del fa­
llo, la cuestión es debatida; la hemos examinado en elnú 
mero 283. 

307. La nulidad de los actos celebrados por el incapa 
citado está regida por los principios generales concernien·· 
tes á la nulidad, principios que expondremos en el titulo 
de·las Obligaciones. Por el momento, nos limitaremos á 
hacer notar que la nulidad es relativa. Según los términos 
del arto 1120, las personas capaces de contraer compromi. 
sos no pueden oponer la incapacidad de aquél con 'luién 
han contratado. Si la incapacidad engendra una nulidad, 
es únicamente por interés del incapaz; luego él solo puede 
invocarla. Hay, no obstante, un caso en el cual los terce­
ros podrian oponer la incapacidad del demente con el cual 
han contratado: si llegaran á probar que en el momento 
mismo en que se celebró el acto, el incapacitado se hallaba 
en estado de demencia, tal acto sería más que nulo, sería. 
no·inexistente, es decir, que no produciría efecto all:)uno; 
desde ese momento el incaílacitado ya no puede prevalerse 
de ella contra los terceros, así como tampoco éstos contra 
aquél: un acto inexistente, es la nada, y la nada no produ­
ce efecto respecto á nadie. Esto no es más que la aplica. 
ción de los principios generales sobre la inexistencia de los 
actos (núm. 300). 

Núm. 2. De los actos morales. 

308. ¿La incapacidad es absoluta? Cuando se lee el ar­
ticulo 002, podría creerse que la cuestión la decide el texto. 
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Todos los actos, dice la ley, celebrados posteriormente á 
la interdicción son nulos de derecho. ¿Es permitido intro­
ducir una distinción en una disposición cUIoS términos pa­
recen proscribir todo género de distinciones? El antiguo ada­
gio spgún el cual no es p3rmitido distinguir cuando la ley 
no distingue, no nos detendrá. En más de nna ocasióll he­
mos hecho la observación, la necesidad de distinguir resulta 
á veces de la naturaleza misma de la ley, por abso!uta que 
ella sea. Par8 determinar cuáles son los efectos de la in· 
terdicción, hay que ver antes qne todo, cuál es el objeto de la 
interdicción. Tronchet lo ha marcado muy bien al decir que 
la interdicción se establece por interés del incapacitado (nú· 
mero 306). 

Hay, además, el interés general del orden público y de la 
libertad; pero este orden de ideas es extraño á los actos ce· 
lebrados por el incapacitado. Hay más todavía: desde que 
ciertas leyes promulgadas en Francia y en Bélgica, han au­
torizado la secuestración de los dementes no incapacitados, 
ya no puede decirse que la inter·;icción tiene por objeto 
garantizar el orden público y la libertad de las personas: 
prueba de [¡ue estos intereses nada tienen de común con 
la interdicción. La libertad y el orden público no son ma­
teria de la causa sino por accidente; aun bajo el imperio 
del código, puede no haber interé" general ninguno irnpli. 
earlo en la interdicción dd un demente; esto sucede tan á 
lllenudo 'lud no hay lugar á secuestrarIo. Luegó para apre· 
ciar el objeto y los efectos de la interdicción, debe hacerse 
iÍ un lado el interés público para no considerar sino el in­
terós privado de la persona incapacitada. 

La cuestión está en saber si el interés del incapacitado 
exige que sea declarado tal de nna manera absoluia, en el 
sentido de que, todo acto, sin distinción ninguna, debe 

P. d, D. TOMO v.- 65 
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an.laree, á demanda suya, desde el momento en que se 
hizo posteriormente al lallo que pronunció la interdicción. 
Para contestar á la cuestión, se debe precisar h naturaleza 
de los interéses que la ley ha querido amparar. Se trata 
de los intereses pecuniarios. Tan cierto es esto, que si el 
enagcnado es indigente, la inter,licción deja de tener razóa 
de ser bajo el punto de vista de los intereses privados. Así 
es, sobre todo, desde las nuevas leyes que permiten poner 
á los dementes no incapacitados en uaa casa de salud ó en 
un manicomio. Unicamente cuando el demente tiene bie· 
nes de fortuna es cuando es útil ó necesario jacapacitarlo. 
En efecto, el demente, cuando tiene intervalos lúcidos, po 
dría arruinarse á si mismo y á su familia, por los actos que 
celebrase y cuya anulación fuere dilicil conseguir. Por eso 
es por lo que se' le incapacita. AqUí vuelve á presentarse 
nuestra cuestión: ¿el motiv.l por él cual se establece la in­
terdicción exige que la iocapacida,l .i urídica que es su con· 
secuencia, sea absoluta? Nosotros contestamos que sí, si se 
trata de actos pecuniarios. Para poner fÍ cubierto los inté· 
reses pecuniarios del demente y de su familia, es por lo 
que la ley permita incapacitarlo: luego desde el momento 
en que hay en causa un interés de dinero, es preciso que 
el incapacitado tenga el derecho de pedir la nulidad del ac· 
to qué compromete dicho interés; la protección que la ley 
quiere utorgarle ~erla inellcaz, si la nulidad no fuere abso· 
luta. Diríase en vano que el demente puede tener interva· 
los lúcidos, y que, por lo tanto, hay que permitirlfl que 
ejecute, durante dichos intervalos, lrs actos concernientes 
á su patrimouio; de antemano hemos contestad,) á la obje· 
ción probando que precisamente á causa de tales intervalos 
lúcidos es. por lo que la 16y ha organizado la interdicción; 
luego esa lucidez aparente no es una razón para establecer 
una excépción en la incapacidad jurídica del incapacitado. 



DE LA INTERDICClON 485 

La garantía que el. legislador quiere concéderle no es real 
sino cuando puede invocarse para todos los actos que pué· 
den vulnerar sus intereses pecuniarios; luego debe ser ge. 
neral y absoluta para torlos estos act~s. 

Pero hay actos morales por su esencia: tal es el matri­
monio. ¿Debe aplicarse á estos actos el principio de la nu­
linan absoluta? En teoría, la cuestión sería dudosa. Pero 
nuestra misión no es hacer la ley, sino interpretarla. A 
nuestro jnicio, el arto :';02 os extralio·á los actos morales. 
Lo que acabamos ne decir es, á nU03tro parecer, una prue· 
ba decisiva ne ello. El indigente no debe ser emancipado, 
luegó sigue siendo capaz para caSárse en un intervalo lúci· 
do. ¿Por qué habría de volverse incapaz si pareciere con· 
veniente incapacitarlo? L1 interdicción no tendría ya razón 
de ser, y ¿un acto inútil puede influir en la capacidad de 
aquél á quien concierne? Se dirá f¡Ue, á pesar de la lucidez 
intermitente del demente, se pronuncia la nulidad de los 
actos que ejecuta posteriorrnente á la interdicción, en ra. 
zón de la incertidumbre de esta intermitencÍl y de la dificul· 
tad de probarla. Y ¡,acaso no existe el mismo motivo para 
los actos morales? Es seria la objeción; el código la con 
testa: las formalidades que preceden y acompafían 1a cele· 
bración del matrimonio S'>I1 una garantía. de que el matri· 
monio no se contrae sino por el que tiene capacidad para 
consentir. Esto es tBn cierto que el ur!. 146, por cuyos 
términos no hay matrimonio cuando no hay consentimien­
to, es, por decirlo así, de pura teoría; no se halla ninguna 
aplicación en nuestr"s recopilaciones de jurisprudencia: la 
intervención del oficial público, la presencia de los testi· 
gas, la publicidad que rodea al matrimonio garantiza sufi· 
cientemente al incapacitado contra torla sGrpresa, tanto más 
cuanto que la misma interdiccióa de que está afectado des· 
pertará la sospecha Y'por consiguiente, la solicitud de too 
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dos los que deben cuidar de sus intereses. No insistimos 
acerca de las demás consideraciones que pueden invocarse 
en favor del matrimonio del incapacitado; en otra parte las 
hemos presentado (1). 

Hay que aplicar el mismo principio á todos los derechos 
morales. A nuestro juicio, el divorcio puede pedirlo el cón­
yuge incapacitado, y por cnnsiguiente, tum bién la separa­
ción de cuerpo (2). Puede formular la acción de retracta­
ción (3). Por las mismas ra7."nes, admitimos que el iMa· 
paeitado puede réconocer á un bija natural, cuando aquél 
se encuentra en iI!tervalo lú~i,lo. Cierto es que el recono· 
('imiento acarrea consecuencias pecuniarias; pero tales afM­
tos no son más que acci,lentales, pueden no eli~t¡r si el 
enagenado es indigente. En su esencia, el reconocimientr¡ 
de un hijo natural es el cumplimiento de uo deber, y ¿por 
qué no habia de permitirse al incapacitado qile cumpliera 
con un deber, si tiene la conciencia de sus actr¡s? Ahora 
bidn, los médicos alienistas nos dicen que, durante la inter­
mitencia, el enagenado disfruta de la plenitud de su razón, 
que tiene la conciencia de lo que hace '4). Queda en pié la 
dificultar de comprobar el intervalo lúcido. El códig~ ha 
reconocido la dificultad al exigir un acta auténtica para el 
reconocimiento: la presencia de notario y de los testigos 
ofrece una garantía contra las sorpresas, como acabamos 
de decirlo para el matrimonio. 

309. La cuestión que acabarnos de examinar ,lividé á 

los mejores autores. Casi todos admiten que la incapacirla,t 
jurídica es absoluta, que contando de~de el fallo hay una 
presunción legal y general en virtud de la cual el in0apa-

1 Véase el tomo 26 de esta obra, núms. 286_288. 
2 Véase el tomo 3~ de est .. oura, núm. 216. 
3 Véase el tOIllO 3~ de esta obra,.llúm. 436. 
4 Esquirol, Pinol, Bronssais (Do~nolom\)('I, t. 8'?, ps. 4']3, 424) n~­

mero 643). 
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citado es incapaz para consentir (1 \. Pero no permanecen 
consecnentes á este principio cuando se trata de aplicarlo: 
unos admiten ~ue el incapacitado pue!.!'l rcconOl,er á nn hi· 
jn natural, los otros que él pue,le casarse; 10 'lue en defi­
nitiva viene á parar en una auseileia de principio, y por 
tanto, á la más completa incertidumbre. Si el art. 502 
asieIlta come regla que el incapacitado es incapaz de c6n­
sentil', ¿con qué derecho se le permite qne reconozca ú un 
hijo uatural? ¿No es el reconocimiento una aprobación, una 
monifestación de voluutad? ¿Y cómo sería capaz de querer 
el incapacitado cuando es incapoh pal'a consentir? La con­
tradicción es todavía más evillente eualldo se tl'ata del ma­
trimonio. En efedo, el matrimoni,) es un contrato, y la 
ley dice formalmeNte que no hay m~trimonio cuando no 
hay consentimiento (art. 1l¡6). Si el incapacitado es abso­
lutamente incapaz de consentir ¿cómo había de pOder con­
traer matrimenio? Se dirá que caemos en la misma contra­
dicción, y que nosotros hacemos también la ley, distin­
gu;endo entre los actos pecunial'ios y los morales. De an­
temano hemos contestado á la objeción estableciendo que 
la distinción resulta del objeto mismo do la interdiccién. 
En el/onda, los autores que permiten al ¡¡¡capacitado que 
reconozca á un hijo natural ó que se case, aplican la dis· 
tinción que proponernos, pero lo hacen con inconsecuen' 
cia. Hay que escoger entre uno de los dos princ¡ p.ios, ó ad· 
mitir la incapacidad absoluta de cQntrular con todas sus 
consecuencias, lo que nadie sostiene, ó esta!Jlecer una dis­
tinción que justifique las excepciones que los autores admi· 
ten; y nosotros no vemos otra que la que acabamos de des­
arrollar. 

310. Demolombe propone otra distinción (2;. El arUeu-
1 Yéan:m los ,mtort'S cita(le~ por Dt~J\l\llu:Il\j:·) t,. 8'" p. 417, IInme­

ru:.: 633, 638. 
~ Demolollllw, t. S~1 p. ·l~O, lIúms. G09, y siguio¡¡tes, Hognilb por 

Valette, Explicación sltmaria del iibro 1", ps. 3GL363. 
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lo 002, dicé él, que pronuncia la nulidad de todos los actos 
posteriores á la interdi<ICión, debe combinarse con el artí· 
culo 009, que asimila al in~apacitado con el menor, po­
niéndolo en tutela. El e3 incapaz de ejecutar todos los ac­
tos que su tutor tiene la misióu de ej ecutar po r aquél y en 
su nombre;' pero si se trata de actos para los cuales el in­
capacitado no puede estar representado por su tutúr, la in­
capacidad establecida por el art. 002 ya no tiene razón de 
ser: esto, en efecto, equivaldría á decir que tales actos se 
hacen imposibles después de la interdicción. Ahora bien, 
¿concíbese que haya actos jurídicos que una persona no 
pueda ejecutar ni por si mismú ni por su representante? A 
nuestro juicio, t~l distinción es demasiado absoluta, no tie· 
ne base ni en los textos ni en los prin cipios. Ningún punto 
de relación existe entre el art. 002 y el 009. Si la ley asi­
mila al incapacitado con el menor, esto no significa que el 
incapacitado puede ejecutar los actos para los cuales no 
puede ser representado por sn tutor, por'lue habr1a que de. 
cir también que el menor puede ejecutar los actos para los 
cuales no puede estar represbntado por su tutor; ahora bien, 
hay actos que realmente son imposibles mient ras dura la 
minoría: tal es la donación, tal es también, á nuestro pare­
cer, ei reconocimiento de un hijo natural. El principio que 
se quiero dedllcir de lo, arts. 502 y h09 es, pues, extraño al 
código; este es un principio imaginado por la necesidad de 
la causa. Hay que restringirlo IÍ los actos morales, como lo 
hemos hecho; entonces hay una razón de ser. Sd pntende 
que aquel principio resulta de la naturaleza d" la tutela: 
destinado' el tutor, se dice, á representar al pupilo, slguese 
que éste no peude ejecutar los actos para los cuales tiene 
un representante; pero si se trata <te un acto para el cual 
no puede ser representado, tiene el derecho de ejecutarlo. 
Nosotros contestamos que esto no es cierto ni para el me-
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nor, ni para el incapacitarlo. Claro es que el menor está re· 
presentado por su tutor el' 103 actos de administraciólI¡ no 
obstante, tiene el dereeho Je ejecutarlos, en el sentido de 
que si los ejecuta, no puede atacarlos, á menos que pruebe 
que ha sido perjudicada. El incapacitado, al contrario, no 
puede ejercitarlos, y si los ejercita, p.st()S son nulos de de· 
recho. Hay, pueg, que hacer á un l.do la asimilación que 
se hace entre él menor y el incapacitado, así oomo el ar 
gumento que se saca de dicha asimilación. 

El interés del debate se concentra en l.jS actos á titulo 
gratuito; en cuanto al matrimonio y al reconocimiento de 
U'1 hijo natnral, estamos de acuerdo con Demolomhe. Cier· 
tamente que el incapacitádo no puede ser repres~nta,lo por 
su tutor en el testamento: ¿quiere decir esto que tenga el 
derecho de hacerlo? El testamento es uno de esos actos pe­
ligrosos, si no para el demente al menos para su familia, 
que el legislador ha querido impedir, imponiendo la inca· 
pacidad jurídica¡ el testamento puede hacel'se en lo priva~ 
do¡ si se le antidata, nada más fácil que despojar á la 
familia, feehándolo en un momento en que el inca· 
pacitado estaba notoriamente en un intervalo lúcido, y 
de este modo se despojará fÍ sus parientes. ¿No es esto 
precisamente lo que la ley ha querido prevenir? Si da al 
menor de diez y seis allOS el derecho de testar, es porque 
ha llegado á la edad de la razón, mientras que el incapaci­
tado ha perdido el uso de sus facultades intelectuales: la 
ley debía, pues, permitir al menor que testase, y debía 
vedarlo al incapacitado. 

Lo que haula en contra del priñcipio avanzado por De­
molombe, es que él mismo no se atreve á aplicarlo, ni á la 
donación, ni al contrato de matrimonio. La inconsecuencia 
es evidente y habla en contra del principio. ¿Acaso la do­
nación no es uno de esos actos para los cuales el incapaei-
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tado no está répresentado por su tutor? ¿un acto que no 
obstante es conveniente permitirle? ¿Si él puede testnr para 
recompensar el cariño ó servicios prestados, ¿por qué no po­
dría nonar por las mismas causas? Demolombe no se atre· 
ve á llegar hasta este punto; en vano ensaya esc~par al 
reproche de contradicción al decir que la donación ataca· 
ría el derecho de administración del tutor. iSingular ra­
zón! Nó, la ley prohibe al menor y al incapacitado que 
doneu, porque se despojarían con demasiada facilidad, el 
uno porque su razón estaría dominada por la pasión, el 
otro porque se halla privado de su razóu. 

En cuanto al contrato de matrimonio, la contradicción 
es todavía más patente. ¿No es el futuro cónyuge el 
que estipula, el que habla en su contrato de matrimo· 
ni o, aun siendo menor? ¡Y se rehusa este derecho al in· 
capacitado! Se tiene razón, en nuestra opinión, pnesto 
que se trata de intereses pecuniarios; pero ésta es una nue· 
va inconsecuencia en la doctrina de los que perm iten al in 
capacitado que proceda eu los casos en que no pnede Ilstar 
representado por su tut0r. Insistiremos en esta cuéstión en 
el titulo del Contrato de matrimonio. Un solo medio hay 
de eludir estas contradicciones, y es mantener el principio 
del art 1>02 para todos lIJs actos pecuniarios, y no aplicarlo 
á los actos morales para los cuales no se redactó. 

§ n.-DE LOS ACTOS ANTERIORES A LA INTERDICCION. 

311. El art. 1>02 dice qué la interdicción surté efecto 
desde el día del fallo. Signese de aquí 'lue la incapacidad 
no retrocede hasta el día de la demanda, y mucho menos 
todavía al dla en que el incapacitado se vió atacado de ena­
genación mental., Fácilmente se comprende que el legisla­
dar nO,ha podido admi~r la retroactividad hasta el dJa e 



I>I< LA INT2RorOOION 

que comenzó la locura; ésta no es suficiente para que pueda 
pronunci8rse la interdicción, porque se necesita que venga á 
ser el estado habitual del enagenado; asl, PU(ld, precisa que 
haya durac:o cierto tiempo para que se pueda juzgar si la 
enagenación es ó no habitual. Hay más todavla: aun ea el 
caso en que la enagenación ha venido á ser un eslado h.­
hitua!, no hay todavía razón para hacer que el fallo lenga 
efecto retroactivo. Ya es muy dificil al juez comprobar el 
estado actual del enagenado; más dificil seria y por tanto 
más peligrosú comprobar el estado mental de una persona 
más ó menos tiempo antes del falJo. Más habrla valido 
mant6nel' el principio de la capaddad, salvo permitir á las 
partes interesadas rendit· la prueba contraria. La demanda 
misma nada cambia á sus derechos. Cierto es que en gene­
rallos fallos tienen efecté) retroactivo, porque ,el actor no 
debe sufrir por las tramitaciones inévitables de la justicia. 
Pero en materia de intel'dicción, el actor nada pide para sí, 
promueve por interés de la persona cuyas facultades inte­
lectuales están desequilibradas; aflOra bien, esta persona tie­
ne un doble interés, el de conservar el ejercicio de sus de­
rechos, si es capaz, y el de verse privado de ellos, si es 
in~apaz, de ejecutarla. En las dudas, hay que mantener la 
incapacidad; por esto es que la fecha de la incapacidadco 
mienza desde el fallo (1 J. 

312. Si la persona cuya interdicción se pide, muere du· 
rante la ilJstancia, se entiende que muere capaz. Y esto se· 
ria asi aun cuando hubiese habido un fallo que pronunciase 
la interdieción, si hubiese habido apelación y si el apelante 
hubiese mu~rto antes de que se diere un auto confirmativo. 
Cierto es que la apelación no es suspensiva y que la iuter-

1 Véauf.;e las M.mtellcias citathls en Dalloz, eH la pahtbra interdic­
ciÓI), utÍm. 208, 4" Y 5°, Y b{'ut'lHICia llc llnuH·:!as, de :tille Septiem_ 
bre de 1831 (Posic,.,.,ia, 1831, p. 258). 

p~ d, D. TOMO V.- S6 
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dicción surte su efecto desde el dl'1 del fallo (art. 002); pero 
esto supone que el rallo se ha con!irmado en apela~ión. 
Ahora bien, en el caso al debate, ya no puede haber con 
firmación, supuesto que la instancia se extingue por la 
muerte del enagenado. A la corte sólo le qa~"a prqnunciar 
acerca de las costas. No obstante la prosecución y la expe· 
dición del fallo no quedarán sin efecto. Los herederos del 
enagenado podrán, en este caso, prevalerse de la disposi. 
ción del arto 004, que más adelante explic2remos ~1). 

Núm. 2. Disposición especial del arto ¡¡05. 

313. En principio, el fallo que pronuncia la interdicción 
no tiene efecto retroactivo; hay, no obstanie, eo ciBrto seo· 
tido, un efecto retroactivo en el caso previst'l por el artlcU' 
lo 003, el cual estahlece qua.: «los actos anteriores á la in 
terdicción se podrán anular si la cansa de la interdicción exis 
tiese notoriamente en la épJca en que tales actos se ejecuta 
ron» Conforme al derecho común, y si no hay interdicción, 
los actos ejecutados por una persona á quien se supone ena­
genada pueden atacarse por el capitulo de insanidad de es' 
plritu; en efecto, el que no tiene sano el cerebro no puede 
conseutir, y sin consentimiento no hay contrato. ¿Pero qué 
es lo qUtl deberla probar el que ataca el acto? Que!'n el 
momento mismo en que se celeb,'ó el acto, una de las par· 
tes se hallaba en estado de demeuda y púr lo tanto en la 
incapacidad de consentir. Si riudiese otra prueha, el acto 
seria inexistente, porque el consentimiBnto es una de las 
condiciones 'lue se requieren para 1;\ existencia de los con­
tratos .. El arto 003 rleroga est,¡s principio_; permite anular 
los actos anteriores á la interdicción, sin que el actor esté 
obligado á probar la demencia en el momento del contrato; 

1 Limogos, 27l1e AI¡¡il do 18~3 (Dalloz, 1854,2,61). 
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hasta que él establézca que la causa de la interdicción exis­
tía notoriamente en la época en que el acto se ejecutó_ Es· 
ta prueba de la notorieda'! es mucho más fácil que la de­
mencia en nn momento precisJ. Erl este sentido, hay una 
especiA ,le retroadividad inherente al fallo que pronuncia 
la interdicción. El ora,!or del gobierno nos hace saber 
la roznn por la cual el códi¡!o deroga el derecho común: 
«El que contrata con una persona rlotoriamente imbécil, 
notllr'amente demente es á su vez de mala fe notoria. D Se 
supone que la notoriedad de la causa de la interdicción 
existe en cuento á él, que no le deja pretexto alguno para 
afectar una ignorancia eompletamerlte inverosimil (1). 

314. ¿Cuáles son las condiciones que la ley requiere pa. 
ra que los actos del incapacitado puedan anularse en el ea. 
so previsto por el art. 503? Se necesita desde luego que la 
interdicción se haya pronuneiado. Si no lo ha sido, el ar­
tículo 503 cesa de ser aplicable; y esto sucedería así, aún 
en el caso en que Ee hubiese solicitado la interdicción. ¿Por 
qné exige la ley esta condición? Nosotros hemos dicho que 
á veces es muy dificil comprobar el verdadero estado meno 
tal de una persona; en tanto )¡ue no hay fallo, hay incer­
tidnmbré, mientras que si hay fallo, no sólo es cierto que 
la demencia existía en el momento en que la interdicción 
se pronunció, sino que es, además, probable que el inca­
pacitado estaba ya interiormerlte en estado de enagenación. 
En razón de esta probabilidad la ley admite que el inca­
pacitado pida la nulidad de los actos que ejecutó antes de 
su interdicción, probando que su enagAnación era notoria. 
¿Quiere decir ésto, que si no hay juicio de interdicción, 
la persona enagenada no pueda atacar los actos que ha 
ejecutado por causa de enfermedad cerebral? Ciertamente 

que puede, pero según el derecho común necesitará pro-

1 Emmory, Expusioión !le moti,·os, núm. 12 (Looré, t. 3", p: 473) 
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bnr qu~ en el momento mismo en que el acto se celebró, 
ella era incapaz para consentir, prueba extraordinariamente 
dificil. 

El art. 303 exige una segunda condición: se n08esib 
que la causa de la intertlicción haya existido notoriamente 
en la época en qne los actos se celobraron. ¿Qué Sil entien 
de por causa de inte1'dicción? El estado habitual d'l im. 
becilidad, de demencia ó de furor. LIlego no blsta qne 
el actor establezca la nltoriedal de la de menda, se nece 
sita que pruebe que la enag "'1'Jión tenia el caráctel' rtlqu e 
rido por la ley para qne plle h pronunciarse la in terdic 
ció n (1). Esta es una nueva derogación del derecho común. 
Si el enagenado prueba que en el momento en que se 
celebró un acto estaba incapaz de consentí,·, dicho acto 
será nulo y hasta inexistente, aunque h in,laplJiJal dc 
consentir resulto de un e,tado de demencia no habitual. 
En el último caso la prueba es directa, pero tambiér. muy 
dificil: en el primer caso, la prueba es indirecta, es mñs 
fácil, pero en cambio el legislador exige que sea habitual 
la demencia. Este estado habitual contribuye á la notorie· 
dad de la demencia, y por decirlo así, es su element" esen· 
ci~l; la enagenación sería difícilmente notoria si sólo fue3e 
accidental. 

Asi, pues, el actor debe probar la notoriedal! del estado 
habitual de demencia, esta prneba se hace por testigos. ¿Po· 
dría invocarse la iuformación hecha cu~ndo se entabló la 
instancia de la interdicción? Es cierto qne no es posible 
prevalerse de esta información á titulo de cosa juzgada; la 
información no es un fallo. En cuanto al fallo que pronun· 
cia la interdicción, no decide que en una época anterior el 

1 Metz, 1? de Diciembre de 1819 (D¡\UIIZ, en la palabra interdic_ 
ción. núm. 257, 59); Nancy, l! de Julio ,le 1833 (DaUoz, ibid, númo­
ro 216, ~). 
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incapal~itado se hallaba notoriamen te en un estado habitual 
de IOlmra; únicamente decide que al pronunciarse el fallo, 
la persona se halla en un estado ha[¡itu~l dI) pnag~nación 
mental. Hay, además, otra filzón q"~ impide '1'10 se invo· 
que la información, y es que elia no se hizo contradictoria. 
men te con el tercero que es parte en el acto atacado y con· 
tra el cual se pide la nulidarl (1). E;to no impide qUd el 
juez tenga en cuenta los hechos c:>mprobados pOl' la infol" 
wación antigua, porque el juez, en esta matería, es una es· 
pecie de jurado; saca sus elementos de convicción de to. 
uas las piezas qua puedan ilustl'arlo acerca del e3tado men 
tal del enagenado (2·,. 

313. ¿Se necesita que el tercero que ha tratadó con una 
persona cuya enagenación era notoria haya conocido su es· 
tado mental? La negativa resulta del texto y del espiritu 
,le la ley. Basta, según el art. 1)03, que el est.do del ena· 
genado sea notorio, y la ley no exige que la notoriedad ha· 
ya llegado al conocimiento de aquél que cOlltrató con el 
enageoado, Tal es tamhiéa el espíritu de la ley. Ella se ha 
formado por interés del emancipado; la notoriedad de su 
ellfermedad debe protegerlo, cuando esta enJermeuad es 
compro hada después judicialmente. Los terceros no pue· 
den quejarse de esta especie de favor que la ley otorga al 
incapacitado; esto, en realidad, no es más qne la aplicación 
de un principio general de deredlO. Los que contratan con 
una persona deben asegurarse del estado Je ésta; y si hu· 
bieran recogido el más mfnimo informe, habrían sabido, 
en el caso de que se trata, que la perso:13 con la cual se 
proponían tratar estaba enagenada, visto que su enagena· 

1 Naney, 21 de Marzo 110 1812 (Dailoz. on la. palabra interdir:ción, 
núm. 223, 3n

). Nímce, 23 de Mayo (le 1818 (Dalloz, ibid, número 
217, lO~). 

2 Rennes, 16 de Dicielllure de 181;) (Valloz, en la:pa'aura interdic· 
clón, núm. 213, 1?). 
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ción era notoria. Por lo tanto, no puede permiUrseles que 
opongan su buena fe. Se ha fallado, por aplicación de este 
principio, que la nulidad de una carta orden subscrita por 
un individuo en estado de demencia notoria, y más inca· 
p~citado, pnAde pronunciarse respecto a terceros t.enedores 
de buena fe ':1). Siguese de aqul que el tercero no seria 
admitido á pr(¡bar su buena fe; porque no ps con motivo 
de su mala fe por lo que puede anurarse el actú sino en ra, 
zón de la notoriedad de la locura, la cual babrla podido 
conocer el tercero si hubiera recogido informes. No obs­
tante, se debate la cuestión; es tan claro el texto, que cre 
mos inútil insistir. 

Puede suceder que la enagenación no sea notoria y que, 
no obstante, sea conocida de aquél que contrató con el de· 
mente cuya interdicción se ha pronunciado. ¿Hay lugar en 
este caso de aplicar el art. OO~? Duranton lo dice: con ma· 
yor razón debe decidirse así, dice él, salvo naturalmente 
que el que pide la nulidad del acto pruébe q¡¡e el tercero 
conocia el estado del enagenado (2). Esto nos parece du­
doso. El caso difiere realmente del "Iue está previstn por 
el art. 003. Este artículo supone la notoriedad, de la ena­
f)enación mental, y con motivo de esta notoriedrd, deroga 
el derecho común. Si la demencia no es notoria, ya no es­
tarnos en el caso de la excepción estaLlecida por el arto 003; 
volvernos á la regla, ¿y cuál es esta regla? Es que el actor 
que pretende que un acto es nulo por causa de demencia, 
debe brobar que exisUa en el momento mismo en que el 
contrato se celebró. 

316. Si se pronunció la interdicción y si la causa de ésta 
existía notoriamente en la época en que se celebró el ~cto, 

1 Grenoble, 30 !le Junio !le 1847 (Dallor., 18!tI, 2, 15~), Compare­
se la precitada sentenoia dH UOlllle¡;¡. 

2 DurantoD, t. S·, 1', 709, núm. 777. Aullry y Rau, t. 1?, p. 523, Y 
nata 6. 
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éste parirá anularse, aunr¡ne hayan transcurrido diez al\os 
después de sn celeb.'ación, Es cierto qu~ el art. 1304 li­

mita á diez ai'los la duración ne la acción de nulidad de un 
contrato; pero para que la pl'escripdón pueda correr, se 
nec~sita que se haya iniciado la acción. Ahora bien, en el 
caso que analizamos, la acción no nace en el momento en 
que el acto ha pasado; en 8fecto, en tal momento el ena· 
genado no podria intentar la acción que le concedl3 el ar­
ticulo t.i03; no pnede formularla sino cuando se ha pro· 
nunciado la interdicción; luego solamente contando desde 
la interdieción, y desde ese momento se suspende la preso 
cipción de la acción, supuesto que la prescripción no corre 
contra las incapacidades (art. 2252,'; así, pu~s, cuntando 
desde la fecha en que se levanta la interdicción es cuando 
comenzós" á contar la pres.~ripción de diez años para los 
actos anteriores á la interdicción, tanto como para los pos­

teriores (1). 
317. El art. 003 dice: los actos anteriores á la interdic­

ción; mientras que el t.i0'! está concehido en ténlinos más 
ganerales, y dice: todos los actos celebrados posteriormente 
por el incapacitado. ¿Deue inferirse de esto que el artículo 
t.i03 no se aplica á todos los actos ejecutados ante~ de la 
interdiceión? Es ele jurisprudencia que esta disposición no 
se aplica á los fallos, en consecuencia, ni á las notificacio· 
nes hechas al enagenado, suponiendo que estuviese noto­
riamente en un <'sta,l,) habitual de enagenación. Se fundd 
esta opinión en el caráder fon.a.l" de tales actos; el enage· 
nado no concurre ;i ellos pOl' proflia volnnt"d, y por lo tan­
to, importa poco que no tcng" la cal'adda,¡ de querer (2)., 

1 AIlU,"l'rs, 1'.' de !.i;vz J ¡J,,3 lB!;-} (Da:ioz, 18-15,:!, Gl),'y :Jtl~ Febru­
ro ,le IS-l.6, (Dallo!., UHi\ 'J, 74) . 

.2 Poit¡t~r¡.;. ;-H do Ago8to, y 1" de Fdm'f:) tIc lSe (Dalloz, en la. 
palahm interdicciún, IIÚflt. 21ü, r y ;~"). Duuai , 18 tlo Fehrel'o üe 
1812 (Dalloz, 1848, 2, 175); Lieja, lG do Abril tic 1847 (Pasicrisia, 
1847,2,125). Compárese, Demolomue, t, 8~, p. 479, núm. 658. 
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Este motivo puede alegarse para las simples notificaciones 
y no para los fallos. En efecto, el enagenado demandado 
concurre II los juicios para defenderse, luego er. éstos in· 
terviene su voluntad; por esto es por lo que á los juicios se 
les da el nombre de cOntr~tos judiciales. Ahora bien, si los 
contratos celebrados extrajudicialmente pueden anularse, 
no se ve por qué los judiciales no podrán serlo. Pero hay 
otro motivo para decidir, que explicar la diferencia de re 
dacción entré los arts. 002 y 00~ y que justifica la doctri­
na consagrada por la jurisprudencia. Cuando se trata de 
un juicio posterior á la interdicción, es nulu por una razón 
sellcilllsima, y es porque el incapacitado está en tutéla; tie· 
ne un representante legal contra el cual pueden y debeu 
dirigirse las acciones. Mientras que, antes de la interdic­
ción, el enagenado no tiene representantes; goza, de dere­
cho, de toda su capacidad; si terceras pers'lnas tienen un 
derecho, deben proceder contra él, porque no dependa de 
ellos darle un represent.ante, provocando la interdicción. 
Si no se permitiese á los terceros proceder, porque el e~a 
genado se halla en un estado notorio de locura ¿qué será 
lo que suceda? Los terceros se verlan en la üúposibilidad 
de ejercitar sus derechos. Esto es inadmisible. 

318. Si se prueba que el acto se hizo en una época en 
que la enagenación habitual era notoria, este acto podrá 
anularse, dice el arto 003. Resulta de aqul una diferencia 
considerable entre los actos anteriOres y los postériores á la 
interdicción. Estos son nulos de dereeho, el juez debe anu­
larlos desde el mometo en qne se pruebe que los actos se 
cel-ebraron posteriormente al fallo que pronuncia la inter­
dicción, y sin que sea uno admitido á probar que se hicie-­
ron en IIn intervalo lúcido_ Los actos anteriores á la inter­
dicción no son nulos de derecho, y el juez puede anularlo 
y también mantecerlo, de donde se sigue que los terceros 
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serian admitirlos á probar, á pesar de la notoriedad de la 
demencia, que aquél con qJien trataron se hallaba en un 
intervalo lúcido; en este caso, naturalmente, el acto será 
manténido. ¿Cuál es la razón de esta diferencia? El juicio 
de interdicción prueba el estado habitual de enagenación 
de la persona incapacitara; de ahí resulta una presunción 
lega! de incapaciuad contra la cual no se admite la prueba 
contraria. Ant~s del ~allo no puede ser cuestión de una 
presunción de incapacidad; la prueba de la notoriedad de 
la enagenación no engendra más que uua probabilidad; és­
ta debe ceder ante la realidad, si se prueba que el enage­
nado se hallaba en un intervalo lúcido. 

¿Debe inferirse de esto que los tribuuales gocen dé un 
poder discrecional? Se admite que ellos pueden también 
tener en cuenta la bUéna fe de los terceros para mantener 
el acto (1'). Esto nos parece contrario al principio en el cual 
se funda el arto 003. Est~ se ha establecido por interés del 
incapacitado y se funda en la probabilidad de que el eoa· 
genado era incapaz de consentir. Esta probabilidad es la 
que el demandado debe destruir, porque el debate estriba 
en el estado mental del enagenado; por lo tanto, la buena 
fe de los terceros no es materia en la causa y no puede in­
fluir en la resolución del juez. De hechIJ, los jueces ejerce­
rán un poder discrecional, en al sentido d"é que la ley al no 
necir en qué caso pueden éllos mantener el acto, podrán 
mantenerlo si la equidad parece demandar que se le man­
tenga; su decisión se escapará á la casación, supuesto que 
no hay ley violada (2). De todas manAras es claro que se 
violarla la ley, á nuestro juicio, si el acto fuese mantenido 
-en razón de la buena fe de los terceros. 

1 Anul'y."\' Hall, t 1°, p. 5~3, Iluta. 8, y 108 antorl3s allí citados. 
Lajuri8prudt":llcia -est{L CÚllfurllle. 

2 Sentencia. do tlenegalla apelación. de la corto uo casación de 
Bélgica, de 10 de Febrero (le 1853 (Pasicrisia,1853, 1, ~15). 

P. dt D. TOMO v.- 57 
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319. ¿Cuál es el carácter de la nulidad establecida por el 
arto !í03? Se pretende que la nulidad es radical, es decir, 
que es nulo el acto por falta de conwntirnj'mto, de donde 
se seguiría que es inexistente y que no puede PI'orlUi''¡r nin 
gúnefecto (i), Hay una sentclI"Ll en este gimtirlo; la "orte 
de Poitiers ha resuelb que la obligación c,)~se¡¡tilh ante­
riormente á la interdicción no po,lia ser invocillla, pOI'que 
desde su principio está afecta JiJ una nuli,lad radieal, por 
falta de consentimiento válido \2,. N.,s pUl'e,'e qne e,sta doc­
trina confunde dos casos muy difel'entes, Ihy falta de con· 
sentimiento cuando el que ha contratado se hallaba el! es­
tado de demencia en el momento mismo en que se celebró 
el contrato, Si se rinde esta prueba, n~ hay contrato, es la 
nada, y la nada no puede pl'Odn"i1' ningún precto, ¿Es éste 
el caso previsto por el art. 503? Nó, p"rqu'J la ley no exi· 
ge que el actor pruebe la demllllcia en el momento del 
contrato, y únicamente está obligad,) Ú [JI',)bar 'Iue la ena­
gena~ión era noteJl'ia en la época en cfue el actD se celebró. 
Resulta de aquí una simple probabilidad, y ,~s que el ena· 
genado era incapaz de consentir, ¿Puedn ellegisladilr Je­
clarar inexistente nn acto, fun:lándose en una pl'obabilidad? 
Es, al contrario, porqne no hay más gtlE una simple pro­
babilidad por lo que la ley abandona la anulad,',n á la apl'e· 
ciación del juez, Pero se dirá: si el juez anula el aeta, es 
porque habría reconocido gue el euagenal!o era realmente 
incapaz de consentir: lueg') la anuiación prueba la falta de 
consentimiento, Esto no es exacto. La anuheión se motiva 
no en la falta de consentimiento, sino en la n ,tol'Íeda,¡ del 
estado habitual de locura, luego siempre en una probabili­
dad, Todo lo que puede decirse, es que los terceros no 
han logrado probar qne el enagenado se hallaba en un in-

1 Durauton, t. 3", p. 714, núm. 783. 
2 Poitiers,7 de Diciemure <le 1854 (Dalloz, 1855, 5, 293). 
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tervalo lúcido; pero de que no haya podido rendirse esa 
prueba, no ¡Iuede inferirsc, que el en~genado estaba 16co 
en el momento I'U '¡!lB contl'ató. La probabilidad aum8nta, 
per0 siempnl no eó mús qne una probabilidad; la certidum· 
bre n¡ypuelh resullar sillo de una prueba directa, y lo re­
petimos, el ¡¡"lur 110 ha rendido tal prueba; precisamente 
para disp""sarh de eih I~S por lo ~Ud el legislador escribió 
el art. (j03. 

Resulta de al¡ní que pI art. ¡j0:3 !lO establece más que 
una acción de nnlidad, rpglda por los pri!lcipiús generales 
en la materi:L D"b" illkrl:u'se dontr·) de diez años contan­
do desde '¡Ile se levalrt,j la interdic,'ión; la nulidat! és rela­
tiva, supuesto qn<e sólo se entabla pm' interés del incapaci· 
tado; puede ser eubierta por la confirmación, Insistiremos 
en estos pritHlipios en el titulo de las Oúli,q'lciones. 

NÍlm. ;;. Combinación de los Cl1'ts. 1J02y 505. 

320, Los actes posteriores ú la inter,licci¡¡n son nulos de 
deredlO; él que ¡,I,la su anulacióu nada ticne ¡lile probar, 
si no es que so cel,"I"aro[] posteri, i'Ilwnte á la interdicción. 
Mientras 'jue los ac~os a"tcriores á la interdicción sou úni­
camente allulaIJI"s, ;' pwa conseguir su anulacién, el actor 
debe estaJ,lecer que el ado se celebró en una época en que 
\;¡ enagenaeión montal era notot'Ía. Lueg') importa mucho 
saber si un ::tete rs allt0ri"r Ó posterior :i la interdicción. Si 
se trata de un "do priv<l,lo, no hay fecha cierta por si mis· 
ma, y puede haher sido antirhtada para eludir la nulidad 
de derecho est"ble¡'ida por el art. ti02. Aun cuando se haya 
celebrado antes de la interdicción, puede todavía >uceder 
'jue haya sido anti,btnrla, siempre con el fin de eludir la 
anulación pronunciada por la ley (art. ti03). De aquí difi· 
culta,des acerca de la prueba de la verdadera fecha de los 
actos subscritos por una pers~na incapacitada. Hay mucha 
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incertidumbre y confusión acerca de este punto en la juris­
prudencia y en la d<lctrina. Vamos á tratar de establecer 
principios ciertos, fundados en el texto y en el esplritu de 
la ley. 

El acto lltlva una fecha anterior á la interdicción; el in­
capacitado lo ataca y pretende que ha sido antirlatado. El 
es el actor; luego á él corresponde probar el fundamento 
de sU demanda, es decir, que debe probar que el acto se 
celebró posteriormel'Jte á la interdicción. La dificultad con­
siste en saber de qué manera rendirá esta prueba: ¿por la 
prueba de falsedad de! instrumento? ¿ó por to do género de 
pruebas legales? Por si mismo, el acto privarlo no hace fe 
ninguna, y no la haoe sino ouando ha sido reconocido 
ó verificado jndicialmente. Para C!ue pueda surgir un de­
bate acerca de la fecha, hay que suponer que el acto está 
reconocido; pero se pretende que la fecha no es exacta. 
El debate se concentra, pues, en el punto de saber cuál 
és la fuerza probatoria de la fecha ell los actos bajo fir 
ma privada. ¿Qué es la fecha en tal es actos? JJ:s una de 
claración de las partes que dicen haber celebrado un acto 
en tal dla; la feuha tiene, pues, la misma fe que cual'Tuiera 
otra declaración emanada de las partes. El ada haré fe 
hasta la prueba de falsedad de que tal declaración la hicie· 
ron las partes y quedó asentada por escrito: éste es el 
hecho material de la declaraoión. El acto no h1ce fe sino 
hasta prueba en contrario de la verdad de dicha declara 
ción: el hecho moral es el que nunca se prueba sino con 
111 prueba da falsedad. Apliquemos este principio á la le· 
chao El actor sO~Liene que un aet<l que lleva una fecha 
anterior á la interdicción, se celebró después de ésta: si 
pretende que esa fecha no la pusieron las partes al hacer 
el contrato, ataca el hecho material de la declaración, sos 
tiene que hay uoa falsedad, luego debe illscribirse para 
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rendir esta prueba: si pretende qu~ el a~to S6 ha antidata· 
do de común acuerdo, él no ataca el he.,l\) In ltedll ele la 
declaración, SiDO que, al contrario, con fiesa 'jlle el acto 
fllé puesto; él ataca la verdad de la declar;;ciólI, puede 
renelir la prueba de la antidata, sin recurrir á la inscripción 
de falsedad, por torla vla legal. Esta es la aplicación de los 
pril'lcipios elementales que expondremos en el título de las 
Obligaciones. 

La misma cuestión puede presentárse para una acta pa­
sada antes de la interdicción, y la solución es idéntica. Una 
acta lleva una fecha anterior á la interdicción. A tal fecha, 
el incapacitado no se hallaba en un estado habitual de ena· 
benación mental; pero él sostiene que la fecha no es exacta, 
y que en la verdadera fecha él eslaba notoriamente enage· 
nado. El es actor, y debe probar cuál es la ver¡ladara fd· 
chao La prueba se hará, ó por falsedad del if.strumento, ó 
conforme al derecho ñom ún, según que el actor ataque el 
hecho material de la declaración ó el hecho moral. 

321. Examinemos ahora la jurisprudencia. Uua senten· 
cia de la corte de Amiens decide que cuando un acto lleva 
una fecha anterior á la interdicción, deh~, nu obstante, 
anularse en virtud del art. b02; de lo contrario, dice la 
corte, nada tan fácil como eludir dicha disposición, pues 
hastarla antidatar el acto (1). La corte de Rouen falló en 
el mismo sentido al declarar qne el acto que llova una k 
eha anterior á la interdicción no puede oponerse al inca 
pacitado sino cuando él ha adquirido una ["cha cierta en 
virtud del art. 1328 ,2). No vacilamos en decir que estas 
sentencias son contrarias á la ley y :i los más elementales 
principios sobre la fuerz~ probatoria de los instrumentos. 

1 AmienF:, 15 de 11'ebrero de 18~:{ (D:lllo7., '\11 la lla!:tbra interdic­
ción, J:úm. 2'!O, 3~. 

2 ROllen, 22 de Julio de 18:?8 (DalIoz. ('n j~\ palabra lt.terdicción, 
núm. 220, 4~). Compárese, Durauton, t. 3°~ p. 705, núm. 772. 



DE L.iS PERSONAS 

La 19y no dice que éstos deban ; tener una fecha cierta an· 
terior á la interdicción, para que pued~n oponerse al inca· 
pacitado; éxigir esta condición, es, literalmente, hacer la 
ley. Sin duda que es fácil antidatar, y esto favorece el frau· 
de con perjuicio del incapacitado. Nosotros contestamos 
que si la leyes mala, sólo es incumbencia tlellegislador co· 
rregirla. ¿Quiere decir esto que el código haya abandonado 
~.l incapacitado á merced del f,'aude? Nó; precisamente por· 
que es fácil antidatar los actos priva,los, es porlu que la 
ley permite probar la antidata por toda clase de ,'ías de 
prueba; dentro de poco diremos que el actor puede estable 
cer la antidata por testigos, y, por consiguien te, por sim, 
pies presunciones, No se puede ir más lejos sin cambiar 
la ley. ' 

Hay sentencias en sentido contrario; ellas admiten que el 
actor puede sostener que hay antidata, pero que á él in­
cumbe probar que el acto está antid.tado (1), La corte de 
c&sación consagró esta opinión, pero p1r moti"os que [JO 

podemos aceptar, Asienta como principio, que no oS per­
mitido al juez aplicar á los actos firmados por el incapa('.ita· 
do el arto 1322, por cuyos términos el neta bajo firma pri· 
vada tiene, entre los que la han subscrito y sus herederos 
ó interesados, la misma fe que la acta auténtica. Así, pues, 
la corte establece una excepción a un principio general; ¿en 
virtud de qué derecho? ¿No se llama esto hocer la ley? Se 
invoca la situación excepcional del incapacitado. L~ situa­
ción es excepciónal en el sentido de qué el incapacitado lo 
está por el fallo; pero cuando se trata de decidir si el acto se 
hizo después del fallo ó antes, ya deja de haber excepción 
en la ley, y el intérprete no puede crearla, 

A decir verdad, la corte de casación no establece exoep. 

1 Bourges, 4 de Enero de 1831 (Dalloz, en f..l pHlabrrr inte"dicción 
número 219,10 .), 
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ción, sino que hace una falsa interpretación del art. 1322. 
En efecto, ella agmga qu.) t~'l1pOCO se permite reputar co­
mo f¡'auliulenta la f"clu pU:Jsta en actas en que figura un 
incapacitado, porque esto seria frustrar á los acree,jores. 
¿Cut! es la conclnsión? Que los jueces deben lijar coufor 
me á los elementos y á las eircunstan"ias de la causa, la 
époI'a verdallera en la cual Sfl subscribió la obligación. Es· 
to es lo que la corte llama probar la verdad del hedlO (1). 
Nuestra conclusión es casi la misma, pero la fundamos en 
priuoipins que rigen la fuerza probatoria de los instrumen­
tos privados, notablemente en el art. 1322, mientras que 
la c<Jrte diee que este artículo es inaplicable; ella parece 
creer que si se le aplicara haria plena prueba de ~u ~echa, 

lo mismo que la acta auténtica. A~uí esta el error que aca­
bamos de soñalar. Nó, el aeta priva1ia jamás hace fe de su 
fe~ha como el acta auténtica, por h sencillísima razón de 
que en ella no interviene ningúll olicial púulico encargado 
de imprimir la autenticidad á la fecha; siguese de aquí que 
ésta en L8 in,trumentos privados hace la misma fe que las 
demás ,leclaraciones que alll constan; luego la verdad de la 
fecha no se prueba sino h"st~ prueba en contrario. Queda 
por ver ruál es esta prueba. 

322. La única difiwltad consiste en saber si la prueba 
testimonial se alimitirá, y por consecuencia, las simples 
pre,nnciones. Hly un motivo para dudar; la ley prohibe 
la prueba testimonial, en primer lugar, cuando el monto 
del litigio excerie de cieuto cincuenta francos, yen seguida 
cuando sé quiere proLar contra el acto; ahora bien, en el 
caso de que se trata ¿acaso no se prueba contra el acto sos· 
teniendo que se ha Hntidatado? La respnesta se encuentra 

en el art. 1348, por cuyos términos las reglas sobre la 

1 SeNtencia de denegada apelación, de 8 de Marzo de 1836 (Da 
Hoz, en la palalJra intenlicClón, nÍlm. 231, 7~). 
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prueba testimooial réciben excepción todas las veces que 
no ha sido posible al acree,lor procurarse ona prueba lite­
ral de la obligaoión contraida {I su respeoto. Este princi· 
pio se aplica al caso de simulación y de fraude, cuanrlo al 
actor no le ha sido posible procurarse una prueba literal. 
Ahora biEln, es claro que si se antidata una acta privada, 
subscrita por una persona incapacitada, á fin do eludir la 
anulación pronunciada por el art. 1)02, el incapacitado no 
puede procurarse una prueba literal de ese fraude. Luego 
será admitido á probarla por medio de testigos, y por con­
siguiente, las simples presunciones son también admisibles 
corno por otra parte lo expresa el al't. 131)3. Hay alguna 
incertidumbre acerca de estos puntos en la jurispruden. 
cia (1); volveremos á tratarlos en el titulo de las obliga. 
ciones. 

§ rll.-DE LOS ACTOS EJECUTADOS POR UN ENAGENADO 

NO INCAPACITADO. 

323. Estos actos puede atacarlo~ el enagénado en su vi· 
da, en virtud del derecho común; el que se halla atacado 
de locura no puede consentir, y sin consentimieuto no hay 
contrato. Esto es elemental, y si Jo repetimos, es porque 
uno de nuestros buenos autores enseña que si no se pro· 
nuncia la interdicción, no puede pedirse la nulidad. La 
opinión de ProutIllon no ha sido acogida favorablemente (2). 
Ella se halla en oposición con el principio que exige la sao 
lud del ánimo para consentir. El art. 1)03 que Proudhon 
parece considerar como una derogación de este principio, lo 
sostiene,. al contrario, extendiéndolo. Conforme á los prin. 

1 Dallt.'z, en la palabra. interdiccIón, núm. 224. 
:1 Protlllholl, t. 2e, ¡l. 534, Y la criti"" de Valette, p. 540, núm. 1. 

Sentencia de LyolI, <le 24 <lo Junio do 1831 (Dalloz, en la palabra 
inierdtcción, núm, 212). 
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cipios generales, se necesitarla probar la enagen ación en el 
momento mismo del contrato; el artículo permite pedir la 
nulidad, probando únicamente la notoriedad de la demen­
cia en la época en que el acto se celebró. Todo lo que re­
sulta del art. 003, es que, si no hay interdicción, se vuel­
ve al derecho común. El actor deberá probar que era in­
capaz de consentir en el moménto mismo en que el acto se 
cAlebró; pero también si él rinde esta prueba difícil, el ac­
to será inexistente; de donde se sigue que no podrá haber 
prescripción de diez anus, porque esta prescripción es una 
confirmación tácita, y un acto inexistente no puede confir· 
marse. Siguese también que el tercero que ha contrata­
do con el enagenado podría también invocar la no-existencia 
del contrato; la nada no puéde producir efecto, ni réspecto 
á terceros ni respecto al enagenado. 

Acerca de la prueba precisa que el actor debe rendir, hay 
alguna vacilación en la jurisprudencia y eu la doctrina. Parece 
que los autores se atienen á la apreciación de los tribunales, y 
las sentencias admiten queel acto podrla anularse, aun cuan­
do el actor no proba,e que se hallaba en estado de demencia 
eu el momento en que consintió, si prueba su en~genación 
antes y después del acto (1). Esto és muy arbitrario. Hay una 
regla y una excepción. La regla resulta del principio de 
que sin eonsentimiemto no hay cOntrato; luego el que ataca 
un contrato por falta de consentimiento debe probar que en 
el momento en que consintió aparentemente, era incapaz 
para hacerlo. La exepción se halla establecida por el aro 
tículo 003; cuando hay interrliccióll, pueden atacarse los 
actos anteriores al fallo probando Linicamente la notoriedad 
de la enagenación en la época en que el acto se celebró. 
Desde el momento de no encontrarse ya dentro de la ex-

1 Demolombe) t. 8':', p. 44:2, núm. 661. Auury y Rau, t. 1~, p. 524, 
j' las sentencias citadas en la nota 10. 

P. d. D. 'rOMO V.- 58 
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cepción, se vuelve á la regla; luego fuera del caso de ex­
cepción, no es suficiente probar la notoriedad, sino que se 
nececita establecer que había demencia en el momento del 
acto: cualquiera otra decisión hace la ley, en vez da ioter· 
pretarla. 

324. El arto 504 contiene nna disposición especial para 
el caso en que el enagenado haya muerto sin haber atacado 
los actos que ejecutó. Se trata de saber si los herederos 
podrán atacar los actos por cauga de demencia.' El ar 
ticulo establece que: ({después de la muerte de nna persona, 
los actos que ella ejecutó no se poelrán atacar por causa ele 
demencia sino en tanto que su inter,licción haya sido pro· 
nunciada ó provocada antés ele su fallecimiAntrl, á menos 
que la prueba de la demencia resulté del acto mismo que 
se ataca.» Así es que, en principia, tales actos no pueden 
ya ser atacados por causa de demencia. ¿Cuál es la razón 
de esta disposición? Lo" autores no están a,wrdes en este 
punto, que, sin embargó, es esencial, porque el motivo de 
la ley sirve para resol ver las dificultades que se presentan 
en su aplicacióu. La exposición de motivos no dice más 
que una palabra; ahí se lee que la acción de los herederos 
es sosj)echosa porque es tardla (1), lo que implica que hay 
duda sobre la existencia de la enab'enación, fundamento de 
su acción, y una especie d,)Culpa, de negligencia por parte 
de ellos; ¿por qn,j no intentaron la acción cuando vivla 
aquél á qUIen ahora pretenden que estuvo atacado de locu· 
ra? El informe presentado al Trihunado se extiende con más 
amplitud acérca de los actos ejecutarlos por una persona di· 
funta, sin haber sido incapacitada. «El hombre, dice el in­
forme, durante cuya vida y contre el cual no se creyó deben 
intentar la acción de interdicción, se reputa que gozó hasta 
el último de la plenitud de sus facultades.» Se reputa, sí; 

1 Emmury, Exposici~r: <le lllotil"os, núm. 12 (Locré, t. 3?, p. 472). 
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peró los hérederos pretenden que el difunto estaba ena­
genado, sostienen que era incapaz de consentir los actos 
que celebró; según el derecho común, se les debería admi­
tir á qUA rindiesen esa prueba; el art. 004, al no permitir­
les qne ataqnen los actos del difunto, los pO:Je fuera del 
derecho común. Se pregUllta cuúl 83 la razón de esta ex­
cepción. El ,elator conttlsta con puras frasco. "No puede 
permitirse que se remuevan sus cenizas, quu se injurie au 
mpmoria pnl' indagaciones vejato rias y retroactivas.» Esta 
fraseología nada !lOS ensena y es iliútil contestarla. El in­
forme cnnduye por dec'ir qUl~ el testimonio de los hombres, 
que podría él solo establecer la locura después de la muer­
te, es incierto (1 l. Tal es también el úuico motivo invocado 
por el orador del tribunado. « Con la vida de un individuo, 
die8 Tarrilde, a('aba el medio más seguro de resolver el 
problema dB su (·apaddarl. Hábría sido demasiado peligroso 
abandonar a la codicia ne I"s herederos y á la incertidum. 
bre de algunas pruebas equívocas la memoria de un hom­
bre que ya no ¡ruede defelJderla, y el destino de los com­
promisos que él contrajo.» Este motivo no es perentorio; 
el mismo texto del e ódigo lo prueba. Lós herederos son 
admitidos á atacar los act'ls celebrarlos por su aulor, .cuando 
ellos han provocado la interdicción, aun cuando la prneba 
de la locura no se le hubiese hecho mientras vivía el enage· 
nado, cuando debe hecerse después de su muerte. Tene 
mos, pues, qUl ver si no hay otras razones que jnstifiquen 
la disposicion excepcional del art. 1503. 

Los herederos tienen que reprocharse cierta negligencia, 
co:no lo suponen las palabras del orador del gobierno: ellos 
podían pedir la interdicción de su au to l' ¿por qué esperan 
su muerte para promover? En este orden de ideas, la dis-

1 Bertranu <le G reuíllo, Informo rendído al Trilll1ll3<lo núm. 8 (Lo­
eré, t, 3", p. 479). 



460 DE LAS PJIl\SON AS 

posición del arto !iD!! serla una especie de castigo. En efec' 
to, para los parientes no es únicamente un derecho provo_ 
car la interdicción de su pariente, sino que también es un 
deber, supuesto que la interdicción, antes que todo, se pro­
nuncia por interés del incapacitado (1). Hay algo de ver' 
dad en este segundo motivo, pero no hay que ver en él un 
motivo único. En efecto, la ley permite que los herederos 
promuevan la nulidad, aun cuando no han provocado la in· 
terdicción, cuando la prueba de la demencia resulta del ac­
to que se ataca. Lo que Lnplica que la dificultad de la 
prueba es una de las razones que han determinado al legis 
lador. En definitiva, los dos motivos que acabamos de in­
dicar, han concurrido para apartar la acción dé los herede­
ros; luego hay qUtl tener en cuenta uno y otro en la apli­
cación del arto !iO!!. 

32!i. El art. !iD!! admite dos excepciones á la regla que 
él establece. Desde luego permite á los herederos que ata­
quen, por causa de demencia, los actos ejecutados por su 
autor, cuando la ir.terdicción de éste se pronunció ó se 
provocó antes de su fallecimiento. Cuando se pronuncia 
la interdicción, el difunto murió incapacitado; se vuelve, 
en esta caso, al imperio del art. !i02, que declara nulos los 
actos hechos posteriormente á la interdicción. No se nece­
sitaba decirlo; el incapacitado tenia el derecho de atacar los 
actos por él celebrados, luego sus herederos deben tenerlo 
también. La ley da el mismo derecho á los herederos cuan­
do se provocó la interdicción. Y ésta se provoca desde el 
momento en que se intenta la demanda; ahora bien, la de­
manda de interdicción da principio con un requerimiento; 
luego que éste se presenta, hay provocación de la interdic· 
ción; la ley no exige que la interdicción haya llegado tí un 

1 Duoaurroy, Comentario, t. 3", p. 522, núm. 729. 
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gradll determinado (1). Cuando los parientes promueven, 
ya no hay reproche que hacerles, y, por otra parte, el he. 
cho solo de su acción habla ya en contra de la capacidad 
tic aquél cuya interdicción se demanda. 

Si la demanda, después de haber sido intentada, se aban· 
dona ¿habrá lugar á admitir á lo,; herederos á atacar los 
actos del difunto? Hay sentencias en sentido diverso acer­
ca de esta cuestión, sin que pueda ,lecirse que son contra· 
dictorias. Si las diligeucias se abandonaron porque no ha­
bía rausa real para hacerla pronunciar, entonces ciertamen­
te que los herederos no pueden in vocar la demanda, y ~sta 
más bien atestigua contra ellos. La ley, al conf<lfmarse con 
la provocación, supone que la demanda no ha podido ser 
continuada por un hecho independiente de la voluntad de 
los actores (2" ó al menos por una razón que no implique 
que la demanda haya sido seria ni firmada: tales serían al­
gunos motivos de eCOnomía (3). Esto es, en definitiva, una 
cuestión de hecho; si la demanda es seria, por más que no 
s8 haya proseguido, el juez aplicará el art. 1S0q. Otra cosa 
Sería, si el actor se hubiese desistido; la acción, en este ca­
so, se considera como no intentada (4). 

Podría objetarse que el desistimiento no impide que el 
actor intente una nueva acción. Sin duda que sÍ; pero la 
probabilidad que resulta de la demanda desapare~e, cuan· 
do el aetor se desiste y cuando no intenta otra acción. C~n 
mayor razón, no puede invocarse la demanda si ha sido dis-

1 Bruselas, 24 ue Diciembre ¡Jo 1843 (Pnsim,ia, 1818, 2, 143). 
CompáresA, sentencia de doneguua apelacióu, de 3 de "'layO de 1860 
(DalIoz, 1860, 1, 350). 

2 Sentencia de Ag'en, (le 12 (lo Ellero de 1820,. confirmada por 
otra do denegarla apelación, de 3 de Enero de 1822 (Dallo., en la pa­
labra interdicción, núm. 232). 

3 París, 13 de Julio de 1808, y Grenoble, 5 de Febrero de l813 
(Dallo., en la palabra interdicciim, núm. 232, 1~ Y 2~). 

4 Demolombc, t. 3°, p. 450, núm. 669, y los autores que él cita. 
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echada; la probabilidad se halla entonces en favor de 1, ca· 
pacidad de la persona cuya interdicción se prosigue; el fallo 
que desecha la demanda rellonoce por ese hecho solo la M· 

pacidad del demandado. Esto es tanto más ciertc.., cuanto 
que el juez puede, á la vez que rechaza la demanda de in. 
terdicción, nombrar un cunsejo judicial. Si no usa de esta 
facultad, es una prueba cierta de que el deman·lado no está 
enagenado, ni débil de espiritu, y por tanto, que es capaz: 
es llegado al caso de aplicar la regla establecida por el ar­
ticulo DOl¡. Tal es también la opinión generalmente adop" 
tada, salvo el disentilniento de Demante, que eosefla que 
los heredéros que hao procedido cumplieron un deber, que 
por consiguiente no hay lugar á imponerles la pena esta. 
blecida por el arto DOl¡ contra los parientes que no provo· 
can la interdicción. Esta opinión ha quedado aislada. La 
disposición del arto DOl¡ no es penal; se conforma con una 
provocación, porque supone que la demanda habría venido 
á parar en la interdicción si se hubiese t.ramitado; habien· 
do sido desechada, se la debe considerar, según el espiritu 
de la ley, corno si no se hubiera in tentado (1:. 

Hay un caso en el cnal la aplicación del art DOl¡ es dudo· 
sao Se supone que el difunto estaba loco, pero que su lo­
cura no era habitual. En este caso, la interdicción no podia 
ser proseguirla; luego no puede reprocharse á los herederos 
que no hayan pedido lo que no teni1n derecho á pedir. 
Conclúyese de aqu[ que no estamos en la hipótesis prevista 
por la disposición excepcional del art. ¡¡Ol¡, que por consi­
guiente, vol vemos al derecho común que permite á los he· 
rederos que ataquen los actos que su autor habria podido 
atacar. Esta opinión es especiosa; nosotros la rechazamos 
porque nos parece contraria al espiritu y hasta al texto dél 

1 Aubry y Rau, t. l·, p. 524, nota ll, y los autot~s qne ell08 cL 
tan. En sentido contrario, Demante, t. 2?, p. 346, núm. 276 bis l. 
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art. 1.iO~. ¿Qué es lo que ha querido el legislador? Preve 
nir las demandas de nulida,1 f"ndadas en la demencia. cuan 
do la prueba de ésta, es por decirlo asi imposible. ¿Cuáles 
Son l2s únicas pruebas de la demencia que el legislador ad. 
mite después de la muerte de una persona á quien se tenia 
por loca? La interdicción ó la provocación de la interdicción, 
apoya~a en la prueba de que el difunto era incapaz de con 
sentir, ó la prueba resultante del acto mismo ejécutado por 
el difunto. 

Siguese de aquí que, fuera de est0s dos casos, la prueba 
de la demencia ya no es admisible. El texto lo dice impll­
citamente; en el caso en 'lue la interdicción no hubiese sido 
provocada, exige que la prueba ce h demencia resulte del 
aeta mismo que los hered"rns ;¡tacan. Si el legislador hu· 
biera querido dar á entender que permilla á los herederos 
la prueba de que el difunto era incapaz para consentir en el 
momento en que se celebró el acto, habría l'I~dactado el fi 
nal riel art. 1.iO~ en términos generales, diciendo que la 
acción sería admisible si el difunt') hubiese estado en la 
imposibilidad de consentir en el momento en que se cele­
bró el acto. La redacción adual mucha más restrictiva no 
autoriza la acción de lo1s her~derlJs sino cua'ldo no hay dn­
da alguna acerca de la d~mencia, es decir, cuando ésta se 
manifiesta en el act0 mismo que los herederos atacan \1). 

La segunda hipótesis en la cu"l los herederos pueden 
atacar, por causa de demencia, un acto practicado por su 
autor, es el que acabamos de indicar: cuando la prueba de 
la demencia resulta del acto mismo que se ataca. Esta es 

1 Valt'tte, sobre Prowlhon, t. 2'\ p. 51~, num. 111. Dcmolombe, 
t. 8"', p. 446, núrn~. 665 y 666. Eu sentido t!olltrario, Dl1CaUl'foy, to_ 
mo 1°, p. 5~~, núm. 729; Aubry y Han, t. 1(~, p. 525, Ilota !3. Corupá· 
rece, Pau, 13 du Enero de 1838 (Dalloz, ca la palabra interdicción, 
número 27, 2~). 
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ur:a cuestión de hecho que los jueces resuélven según los 
caracteres del acto. 

326. ¿Qué prueba deben rendir los herederos en las dos 
hipótesis en que pueden atacar, por causa de demencia, un 
acto vúrilicado por su actor? El fundamento de la acción 
es la dé manda, luego ésta es la que tienen que probar. 
Cuando invocan el acto mismo, no hay más que una cues­
tión de hecho, como acabamos de decirlo. Cuando el act0 
no prueha la demencia, los herederos son admitidos á pro 
barIa si la interdicción del difunto ha sido provocada ó pro­
nunciada. Si ha sido pronunciada, no hay ninguna dificul 
tad; se reputarán los actos por el hecho solo de haberse 
celebrado posteriormente á la interdicción. Si ha habido 
una simple tramitación sin fallo, los actores deberán pro. 
bar la demencia. ¿Pero deben rendir esa prueba según el 
derecho común, es decir, estableciendo que el difunto era 
Incapaz de consentir en el momento en que se celebró el 
alJto, Ó basta que ellos prueben que la demencia del difun­
to era notoria, conforme al arto !:i03? N Gsotrús no vacila­
mos en decidir que la prueba debe hacerse según el dere· 
cho común. 

En efecto, el arto !:i03 es una disposición excepcional, 
que debe restringirse l:entro de los limites del texto; ahor .. 
bien, la ley supone que la interdicción se pronunció, mien· 
tras que en el caso de que tratamos ha sido únicamente 
provocada. Se concibe que en el primer caso hay una pro­
balidad mayor para la demencia que en el segundo; la ley 
debla, pues, conformarse coa uaa prueba más vaga y más 
fá0il, la de la notoriedad de la demencia en la época en que 
el acto se celebró; mientras que en el segundo caso, ella 
ha debido mostrarse más severa. Todo lo que resulta de la 
provocación de la interdicción, es que puede atacarse el 
acto, pero la prueba de la demencia debería rendirsé con-
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forme al derecho ('omún. Pero también si se ha rendido 
esta prueba, no es necesario que la demencia haya sido no· 
toria. La corte de Bruselas ha exigido la prueba de la no­
toriedad en el caso previsto por el arto 1)0q, (1). Este es un 
error, á nuestro juicio, porque equivale ú confundir dos 
hipótesis esencialmente diversas, la del arlo 1)03, en donde 
hay interdkción, y la del 1)0q" en donde sólo hay deman· 
da de interdicción; en este último caso, la prueba es mu­
cho más dificil, pero tampoco debe exigirse la notoriedad 
cuando la ley no la exige. 

¿Cuál será el efecto de la anulación? Si la demencia re 
sulta del acto mismo subscrito por el enagenado, se proba. 
rá que éste se hallaba afectado de enagenación en el mo 
mento en que se celebró el acto, lupgo era incapaz de cou­
sentir, de donde se inliere que el acto será inexist~nte; hay 
que aplicar, por consiguiente, los principios que rigen los 
actos inexistentes, y no los principios soure los actos anu­
laulcls (2). En la primera hipótesis prevista por el art. iSOq, 
hay duda. Si se admite la opinión qUd acabamos de profe­
sar, es decir, si los here,leros prueban que su antor era in­
capaz de cunsentir en el momento en que c,ont,'ató, la COll­

secuem'ia será evidente: 1I0 habrá contrato, luego se apli­
carán los prin!!ipios sobre 105 ados inexistentes. Si se ad­
mite, al contrario, qué los herederos no deben probar más 
que la notoriedad de la demencia, entonces la acción por 
la cual ataquen el acto será una acción de nJlidad, y por 
lo tanto, se aplicarán los principios que rigen los actos 
anulables. 

327. La aplicación del art. 1)040 da lugar á algunas di· 
ficultades. Se ha pretendido qUd no es aplicable sino á la 

1 HnlSelaf.:, 17 ;h~ Mayo de 18..1:> (Fas/tri::;i(l) 1M!!, 2,180) 
3 Véasú acerca de {'~ta (listinción el tomO 1'" do esto~ principios, 

números 69_72. 

P. d< D, TOMO V.- 59 
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demencia propiamente dicha, y no á la imbecilidad. El 
texto no habla, en efécto, más que de la demencia; pero 
es evidente que la ley toma aquí esta palabra eu el sentido 
que tiene en el lenguaje usual, como sinónimo de enageua 
ció n mental, sea cual fuere su carácter . Nosotros decimos 
que esto es evidente. En efecto, no se ve ningún motivo 
por el cual el legislador hubiese distinguido entre las di· 
versas especies de enagénacióu en el art. 1)04, cuando las 
poné todas en la misma liuea. La corte de Brusel,as así lo 
ha fallado, y no hay duda alguna en esto (1). Hay, no 
obstante, algo de especial en el art. 1)04. En general, la ley 
exige que la enagenación sea habitual para que de ella re­
sulte una incapacidad jurídica: as! es ell los caslJs previstos 
por los arts. 1)02 y 1)03. ¿Deben también probar los he re . 
deros este estado habitual cuando atacan un acto ejecutado 
por el difunto? }<;s claro que liÓ, si atacan por mJtivo de 
que él acto mismo revela la locura. Si ellos lo atacan por 
causa de demencia, cuando se ha provocado la interdicción 
en vida del enagenado, la solución de la cuestión depende 
de la opinión que se profese acerca de la naturaleza de la 
prueba que los herederos tendrán que rendir: si tienen que 
probar la demencia en el momento del acto, no es necesa­
rio que la demencia sea habitual: si únicamente tienen que 
probar la notoriedad de lu demencia, entonces es la acción 
del arto 1)03, y por consiguiente, los herederos deberán 
probar que el difunto se hallaba en un estado habitual de 
demencia. 

328. ¿El art. 1)04 se aplica á todo género dé actos? Ge· 
néralmente se admite que las donacienes y los testamentos 
no está nregidos por el art. 1)04. Volveremos á tratar la 
cuestión en el titulo de las Donaciones. Se ha fallado que 
la adopción no está comprendida en esta excepción, y que 

1 Bruselas, 24 <le Dioieml>re ,le 1842 (Pasicri.ia, 1848, 2, 143). 
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permanece, pues, bajo el imperio de la regla (1;' Esto nos 
parece fuera de duda, y hasta creemos que el incapacitado 
podría adoptar en un intervalo lúcido, entiélldase bien que 
si se han cumplido los requisitos de la adopción cuando 
estaba sano. En efecto, la interdicción sólo concierné á los 
intereses pecuniarios; ahora bien, la adopción no es un con­
trato de interés pecuniario, puede ser formulada por aquél 
que no tiene que transmitir al adoptado más que su nom·. 
breo Luego es un acto moral, acto, que en nuestra opinión, 
el incapacitado es capaz de verificar (núm. 308). 

La palahra acto de que se sirve la ley implica, además, 
otro hecho .i urídico que no cae baj o la aplicación del arti· 
culo 150~. Supone que el enagenado obra, que interviene 
su consentimiento. Si permanece pasivo, no hay lugar ya 
para prevalerse de su estado mental. El código suspende la 
prescripción por inte,rés del incapacitado, y el art. 130~ 
aplica este principio á los actos celebrados por el incapacita. 
do, lo que trae la consecuencia de que la acción establecida 
por el arto 1503 se suspende igualmente durante la interdic­
ción l núm. 3 J 6). Otra cosa sucede en el caso del art. 150~; 
aquí no se trata de interdicción, sino d8 un enagenado no . 
incapacitado; ahora bien, la prescripción corre contra el ena· 
genado, por el hecho ~olo de que la ley no la suspende; 
luego los herederos no pueden pretender que la prescrip­
ción no ha podido correr contra él; aquí no se trata de un 
acto que él inicie, sino de las consecuencias que acarree su 
inacción; por lo tanto, el art. 150!. es extraño al debate (2). 

SECCION Il.-Levant'lmiento de la interdicción. 

329. El arto 1)12 establece que la interdicción cesa con las 

1 S(',nteucia de llenegatla. apelación, de 1':' tIc Mayo lle 18Gl (D u­
Hoz, 1861, 1, 213). Véase el tomo 4n do estos principios, núm. 224. 

2 Sentenoia de denegada "pelacion, de 31 de Diciembre lle 18 66 
(Dalloz, 1867, 1, 351): 
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causas que la determinaron; luego cesa cua'1do el incapa­
citado ya no se halla en un estado habitual de imbecilidad, 
de demencia ó de furor, es decir, cuando el enagenado ha 
sanado. ¿Quién decidirá que hay curación? El ar!. 1512 
agrega: «No obstante, el levantamiento no se pronunciará 
sino observando las formalidades prescritas para llegar á la 
interdicción, y el incapacitado no podrá recobrar el ejerci­
cio de sus derechos sino después de fallado el levantamien· 
tó.» Era preciso qua la curación la comprobase ,una auto· 
ridad cualquiera, porque el ortlen público e~tá interesado 
en que no se devuelva la libel"tad al incapacitado sin0 cuan 
do uo hay ningún recelo de que abuse de ella. En el sis­
tema del código civil, el poder judicial es el que comprueba 
la enfermedad y pronuncia 1[1. incapacidad que de ella resul 
ta; natural era encargar al mismo poder de e,'mprobar la 
curación y de pronunciar el levantamiento del fallo que 
declaró la incapacidad. Si, en derecho, hay paridad com­
pleta entre la interdieción y su levantamiento, n') sucede 
lo mismo de hecho. Para que una persona pue,la S8r iuca· 
pacitada, se necesita qua se halle en un estado habitual de 
enagenación; una simple duda es suliciente para que no se 
pronuncie la interdicción. Se necesita, al contrario, para 
hacerla cesar, una prueba maniliestadel retorno á la razón, 
una certidumbre completa de la salud; la duda será sulicien­
te pala mantener la interdicción. Luego ésta podrá mante· 
nerse cuando el incapacitado se halle en un estado que (la 
habrla bastado para pronunciarla: el interés del incapaci­
tado, el interés de la familia, el interés de la sociedad im­
ponen esta circunspección (1). 

330. ¿Quién puede pedir el levantamiento de la interdic­
ción? El arto !H2 dice que se observarán, para pronunciar 
le levantamiento, las mismas formalidades que las que se 

1 Fallo ,lel tribunal ,le Lyon, <lo 30 <le Noviembre de 1867 (Da­
lloz, 1869, 3, 90). 
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siguieron para obtener la interdicción; ahor:t bien, el dére· 
eho de promover no es una formalidad. To,l" lo que pue· 
de inferirse de la asimilación estaLl()()ida por el código entre 
h interdicción y el levantamiento, PO qUA si.;" ¡ , el enage­
nado dem~ndado en la interdi,~ciú(], tic,he s"r demandante 
en la instancia de levantamiento. Su pc1sición, no obstante, 
es diametralmente diferente. Cuando la demanda de intél'· 
dicción, tenia él el ejercicio de sus derechos, mientras que 
en la demanda de levantamiento, est~ privado de ellos; y 
el art. 1512 dice positivamente que él no recobra el ejercicio 
tle sus derechos sino después del fallu. ¿No debe inferirse 
de esto que el incapacitado deberá estar representado 
por su tutor? Tal seria, en efect,), la decisión, conforme al 
rigur de los prinoipios. 1,1 jurisprudencia y la doctrina se 
pronuncian /ln sentido contrario. Seri:\ bárLaro y absurJ", 
dice la corte de Burdeos, rehusar al incapacitado el d"recho 
de reclamar su libertad cuando ha recoLrado el uso de la 
razón; esto sería tanto más peligroso cuanto que las más de 
las veces el tutor y el subrogado tutor son sus parientes, y 
podrían teller interés en mantener la interdicción (1). 

Nada tan cierto cumo esto. Pero también lo es que el in­
térprete no puede declarar capaz dp promover á aqnél á 

quien la ley y un fall" privaron del ejercicio de sus dere. 
chos. El legislador sólo tiene tal poder, y el silencio de la 
l",y es lo que forzosamente ha confiado á los tribunales á 
colmar el vacio que se halla en el código. 

Si el incapacitado puede promover ¿elcbe hacer figurar á 

su tutor en la causa? La corte de Riolll ha fallado que el 
tutor debla figurar en la causa (2). Esto es también arbi. 

1 Burdüos, 8 110 Marzo do V~~2, D~lUnlomu\', t. S':', p. 459, núme_ 
ro 678. Dalloz, en la palabra interdicción, núm. 239. En sentido con. 
trario, Ohardon, De la potestad tutelar, núm. 25;j. 

2 Riolll, 2 (le Diciembre de 1830 (D,liloz, en la palaura j"terdic_ 
ción, núm. 239, 2') 
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trario, y una nueva prueba de que los tribunales hacen la 
ley en esta materia. ¿En dónde está escrito que el tutor 
debe figurar en la causa? El no es demandado, y lue­
go diremos que no hay demandado en la instancia de le­
vantamiento. Sí él figurase en la instancia, seria cnmo re· 
presentante de un inca paz, luego como actor. ¿Pero se con· 
dbe, en el sistema del código, que la demanda se intente 
á la vez por el representante y p~r el répresentado? Con­
forme al derecho estricto, el tutor solo tendría capacidad de 
promover, y cU1!ndo el representante figura en la causa, 
es inútil que el representado figure. Decimos que el tutor 
solo tiene el derecho de pedir el levantamiento. General· 
mente se concede este derecho á los parientes, al cónyuge 
y al ministerio público, que son los que tienen derecho pa· 
fa provocar la interdicción (1). Esto es muy lógico, pero 
muy poco jurídico. En materia de estado, la leyes la que 
da el derecho de promover, y la ley enmudece. 

331. ¿Contra '1uién debe formularse la demanda de le­
vantamiento? Acerca de este punto, la ley guarda silencio. 
Aquí sí nos parece fácil colmar el vacío. Debe resolverse 
con la corte ne casación, r¡ue en este caso no hay deman· 
dado; ella lo ha resuelto implícitamente al decir que el con· 
sejo de familia y el ministerio público son los verdaderos 
contradictores en la demanda (2), en el sentido de que el 
couEejo de familia es citado para dar su par'3cer y de que 
el ministerio debe ser escuchado (art. !:J1!:J). Pero ellos no 
son demandados, propiamente habl~ndo.No hay más de­
mandado que aquél contra el cual se pide alguna cosa; y 
el actor en ellevantamienb nada pide contra nadie, él so· 
lo es parte en la causa. Se objeta que el verdadero con-

1 Anbry y llan, t. l~, ]l. 521, nota 17, J" los antO"8. qne allí se 
citan. 

2 Sentencia do casación, <10 12 <10 Febrero <1" 1816 (Dalloz, en la 
palabra interdicción, núm. 240). 



DE LA INTERDlCCtON 471 

tradictor es el tutor (1); ne antemano hemos contestado q'ue 
es imposible que el repre,elltante sea el contradictor del 
representado. Regularmente, el tutor deberla promover; 
y ¿cómo sería entonces actor á la vez que demandado? Se 
agrega que el emancipado pide que cesen los poderes del 
tutor, y que, por lo mismo, cOntra éste debe proceder. Es· 
to no es exacto. El ülCapacitado pide que se levante la in­
terdicción; ahora bien, no es el fallo el que nombra al tu­
tutor, sino el consejo de familia; el nombramiento del tu­
tor deja de tener razón, en verdad, con el fallo, pero la 
demanda se formula contr'a el fallo, 

332. ¿Ante qué tribunal debe llevarse la demanda? Tam· 
biérl es debatida esta cuestión, A nuestro jnicio, el silencio 
de la ley la resuelve, El incapacitado no tiene contradictor 
y no tiene demandado; por lo tanto, se permanece bajo el 
imperio del derecho común, según el cual todos los aetas 
jurídicos que interesan ú una persona se hacen en su domi­
cilio ~art, 102), Acerca de este punto hay general acuerdo, 
pero hay debate sobre la cuestiOn de saber en donde está ese 
domicilio. Aquí todavía el derecho común es lo que decide 
la difioultad por el hecho séló de que el código no lo dero­
ga; ahora bien, el incapacitado tiene su domicilio en el del 
tuter (art. 108); luego el tribunal competente es el del domi· 
cilio del tutor en el momento en que se intenta la deman­
da. Se objeta que el domicilio ele la interdicción, como el 
de la tutela, se fija de una manera invariable en el lagar 
en que el incapacitado estaba domiciliado en el momen~ 
to de su interdicción. Esta pretendida inmutabilidad del 
domicilio de )a interdicción no tiene ninguna base en 
nuestros textos; ella derogaría 103 arts. 102 y 100; ahora 

1 Dernolomho, t 8~1 p. 461, núm. 679. Ducaurroy, t. 1°, p. ~851 
númoro 738. 
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bien, el intérprete n·) tiene derecho de imaginar teorías que 
se hallan en oposición con la ley (1). 

La demanda de levantamiento se instrure y falla en la 
misma forma que la interdicción (cód. de proa., art. 896). 
LURgo hay que aplicar todo lo que hemos dicho del requ-e· 
rimiento, del dictámen de los parientes, del interrogatorio, 
de la información y del fallo (2). Estas formalidades deben 
necesariamente observarse para qué el tribunal pueda pro· 
nunciar él levantamiento. ¿Quiere decir esto, que debe se· 

guirse este procedimiento dilatado y costoso cuando desde 
el principio, hay la convicción de que la demanda no está 
fundada y de que será rechazada? Ciertamente que nó. Hay 
que aplicar al levantamiento lo que hemos dicho de la de· 
manda de interdicción. El requerimiento debe artioular los 
hechos; si éstos no parecM pertinentes, el juez puede y 
debe ~partar inmediatamente la demanda. No hay locos 
que no pretendan que están persegnidos; hay que p~rmitir. 
les que reclamen, porque hay no inleré; sagrado en la cau­
sa, la libertad. Pero también deben impedirse las instan· 
cias inútiles y los gastos frustratorios. Esto es de jurispru· 
dencia (3). 

La instancia de levantamiento, así como la de interdic· 
ción (núm. 282), se extingue con la muerte de la persc na 
incapacitada. Habría interés, es cierto, en declarar capaz 
al incapacitado, en el caso en que habiendo sido pronuncia­
do el levantamiento por un fallo de primera instancia, so 
interpon .. apelación. Si en apelación se confirma el levan­
tamiento, se mantendrán los actos éjecutados después del 

1 DemolúllllJll, t. 80, p. 464, núm. 682, y los autores qlW él dt'l . 
.Acerca dol prt·,tomtillo principio <lB la permanuneia del tlomicil io de 
la tutela, véase el tomo 4':' üo estos principios, núm~. 447 449. 

2 Véanse los uúms. 263, y siguientes de este tomo. 
3 SCDtenci~ de denegada apelación, de 13 <le Enero de 1854 (Da. 

loz, 1864, 1, 86). 
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falló, mientras que seran nulos de derecho como ejecutados 
por una persona incapacitada, si la apelación no se evacua. 
El caso se ha presentado ante la corte de Montpellier. Des­
pués de un fallo de levantamiento, el incapacitado hace un 
testamento. Se interpone apelación, dos sentencias son ca­
sadas por vicio de forma; el incapacitado muere en el cur­
so de estas dila.tadas diligencias, que duraron diez años. La 
corte de Montpellier resolvió que por la muerte de la per­
sona incapacitada, dejaba de tener conocimiento (:el asun­
to. Esto no podía dar lugar á dudas; en efecto, la corte 
habría debido asegurarse del estado mental del incapacita­
do ec el momento en que se le había remitido el proceso; 
ahora bien, ¿cómo proceder al interrogatorio de una perso­
na fallecida? La sentencia agrega que la corte no tenía qué 
prunuuciar acerca de las consecuencias de su decisión; que 
habiendo caducado la instancia ella (la corte), se hallaba 
desprendida del asunto; que por otra parte, los efectos de 
la sentenda estaban determinados por la ley (r,. Nosotros 
hemos indicado estos efectos; quedaba sin efecto el fallo de 
levantamiento afectado de apelación, y la interdicdón con­
tinuaba; luego el testamento hecho posteriormente al fallo 
era un acto ejecutado por un incapacitado, y por tanto, nu­
lo de derecho. 

333. El fallo que recae á la demanda de levantamiento 
puede atacarse por las vías ordinarias de recurso. Si pro­
nuncia el levantamiento ¿el tutor ó el ministerio público po­
drán entablar apelación? En cuanto al tutor, la cuestión es­
tá decidida por la práctica en el sentido de que intentada la 
acción regularmente contra el tutor, éste tiene facultad, co­
mo demandado de interponer apelación. Se ha fallado que 
cuandO es destituido el tutor en cuya contra se ha expedido 

1 l1ontpeUier, 7 de Enero de 1851 (Dalloz, 1854, !l, 7)_ 
P. de P. TOMO V.- 60 
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el fallo, el nuevo tutor puede interponer apelación, si lo 
autori7.a el consejo de familia (1,. Pero si el tutor no ha 
figurado en la causa, no podrá formular apelación. ¿Podría 
formularla el ministerio público? El no es demandado en 
la acción d~ levantamiento; lo que parece deeidir la cue~ 
tión. Si se admite que él pundé pedir ellevantami,mto, se 
comprende que tendrá el derecho de apelación. Y hasta se 
ha fallado que el ministerio público podía interponer apela. 
ción de un fallo de levantamiento pronunciado á provóca­
ción suya; estando interesado el orden público en c;ta ma· 
teria, el ministerio público no puede renunciar al derecho ó 
más bien, al deber que tiene de promover por interés de la 
sociedad, las conclusiones qne él toma en primera instancia 
no son más que las manifestaciones de una opinión perso­
nal, que no lo liga y no es obstáculo a lo que él ataque, por 
las vías de la apelación, la decisión dada conforme á su 
dictámen, para hacer rectificar el error en que él habla in­
currido (2). 

334. ¿Debe hacerse público el fallo '1U8 pronuncia elle 
vantamiento? Nó; la ley no prescribe la publicidad para el 
levantamiento, como para la interdicción. El art, 512 'fuie. 
re únicamente que se siban en la instancia de levuntamien· 
to, las formalidades que la ley prescribe (( para lograr la 
interdicción.» Ahora bitÍn, la publicida,i supoue que se ha 
pronunciado la interdicción. Tal es también la opinión se· 
neral (3). No diremos, como lo hacen los autores, que no 
habrá utilidad en hacér público ellevantamien(o; supuesto 
que la incapacidad se ha hecho publica, con vendría taIll-

1 Sentt'llcia de dt'lh.'g;¡da npelacióa, <le 14 do Jnnio de 184-2 (Da­
l1oz, en la llalabl'a inte"dicción. núm. 2-14). 

2 PoitierF,5 de .::l.gostJ de 1831 (Dalloz, en la pa.labra cons~ntimien· 
to, número 193). 

3 Véase la doctrina y h\ jurisprudencia en Dalloz, en la palabra 
interdicción, núm. 232. 
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bién anunciar á los terceros qne la persona incapacitada ha 
cesado de serlo, y que ha recóbrado el ejercicio !le sus de­
rechos. Todo lo que puede decirse es que el interés es 
mennr: el 'lue ha vuelto ú ser capaz tendría cnidado de po­
nerlo en c~n"cimielllo de los terceros cCln los cuales trata, 
mientra que el incapacitado podrá ocultar el fallo que ha 
pronunciado su interdicción. 

33b. ¿Puede el tribunal, al pronunciar el levantamiento 
de la interdi"ción, nombrar uu consejo juuicial ú la perso­
na incapacitada? Nos parece qne la alirmativa no permite 
uudas. El art. 499 permite al tribunal que rechaza la in­
terdicción nomorar un consejo judieial ,11 demandado, si 
las circunstallcias lo exigen. Hay allalogia completa en el 
coso en que' el tribUllal (Ifl)lIUllCia el levantamiento de in­
terdieción. 1,1 p"rsolla (loe reÜOIJffl el A.ierdcio Je sus de­
rechos purde S"1' 1)1) 1 11' e de espíritu, it la vez que ya no es 
loco. Por lo tallto, el lt'ibuoal puede y debe colocarla en 
consejo. Hay m.a sentencia de la cúrte de Bruselas en es­
te sentido (1 '. 

1 Bruselas, 20 de Julio de 1814 (Pasicrisia, 2814, p. 1M). 


	image052
	image053
	image054
	image055
	image056
	image057
	image058
	image059
	image060
	image061
	image062
	image063
	image064
	image065
	image066
	image067
	image068
	image069
	image070
	image071
	image072
	image073
	image074
	image075
	image076
	image077
	image078
	image079
	image080
	image081
	image082
	image083
	image084
	image085
	image086
	image087
	image088
	image089
	image090
	image091
	image092
	image093
	image094
	image095
	image096
	image097
	image098
	image099
	image100
	image101
	image102
	image103
	image104
	image105
	image106
	image107
	image108
	image109
	image110
	image111
	image112
	image113
	image114
	image115
	image116
	image117
	image118
	image119
	image120
	image121
	image122
	image123
	image124
	image125
	image126
	image127
	image128
	image129
	image130
	image131
	image132
	image133
	image134
	image135
	image136
	image137
	image138
	image139
	image140
	image141
	image142
	image143
	image144
	image145
	image146
	image147
	image148
	image149
	image150
	image151
	image152
	image153
	image154
	image155
	image156
	image157
	image158
	image159
	image160
	image161
	image162
	image163
	image164
	image165
	image166
	image167
	image168
	image169
	image170
	image171
	image172
	image173
	image174
	image175
	image176
	image177
	image178
	image179
	image180
	image181
	image182
	image183
	image184
	image185
	image186
	image187
	image188
	image189
	image190
	image191
	image192



